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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

Concurrieron, además, los señores Ministros del Interior, don Belisario Velasco Baraona; de Hacienda, don Andrés Velasco Brañes, Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney; Secretario General de Gobierno, don Ricardo Lagos Weber; la señora Ministra de Planificación y Cooperación, doña Clarisa Hardy Raskovan; los señores Ministros de Justicia, don Carlos Maldonado Curtis; del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara, y de Transportes y Telecomunicaciones, don René Cortázar Sanz; la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, doña Claudia Serrano Madrid, y el señor Jefe de División Municipal de esa Subsecretaría, don Samuel Garrido Ruiz.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:1, en presencia de 27 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Las actas de las sesiones 21ª y 22ª, ordinarias, en 5 y 6 de junio del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Nueve de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los cuatro primeros retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo (boletín N° 3.507-13).



2) Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).



3) Proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los tribunales de Familia, y a otros cuerpos legales (boletín N° 4.438-07).



4) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (boletín N° 4.627-19).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto que modifica la ley N° 19.531 y concede beneficios al personal del Poder Judicial, de la Academia Judicial y de la Corporación Administrativa del Poder Judicial (boletín N° 5.112-07).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el lobby (boletín N° 3.407-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el séptimo y el octavo retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto que modifica la ley N° 19.665, con el fin de posponer la fecha de nombramiento de los jueces de garantía y de tribunal oral en lo penal, en la Región Metropolitana (boletín N° 5.099-07).



2) Proyecto, en segundo trámite constitucional, que prorroga la vigencia del mecanismo de estabilización de precios de combustibles derivados del petróleo establecido en la ley N° 20.063, con las modificaciones que indica (boletín N° 5.086-05).



--Se tienen presentes las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el último retira la urgencia hecha presente en relación con el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el espacio costero marítimo de los pueblos originarios (boletín N° 3.968-12).



--Se tienen presentes las urgencias y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



De Su Excelencia el Vicepresidente de la República, con el que da inicio a un proyecto que modifica la ley N° 19.531 y concede beneficios que indica al personal del Poder Judicial, de la Academia Judicial y de la Corporación Administrativa del Poder Judicial (boletín N° 5.112-07). (Véase en los Anexos, documento.......1)


--Pasa a las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, en su caso, y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba la enmienda al artículo 1 de la Convención sobre Prohibiciones o Restricciones de Empleo de Ciertas Armas Convencionales que puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados (boletín N° 5.024-10). (Véase en los Anexos, documento.......2)


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el segundo informa que dio su aprobación al proyecto de ley que sanciona el maltrato de obra y amenaza a funcionarios de Gendarmería de Chile en servicio (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 4.816-07). (Véase en los Anexos, documento.......3)


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el tercero hace presente que aprobó, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, el proyecto que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, ampliando la participación de las empresas en los proyectos de conectividad (boletín N° 4.521-15).



--Se toma conocimiento, se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República y se remite el documento al archivo, junto a sus antecedentes.



Tres del Excelentísimo Tribunal Constitucional, mediante los cuales envía copia autorizada de las sentencias dictadas respecto de las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del número 4) del artículo 1.268 del Código de Comercio, correspondiente al artículo 24 de la Ley de Quiebras; del inciso tercero del artículo 416 del Código Procesal Penal, y de los artículos 3°, 12 y 14 de la ley N° 17.322.



--Se toma conocimiento.



Del señor Ministro de Hacienda, a través del cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, referido al aumento de subsidios de agua potable para la Novena Región.



Siete del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:



Con el primero responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Espina, relacionado con la creación de un Fondo de Tierras.



Con el segundo y el tercero da respuesta a sendos oficios enviados en nombre de los Honorables señores Espina y García, tocantes a la situación que afecta a ciertos funcionarios de la Asociación Nacional de Funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles y al otorgamiento de beneficios a los trabajadores de esa institución, respectivamente.



Con el cuarto y el quinto contesta dos oficios enviados en nombre del Honorable señor Horvath, referidos, el primero, a la asignación de modernización y otros beneficios para los funcionarios públicos que se desempeñan en las zonas extremas, y el segundo, a la aplicación de ciertas medidas para enfrentar la situación que afecta a los habitantes de la Undécima Región como consecuencia de la actividad sísmica registrada en el último tiempo.



Con el sexto responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Romero, en cuanto a la eliminación del 7 por ciento de cotización en salud que grava a los jubilados y pensionados.



Con el séptimo da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senado, en el que se comunica la aprobación de un proyecto de acuerdo relativo a la Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes.



De la señora Ministra de Salud, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Romero, concerniente a la habilitación de un Centro de Salud Familiar Comunitario en la localidad de Loncura, comuna de Quintero.



Del señor Ministro de Obras Públicas, con el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Romero, acerca de la ejecución del Plan de Infraestructura para la Competitividad en la Quinta Región.



De Su Excelencia el Vicepresidente de la República de Bolivia, con el que expresa su reconocimiento por el homenaje que rindió el Honorable señor Navarro en memoria de Eduardo Abaroa Hidalgo, héroe boliviano de la Guerra del Pacífico.



Dos de la señora Subsecretaria de Previsión Social, mediante los cuales da respuesta a igual número de oficios enviados en nombre del Honorable señor Frei, referentes al cumplimiento de las prestaciones laborales de los trabajadores del Frigorífico SOCOAGRO S.A., de la ciudad de Osorno, y a los planteamientos formulados por la Federación Gremial Nacional de Asociaciones de Jubilados y Montepiadas de la Marina Mercante.



De la señora Subsecretaria de Salud Pública, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Navarro, relativo al consumo de bebidas alcohólicas, su relación con los accidentes del tránsito y los programas de prevención del alcoholismo.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Frei, sobre la instalación de una antena para telefonía móvil en Arica.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Calama, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Cantero, en relación con el reemplazo de un docente en la Escuela D-45, de la Población Villa Ayquina, de esa ciudad.



Del señor Director de Presupuestos, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Navarro, en el que solicita diversos antecedentes relativos a los adultos mayores.



Del señor Tesorero General de la República, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, atinente a los embargos que están afectando a las pequeñas y medianas empresas de la Undécima Región.



Dos del señor Director Nacional de Obras Portuarias, mediante los cuales responde igual número de oficios enviados en nombre del Honorable señor Navarro, tocantes a la solución de ciertos requerimientos de las caletas Talcahuano y Tumbes, Octava Región. 



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre políticas de fomento y resguardo de la actividad circense nacional (boletín Nº 2.579-06). (Véase en los Anexos, documento.....4)


De las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, recaídos en el proyecto que modifica la ley     N° 19.665, con el fin de posponer la fecha de nombramiento de los jueces de garantía y de tribunal oral en lo penal en la Región Metropolitana (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 5.099-07). (Véanse en los Anexos, documentos...5 y 6)


De las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, recaído en el proyecto que modifica el decreto ley N° 3.500, de 1980, con el objeto de ampliar los límites de inversión en el extranjero de los fondos de pensiones (boletín N° 5.082-05). (Véase en los Anexos, documento......7)


Tres de la Comisión de Hacienda, recaídos en las siguientes iniciativas:



1) Proyecto, en segundo trámite constitucional, que prorroga la vigencia del mecanismo de estabilización de precios de combustibles derivados del petróleo establecido en la ley N° 20.063, con las modificaciones que indica (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 5.086-05). (Véase en los Anexos, documento.......8)


2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversas normas sobre remuneraciones de los funcionarios municipales (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 4.900-27). (Véase en los Anexos, documento......9)


3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que destina recursos para el Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena (FONDEMA) y modifica otros cuerpos legales que indica (boletín N° 4.879-05). (Véase en los Anexos, documento......10)


--Quedan para tabla.

Moción



Del Honorable señor Zaldívar, mediante la cual inicia un proyecto que permite a los herederos de los ocupantes de predios agrícolas acceder a los beneficios de la ley Nº 19.776, sobre regularización de inmuebles fiscales (boletín Nº 5.113-12). (Véase en los Anexos, documento.......11)


--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El señor Secretario dará a conocer lo resuelto por los Comités.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los comités, en sesión del día de hoy, acordaron unánimemente lo siguiente:



1.- Fijar el lunes 18 del mes en curso, a las 12, como nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto sobre información privilegiada.



2.- Tratar en el tercer lugar de la tabla de esta sesión la iniciativa sobre remuneración de los funcionarios municipales hasta despacharla.



3.- Tratar en el cuarto lugar de la tabla de la presente sesión el proyecto sobre límites de inversión en el extranjero de los fondos de pensiones.



4.- No acceder a la solicitud de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en orden a analizar en la Sala el problema de la violencia intraescolar.

V. ORDEN DEL DÍA

POSTERGACIÓN DE NOMBRAMIENTOS DE JUECES DE GARANTÍA Y DE TRIBUNAL ORAL EN LO PENAL EN REGIÓN METROPOLITANA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Vicepresidente de la República y en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.665, con el fin de posponer la fecha de nombramiento de los jueces de garantía y de tribunal oral en lo penal en la Región Metropolitana. La iniciativa cuenta con informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5099-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 22ª, en 6 de junio de 2007.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 24ª, en 12 de junio de 2007.


Hacienda, sesión 24ª, en 12 de junio de 2007.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El Ejecutivo hizo presente la urgencia para el despacho del proyecto calificándola de “discusión inmediata”.



El objetivo principal del articulado es posponer el nombramiento efectivo de los jueces de garantía y de tribunal oral en lo penal de la Región Metropolitana, creados por la ley Nº 19.665, y reducir gradualmente los juzgados del crimen del antiguo sistema procesal penal.



La Comisión de Constitución aprobó la iniciativa, tanto en general cuanto en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Alvear y señores Espina y Gómez).



Por su parte, la de Hacienda también la acogió en general y en particular, en los mismos términos, por la unanimidad de sus integrantes (Honorables señores Escalona, García, Gazmuri, Novoa y Sabag).



El texto se consigna en la parte correspondiente del informe de esta última Comisión.



Cabe señalar que el artículo 1º tiene el carácter de norma orgánica constitucional, razón por la cual su aprobación requiere el voto conforme de 22 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general la iniciativa.



Ofrezco la palabra.



La tiene el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, este es un proyecto para cuyo análisis se contó con la presencia del Presidente de la Corte Suprema, del Director de la Corporación de Asistencia Judicial y del Ministro de Justicia. 



Debo consignar que el Máximo Tribunal entregó un documento en el cual se manifiesta plenamente de acuerdo con lo planteado por el Ejecutivo.



Básicamente, la iniciativa tiene por objeto, respecto de los jueces de garantía que debieron ser nombrados en 2006, ampliar hasta 2008 el plazo para tal efecto, y que el correspondiente a los jueces de los tribunales orales, el cual vence a finales de 2007 -en su totalidad-, se extienda también hasta 2008.



El señor Ministro de Justicia explicó que este es un acuerdo con la Corte Suprema, para estudiar cómo proceder posteriormente a las designaciones y si realmente es necesario efectuarlas, puesto que, fijada la fecha, la obligatoriedad de la ley implica que todos los jueces deben ser nombrados, con carga de trabajo o sin ella.



En ese aspecto, por lo tanto, es importante la ampliación del período.



En segundo lugar, con relación al sistema antiguo, en la actualidad existen 18 juzgados del crimen. De no aprobarse esta normativa, quedaría un solo juzgado en la Región Metropolitana, el cual debería atender alrededor de 24 mil causas. 



Por tal razón, en un trabajo realizado entre la Corte Suprema y el Ministerio de Justicia -de eso tomamos conocimiento como Parlamento- se estableció el criterio de que se mantengan seis juzgados del crimen en la Región Metropolitana, los cuales se irán extinguiendo. Y ello, hasta el 1º de enero de 2010. Se harán cargo, más o menos -así lo expresó el señor Presidente del Máximo Tribunal-, de 4 mil causas cada uno, lo cual, desde el punto de vista de la administración, se considera razonable.



En eso consiste, en concreto, el proyecto en debate, presentado con calificación de “discusión inmediata” por el Ejecutivo.



Muchas gracias.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, de no haber remitido el Gobierno esta iniciativa al Parlamento, más de 24 mil causas habrían quedado radicadas el próximo sábado, 16 de junio, en un solo tribunal, haciendo inviable el debido proceso y la recta administración de justicia, en lo cual toda la Sala concordará.


Tanto es así que junto con la Senadora señora Matthei presentamos un proyecto sobre el mismo tema a principios de marzo de este año. Ello, porque veíamos con bastante preocupación que muchas causas tramitadas aún conforme al proceso penal antiguo, particularmente en la Región Metropolitana, en junio quedarían radicadas en un solo juzgado, lo cual haría imposible que muchas personas en esos procesos fueran objeto de una administración de justicia eficiente, eficaz y oportuna.



Éramos de la idea de prorrogar por tres años el funcionamiento del conjunto de los tribunales. Creíamos que las 24 mil o más causas existentes requerían la mantención de los 18 juzgados del crimen que actualmente funcionan.



El acuerdo entre el Gobierno y la Corte Suprema los reduce sólo a seis; por tanto, se entregarán a cada uno entre 4 mil y 5 mil causas.



Si bien no hacemos objeción del criterio del Ejecutivo y del Máximo Tribunal, con la Honorable señora Matthei -reitero- teníamos una visión distinta: pensábamos que era mucho más eficaz que en un plazo de tres años todos los juzgados despacharan los procesos bajo su conocimiento. Con esta iniciativa, en cambio, según nuestra apreciación, los seis tribunales propuestos se verán muy presionados para dar cuenta de las 4 mil a 5 mil causas que deberán resolver.



No obstante, considerando que se trata de un acuerdo con la Corte Suprema y también de una aceptación del criterio del Ministerio de Justicia, vamos a votar a favor del proyecto, pero dejando claro que radicar 4 mil causas del sistema procesal antiguo en cada uno de esos seis tribunales puede provocar que a muchas personas se les prive del debido proceso o de un juicio adecuado, más aún si, además, esto va en forma decreciente: en un año y medio vamos a contar con dos juzgados, y después, con uno solo.



Como esta es una situación verdaderamente urgente -estamos contra la pared, pues dentro de cuatro días debe estar en vigor esta legislación-, vamos a concurrir con nuestros votos favorables.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, es fundamental que en la Región Metropolitana se mantengan al menos seis tribunales, porque resultaría imposible que funcionara un sistema judicial en el que un solo juzgado tuviera que abocarse al conocimiento de las más de 24 mil causas criminales pendientes.



Confiamos en que los estudios efectuados por el Gobierno y el Poder Judicial -que concluyeron en el acuerdo de mantener seis juzgados del crimen por un año y medio; dos por el año siguiente, y, finalmente, uno desde el 1º de enero de 2010- no sean desvirtuados por la realidad. 


El drama de la justicia que tarda -y, por lo mismo, no es justicia- ha afectado por mucho tiempo a los chilenos. Y esperamos que la decisión que estamos tomando sirva para que concluyan todos esos procesos, que aquejan a miles de personas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, lamento profundamente que se haya llegado a la solución de mantener sólo seis tribunales para 24 mil causas.



Yo, por lo menos, no voy a dar mi voto a favor, pues creo que esto va a ser un desastre. Cuando un tribunal tenga que resolver alrededor de 4 mil procesos estaremos en el límite de lo que podría denominarse “denegación de justicia”.



Junto con el Senador señor Pérez propusimos un proyecto que mantenía por tres años los 18 juzgados que existen hoy, para poder dar fin a todas esas causas.



Ellas se iniciaron por algo, y tienen el mismo derecho de terminar a su debido tiempo que las que se han presentado en el nuevo sistema procesal penal.



Me parece absolutamente inaceptable dejar sólo seis tribunales.



Lamento profundamente esta situación, que en realidad no puede llamarse “solución”.



Por lo tanto, yo me voy a abstener, porque no estoy dispuesta a avalar esto con mi voto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, la Comisión de Hacienda analizó ayer en la tarde el proyecto, luego de que lo hiciera la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Tuvimos en consideración que la aplicación de esta iniciativa implica un mayor gasto de 527 millones de pesos para el año 2007, el que se financiará con cargo a los recursos que se contemplan en el presupuesto vigente del Poder Judicial. 


Sin embargo, esos 527 millones de mayor gasto al parecer no serían tales, puesto que el informe financiero no toma en cuenta los ahorros que se generarán al posponer el nombramiento de jueces de garantía y de tribunal oral en la Región Metropolitana, por estimarse que aún no son necesarios en la implementación de la reforma procesal penal.



En consecuencia, teniendo presente que el costo de la mantención de esos seis tribunales es de 527 millones de pesos, aunque al final esa cifra será inferior, la Comisión dio su respaldo unánime a la iniciativa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, anuncio mi voto favorable al proyecto, por varias razones.



En primer lugar, si la Excelentísima Corte Suprema manifestó su concordancia respecto del número de tribunales que se requieren, considerando la defensa corporativa que normalmente hace con relación a los juzgados necesarios para solucionar los problemas, conflictos, juicios y controversias radicados en el Poder Judicial, bastaría sólo ese informe para pensar que el propuesto es un número apropiado.



Y quiero señalar algo más: las 4 mil causas por tribunal no se están iniciando, sino terminando. 


Recordemos que en el antiguo sistema, que es el que sigue vigente en esos órganos judiciales, al juez le correspondía investigar, acusar y condenar. Como ya llevamos al menos dos años de aplicación de la reforma procesal penal en la Región Metropolitana, las investigaciones en el anterior sistema ya están prácticamente concluidas y muchos de los juicios se encuentran en estado de sentencia. Por consiguiente, no podemos considerar tales procesos como si estuvieran en un trámite inicial de desarrollo. Hace más de dos años se paralizó el ingreso de nuevas causas al sistema antiguo; por tanto, están todas avanzadas.



Por otro lado, y aunque sea criticable, prefiero el criterio de restringir el número de tribunales y no excedernos innecesariamente en los que en realidad se requieren.



Tal como en el proceso actual habría quedado un solo tribunal y se vio la necesidad de aumentar ese número a seis, no tengo ninguna duda de que, si el día de mañana se precisan tres o cuatro juzgados, en vez de dos, la Corte Suprema lo hará presente y el Ministerio de Justicia lo considerará. En consecuencia, contaremos con los tribunales adecuados para dar término a dichas causas. 



Se debe dar la señal de que el proceso antiguo va a finiquitarse a la brevedad posible dentro de un sistema justo: con la debida investigación, la debida defensa, la debida prueba y la debida sentencia.



Por ello, en atención a la conformidad de la Corte Suprema y a los estudios del Ministerio de Justicia, anuncio mi voto favorable a la iniciativa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira. 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, voy a votar afirmativamente el proyecto.



Pero también quiero dejar constancia en el debate de que es legítimo tener dudas respecto de la eficacia de los fallos que emitirán estos seis tribunales, pues cada uno de ellos verá alrededor de cuatro mil causas.



Aprobaré la iniciativa porque, de lo contrario, todos esos juicios quedarán radicados en un solo juzgado. En tal escenario, todos entendemos que la realidad sería infinitamente más compleja.



Todo indicaba que era preferible prorrogar por un plazo mayor el funcionamiento de los 18 tribunales vigentes y no establecer una suerte de “embudo”, que obligará a fallar dichas causas, mediante esta exigencia legal.



A mi juicio, aquí se ejerce una presión indebida a los tribunales para que concluyan los procesos antiguos, por razones económicas, pues esos organismo jurisdiccionales tienen fecha de término.



Además, hoy estamos reconociendo que los plazos originales establecidos para disminuir el número de los juzgados del crimen del sistema anterior no fueron los adecuados. Lo más probable es que en esa ocasión el Ejecutivo haya acordado con la Corte Suprema una cronología de cierre de los tribunales de Santiago. Resulta evidente que ahora estamos legislando porque no fue posible cumplirla.



Por lo tanto, hoy día no podemos darle credibilidad total a la propuesta que -según señala el informe- ha planteado el Gobierno, en concordancia con el Máximo Tribunal, para mantener seis juzgados en vez de uno. 



Como Senador por la Región Metropolitana, anuncio mi voto favorable al proyecto, porque es mejor contar con seis tribunales del crimen en lugar de uno. Pero hago presente que el inminente término de estos va a llevar -así me lo han hecho saber bastantes personas- a que en muchas de esas causas no exista un debido proceso y a que su resolución se acelere en forma artificial para cumplir con las exigencias de la normativa en estudio. 



Por la forma en que se plantea el cierre paulatino de dichos tribunales, prácticamente estamos ante una denegación de justicia. Hubiese sido mucho más adecuado mantener los actuales juzgados del crimen; extender su funcionamiento por cierto plazo, y evaluar, antes de que este se cumpla, si las causas pendientes definitivamente llegaron a su fin o no con el antiguo sistema procesal penal.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, creo que la consulta del Senador señor Longueira debería ser respondida por el Ministro de Justicia, pues no deja de ser efectivo lo planteado. 



En la Comisión de Constitución consultamos tanto al Titular de dicha Cartera como al Presidente de la Corte Suprema respecto de la conveniencia de aumentar de uno a seis los tribunales que seguían en funcionamiento. Recordemos que debía quedar uno solo a contar de pocos días más. Por eso se propone incrementar a seis.



La razón de ello figura en el informe: si hay un juzgado, este deberá resolver 24 mil juicios; si son seis, cada uno se queda con cuatro mil.



La pregunta que deseo formular, por intermedio de la Mesa, al Ministro de Justicia, señor Maldonado, es si se ha estimado que la recarga de trabajo con que quedan esos tribunales les permitirá resolver de manera adecuada las causas pendientes.



Me parece que esa es una cuestión muy importante. 



En segundo lugar, hay otro aspecto del proyecto que me interesa: el aplazamiento de la fecha tope para nombrar tanto a la totalidad de los jueces de garantía en el territorio de las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel, de junio de 2006 a junio de 2008, como a los jueces de los tribunales de juicio oral en lo penal pertenecientes a las mismas Cortes, de 2007 a 2008. O sea, en el fondo, se establece una prórroga para el nombramiento de jueces, porque se considera que con los actuales el sistema puede funcionar bien.



Al respecto, quiero que el señor Ministro reitere sus planteamientos -sólo para que quede constancia de ello en la Sala, no porque tenga dudas de que lo vaya a hacer- respecto de lo que está ocurriendo, en general, con los tribunales de justicia en el país.



En la actualidad, existe un número insuficiente de tribunales de familia en algunas zonas, no sólo de Santiago, sino también de Regiones. 



¿Qué está sucediendo con los tribunales de juicio oral en lo penal y con los jueces de garantía? ¿Cuál es la situación de los juzgados laborales? ¿La carga de trabajo de dichos tribunales les permite desempeñarse en forma adecuada? ¿Cuál es la realidad de los jueces en el sistema procesal penal?



Hoy pedimos la misma información respecto de los fiscales y los defensores.



Este proyecto es para la Región Metropolitana, pero resulta que en muchas ciudades no tenemos claro si faltan o no tribunales.



En cuanto a los tribunales de familia, ni hablar. Ahí tenemos otro tema.



Con relación a los juzgados de competencia mixta -a los que se refirió el propio Ministro-, ¿qué está pasando con ellos?



Y, finalmente, está la situación de los tribunales laborales.



En consecuencia, señor Presidente, en primer término, deseo preguntar al señor Ministro de Justicia sobre el asunto inicial planteado. ¿Con seis tribunales se produce realmente un atochamiento menor, pero aún inconveniente, que con uno solo?



Y, en segundo lugar, pido que exprese lo que nos señaló en la Comisión de Constitución sobre la dotación de jueces en Chile -enviará un informe a la Corporación sobre ello-, a fin de que cada Senador revise lo concerniente a su Región y vea cómo están funcionando los juzgados, dada la carga de trabajo de cada uno de ellos.



Esas son las consultas que quiero formular.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Justicia.

El señor MALDONADO (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, contestaré en seguida las preguntas del Honorable señor Espina.



Sin perjuicio de ello, cabe recordar que -como se ha dicho acá- el proyecto tiene exclusivamente dos propósitos, que se enmarcan en la transición, desde el punto de vista orgánico, entre el antiguo y el nuevo sistema de justicia criminal.



En cuanto al primero, la iniciativa busca velar por que se mantenga una correcta capacidad de absorción de la carga de trabajo que aún está pendiente.



Como han manifestado varios señores Senadores, el 16 de junio debería quedar un solo juzgado del crimen en la Región Metropolitana. El objetivo del proyecto, hechos los análisis técnicos de rigor, es dejar subsistente, no un tribunal, sino la cantidad adecuada para atender las causas antiguas, carga muchísimo menor que la existente al momento de entrar en vigencia la reforma procesal penal. Es decir, aquella ha ido disminuyendo sustantivamente, pero no al ritmo necesario para ser absorbida este 16 de junio por un solo tribunal.



En consecuencia, en cuanto a esa dimensión de la iniciativa -y respondo inmediatamente la pregunta del Honorable señor Espina-, los estudios técnicos, desarrollados por la Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal del Ministerio de Justicia -que monitorea el funcionamiento del proceso penal- en conjunto con la Corporación Administrativa del Poder Judicial, indican que seis es el número apropiado de tribunales para cubrir la carga de trabajo que hoy persiste, la cual -insisto- es bastante menor, pero no todavía lo suficiente como para ser atendida por un solo juzgado. 



Lo anterior arroja, como dijo ayer el Presidente de la Corte Suprema, un número estimado de 4 mil causas por tribunal, las que, como manifestó el Senador señor Vásquez, no se están iniciando -en ellas no queda todo por hacer-, sino que, más bien, ya llegan a su fin.



El segundo objetivo del proyecto es prorrogar el plazo para nombrar los jueces de tribunal de juicio oral y de garantía en la Región Metropolitana.



¿Qué ha ocurrido aquí? Que las dotaciones establecidas en la ley aún no resultan del todo necesarias, atendida la carga de trabajo del nuevo sistema. Recordemos que en este el impacto pleno de la comisión de delitos -ello genera una carga laboral inmediata- recae sobre las policías y el Ministerio Público. A tribunales llega cuando esas causas se judicializan. Esa tasa de judicialización, frente a la dotación de tribunales proyectada en la ley, ha ido creciendo; pero todavía no ha hecho necesario nombrar a la totalidad de los jueces referidos. 



En consecuencia, también sobre la base de un acuerdo entre el Ministerio de Justicia y la Corte Suprema, proponemos esta tarde prorrogar por un año más el plazo para nombrar a los jueces aún pendientes, sin perjuicio de que, como lo señalamos en las respectivas Comisiones, si la marcha del sistema requiere el nombramiento de alguno de ellos antes de esa fecha, evidentemente se hará. Se trata de un plazo máximo. No significa que no se puedan nombrar antes. Es sólo una nueva fecha tope.



Además, en ese tiempo esperamos ponernos de acuerdo con la Excelentísima Corte Suprema para buscar una solución más definitiva respecto de esas dotaciones, puesto que la evidencia muestra que no necesariamente son todas imprescindibles para el funcionamiento del sistema y podrían, eventualmente, aprovecharse esos recursos de manera más eficiente.



Señor Presidente, esos son los objetivos del proyecto que hoy día se somete a la aprobación del Senado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra. 



Ofrezco la palabra. 



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (26 votos a favor y 3 abstenciones); y, por no haber  sido objeto de modificaciones ni de indicaciones, queda aprobado también en particular.


Votaron por la afirmativa los Senadores señora Alvear y señores Arancibia, Cantero, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Se abstuvieron la señora Matthei y los señores Chadwick y Flores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor MALDONADO (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, en nombre del Ejecutivo, agradezco el apoyo a la iniciativa recién aprobada, que es fundamental para mantener en correcta operación el antiguo sistema procesal y racionalizar el nombramiento de jueces en el nuevo. Reconozco muy sinceramente el respaldo recibido de parte de las Comisiones y de la Sala del Senado.

)--------------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Prosecretario para dar cuenta de algunos documentos recibidos.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento, han llegado a la Mesa las siguientes comunicaciones:



Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República con el cual retira la urgencia y la hace presente nuevamente, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley que crea un Fondo de Estabilización Financiera del Sistema de Transporte Público de la ciudad de Santiago y dispone otros aportes fiscales que indica (boletín Nº 5.090). (Véase en los Anexos, documento.....12)
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Oficio de la Honorable Cámara de Diputados con el que informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que crea un Fondo de Estabilización Financiera del Sistema de Transporte Público de la ciudad de Santiago y dispone otros aportes fiscales que indica, con urgencia calificada de “suma” (boletín Nº 5.090-15).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por acuerdo de Comités, pasa a las Comisiones de Hacienda y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas.

PRÓRROGA DE VIGENCIA DE MECANISMO DE ESTABILIZACIÓN DE

PRECIOS DE COMBUSTIBLES DERIVADOS DEL PETRÓLEO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga la vigencia del mecanismo de estabilización de precios de combustibles derivados del petróleo, establecido en la ley Nº 20.263, con las modificaciones que indica, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”. 


--Los antecedentes sobre el proyecto (5086-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 22ª, en 6 de junio de 2007.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 24ª, en 12 de junio de 2007.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los principales objetivos de la iniciativa son:



1) Prorrogar hasta el 30 de julio de 2010 el mecanismo de estabilización de precios de los combustibles derivados del petróleo.



2) Aportar nuevos recursos al Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo, por una suma de 60 millones de dólares, y



3) Depositar el saldo existente en el Fondo de Estabilización Económica y Social, al término de la vigencia del Fondo señalado en el número 2).



La Comisión de Hacienda aprobó en general y en particular el proyecto por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Novoa y Sabag), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados. El texto pertinente se consigna en su informe.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la discusión general y particular del proyecto, tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, esta es una de las dos iniciativas calificadas de “discusión inmediata” aprobadas en la tarde de ayer por la unanimidad de la Comisión de Hacienda.



Se trata de un proyecto breve que prorroga hasta el 2010 lo establecido en la ley Nº 20.128 e introduce modificaciones a la ley Nº 19.764, con el propósito de renovar el mecanismo establecido para el Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo, aumentándolo en 60 millones de dólares.



El Ejecutivo, con el respaldo unánime de la Comisión, entiende que la norma desempeña un importante papel para evitar las bruscas y agudas fluctuaciones del precio de los combustibles, especialmente de la bencina, el diésel y el kerosén.



Como  el plazo vence el 30 de junio próximo, la Comisión de Hacienda estuvo de acuerdo en lo propuesto y concurrió a su aprobación en forma unánime.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, lamento que un proyecto de esta naturaleza no se haya discutido con más profundidad. 



Hay dos fórmulas para abordar la materia. Una se refiere al mecanismo que hoy día se propone al Senado para prorrogar el sistema, tal como ha ocurrido sucesivamente a través del tiempo por el alza de los combustibles. Y la otra consiste en estudiar el establecimiento de un procedimiento permanente.



Deseo profundizar lo referente a la segunda alternativa, ya planteada en una discusión anterior. Considero válido hacerlo en esta oportunidad.



Con motivo del debate habido anteriormente, se presentó un proyecto de ley sobre impuesto variable -a ello quiero referirme ahora-, surgido como consecuencia de las sucesivas alzas de la gasolina -que hubo y seguirá habiendo- y que proponía establecer un mecanismo más transparente y menos discrecional. Pero, obviamente, fue declarado inadmisible.



Señor Presidente, me gustaría entregar algunos datos.



En una simulación de un precio de 600 pesos por litro de bencina que paga el consumidor, él  se descompone de la siguiente manera: el valor base es de 322,8 pesos, al que le impactan inmediatamente un IVA de 65,6 pesos y el impuesto específico de 189 pesos. Por lo tanto, el importe final se forma con el precio base más el impuesto al valor agregado y el gravamen específico, lo que da el total mencionado de 600 pesos.



El precio base, sin impuestos, como dije, es de 322 pesos. Y aquí viene lo importante, señor Presidente: el aumento de lo que se paga finalmente por la gasolina se debe a dos factores determinantes, cuales son el aumento del precio base y su impacto automático en el cálculo del IVA.



Lo sugerido en su oportunidad respecto del impuesto variable buscaba neutralizar el aumento del IVA mediante la disminución del tributo específico en el mismo porcentaje en que aquel subía. De esta manera, la recaudación anualizada se mantiene prácticamente constante, contrariamente a lo que sucede hoy en  día, cuando se incrementa al subir el IVA.



Lo que podría pagar finalmente el consumidor aumentaría menos que en la actualidad, ya que sólo se incrementa el precio base y no el IVA, porque este se neutraliza con el impuesto específico.



¿Cuál es el efecto fiscal de esta medida? Bastante marginal: en el escenario planteado, si los combustibles suben 5 pesos, el costo fiscal anualizado será de apenas 2,7 millones de dólares; si aumentan 25 pesos, de 13,7 millones de dólares; y si se incrementan 50 pesos, de 27,5 millones de dólares.



Se puede señalar que aquí hay una distorsión, porque al aumentar los precios baja la demanda. Pero el mecanismo propuesto en su oportunidad en un proyecto de ley incluso consignaba  una eventual baja de demanda y su efecto en la recaudación. 



Por lo tanto, la fórmula fue perfeccionada en esos términos, para evitar la distorsión que se produce cuando la reducción de la demanda supera determinados porcentajes.



A mi juicio, en vez de prorrogar mecanismos como el actual, debemos buscar soluciones permanentes y estables, que neutralicen un alza de los combustibles. Lamentablemente, estamos legislando a última hora, bajo la presión de la “discusión inmediata”, lo cual no nos permite profundizar en este tipo de materias. Pero tengo la obligación de presentar una alternativa de estas características, porque, en caso contrario, vamos a estar prorrogando este impuesto en forma permanente. 



Y si uno repara en lo que ha aumentado el impuesto específico en una década o más, advertirá que la cifra es impresionante. En efecto, entre 1992 y 2001, se pasó de las 3,6 UTM el metro cúbico a las 6 UTM.



Para concluir, señor Presidente, deseo simplemente señalar que más de 50 por ciento del precio final de los combustibles corresponde a impuestos. Como lo dije en un comienzo, si el precio base es de 322 pesos, el final será de 600 pesos por concepto del IVA y del impuesto específico. Por lo tanto, lo importante es neutralizar el aumento de este último al subir el precio base, y particularmente por el incremento del IVA, que es lo más determinante en el valor de las gasolinas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, comparto plenamente lo expresado por el Senador señor Orpis. Sin embargo, creo que una cosa no se contrapone con la otra. Es decir, el hecho de que estemos prorrogando la vigencia del Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo no impide que el Ministerio de Hacienda siga estudiando la propuesta de un impuesto específico de carácter variable, que termina compensándose con los mayores ingresos por la mayor recaudación del Impuesto al Valor Agregado, lo cual, como afirmó el señor Senador, constituiría una solución permanente.



Lo concreto es que debemos pronunciarnos frente a un proyecto del Ejecutivo con “discusión inmediata”, para extender por tres años la vigencia del Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo e inyectar - de acuerdo con el informe de Hacienda, ya está prácticamente agotado- 60 millones de dólares, de manera de contar con recursos para subsidiar, en cierto sentido, el precio de los combustibles por los próximos tres años. Y, dado que afortunadamente las finanzas públicas así lo permiten -entre otras razones, por el alto precio del cobre-, nosotros consideramos válido entregar este alivio a los sectores medios de nuestra población. De no contar con tal mecanismo, la gasolina sería hoy 55 pesos más cara por litro. Y todos conocemos las dificultades de transporte existentes  en Santiago, lo que ha obligado a muchas personas a utilizar sus propios vehículos. 



Todos estamos conscientes también de que cuando sube el transporte ocurre lo mismo con los fletes y los productos de consumo, lo cual da inicio a una pequeña espiral inflacionaria.



Por esa razón, la Alianza considera que, no siendo una solución técnica óptima, el proyecto en debate sí constituye un paliativo que contribuye a que el precio de los combustibles no repita en el mercado interno con la misma intensidad las alzas internacionales, en perjuicio de los sectores medios de la ciudadanía.



Por esas razones, señor Presidente, ayer concurrimos con nuestro voto a aprobar esta iniciativa en la Comisión de Hacienda. Me parece bien que la política de estabilización se prorrogue hasta el 30 de junio de 2010, con lo cual, dado que vamos a tener dos años con elecciones -el 2008 y el 2009-, se evita la tentación de despachar leyes -como ya ocurrió en una oportunidad- que muchas veces cumplen propósitos meramente electorales y que no representan una verdadera ayuda para que los precios internos del petróleo se mantengan en un rango razonable cuando los internacionales suban.



Señor Presidente reitero que hemos concurrido con nuestros votos a la aprobación del proyecto y recomendamos a la Sala que proceda en igual forma.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, sigo pensando que la fórmula propuesta por el Gobierno no resuelve el problema de fondo. No quiero ahondar en los argumentos ya dados por los señores Senadores que me han antecedido en el uso de la palabra. Pero debo recordar que, junto con otros colegas, presentamos un proyecto de ley que establecía un impuesto variable, lo cual, a mi juicio, es bastante más justo que lo que estamos analizando hoy.



También es digno de estudiar el hecho de que este es un impuesto que ha perdido toda la legitimidad que debe tener un tributo, porque se generó para construir y mantener carreteras. Resulta que hoy día los chilenos pagamos peajes por utilizarlas y, además, se mantiene el gravamen específico a los combustibles. 



Entonces, me parece que seguir con un fondo de estabilización es, más bien, una fórmula parche que no resuelve el problema de fondo.



En lo personal  echo de menos que el proyecto en debate no haya propuesto un mecanismo para evitar los abusos del Ejecutivo. Porque ya en una campaña electoral el Gobierno de turno utilizó hasta la saciedad el fondo de estabilización para que el alza no afectara a la gente, con lo cual sus recursos se agotaron totalmente.



Por último, quiero formular una pregunta al señor Ministro. Cuando el informe financiero dice en su parte final que las empresas de transporte de carga -está claro cuáles son- y de pasajeros van a poder obtener la devolución de parte de lo pagado por impuesto específico, ¿a qué se refiere? Entiendo que se trata de los buses. Pero, ¿se incluye a los taxis, a los colectivos, algunos de los medios de transporte más afectados con este problema?



Ahora bien, si no se avanza en la línea de un tributo variable, lo único que se logrará con mantener el nivel del actual impuesto, que es de los más altos del mundo -el precio de los combustibles en Chile es uno de los más caros de América Latina, después de Uruguay-, será afectar especialmente a la clase media. En efecto, ésta, tal como se ha explicado reiteradamente unos minutos atrás, cada vez que suba el precio internacional del combustible se hará más pobre y el Fisco, a costa de ella, más rico.



No es eso lo que pretendemos ni es lo que he escuchado en los discursos de personeros de Gobierno, pero así ocurre en la práctica.



Hoy día las personas de clase media se están privando de utilizar su automóvil, de trabajar en las ferias, en las pymes, dado que los precios de los combustibles las tienen absolutamente derrotadas.



Me parece que el camino de solución definitiva es establecer un impuesto variable que amortigüe ese alto costo para no seguir empobreciendo a los chilenos.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor  Sabag.

El señor SABAG.-  Señor Presidente, tal como se ha señalado, el objetivo del proyecto es prorrogar el mecanismo de estabilización de precios de los combustibles derivados del petróleo, contemplado en la ley Nº 20.063. Los efectos de la normativa legal vigente vencen el 30 de junio de 2007, es decir, a fines del presente mes. Y la iniciativa que nos ocupa propone prorrogar su vigencia hasta el año 2010.



Las  medidas consignadas en la ley Nº 20.063 tienen por finalidad central atenuar las fluctuaciones del precio de los combustibles, a fin de dar mayor estabilidad al bienestar social. 



En la práctica, la volatilidad de los precios internacionales de la gasolina, del diésel y del kerosén es amortiguada por la acción del Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo.



La modificación en debate plantea incrementar dicho Fondo en 60 millones de dólares, a fin de asegurar en un plazo prudente la efectividad de sus resultados.



En la actualidad, el Fondo es administrado por la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP) y, en el caso de producirse excedentes al final del ejercicio, estos deberán ser depositados en el Fondo de Estabilización Económica y Social consagrado en el artículo 10 de la ley Nº 20.128.



El actual sistema ha funcionado adecuadamente durante los últimos años. La única diferencia consistirá en que el mecanismo se prorrogará por un plazo de tres años y no año tras año, como se ha venido haciendo hasta ahora.



Asimismo, el proyecto incorpora una norma que regula la ley Nº 19.764, que establece un beneficio tributario en favor de las empresas de transportes de carga y de pasajeros. La nueva normativa dispone que las empresas que deseen acceder a dicho beneficio deben cumplir con el requisito de estar adscritas a un sistema electrónico de cobro de peajes, el cual se exigirá a partir del 1º de julio de 2008.



Finalmente, cabe recordar que el proyecto fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Hacienda y esperamos que la Sala del Senado  lo acoja en los mismos términos.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor  Novoa.

El señor NOVOA.-  Señor Presidente, en primer lugar, el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo es conveniente, pues atenúa las fluctuaciones de los precios internacionales. Chile no tiene ninguna posibilidad de influir en ellos. Lo único que puede hacer es atenuar o emparejar sus efectos.



En segundo término, el valor de los combustibles en el mercado nacional depende de dos factores: el precio internacional del petróleo y los impuestos que gravan las gasolinas.



Sobre el segundo elemento, sí es posible influir. Perfectamente nuestro país podría tener un nivel de tributos más bajo, lo que se traduciría en que el precio de los combustibles para el público sería menor.



Se ha propuesto hacer variable el impuesto específico. De esa manera, cuando suban los precios internacionales del petróleo y, por tanto, se incrementen los ingresos fiscales por el IVA, disminuiría dicho tributo posibilitando un menor precio para el público. Y al revés: cuando bajen los precios internacionales del crudo y disminuya la recaudación por IVA, aumentaría el impuesto específico para no perjudicar las entradas al erario.



El Gobierno nunca ha aceptado ese planteamiento. ¡Nunca! Ello implicaría que, con el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo, podríamos atenuar las fluctuaciones y, sobre la base de un mecanismo de impuesto variable, el nivel impositivo sería menor.



La suma de ambos elementos significaría un enorme beneficio para los consumidores del país, ya sea porque usan su vehículo y necesitan gasolina; ya sea porque son transportistas y gozarían de un precio del petróleo más bajo, o ya sea porque utilizan la locomoción colectiva y el valor de los combustibles forma parte de la fórmula tarifaria.



Entonces, queremos ser claros en señalar que concordamos con la existencia del Fondo, pero nos gustaría que la estabilización operara sobre un menor nivel de precios. Y la única forma de conseguirlo es actuar sobre el factor interno: los impuestos.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.-  Señor Presidente, como han dicho varios señores Senadores, el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo es un mecanismo que busca reducir la volatilidad de los precios de los combustibles en el mercado nacional. Tal situación incomoda bastante a las familias y a los usuarios de vehículos, porque permanentemente se enfrentan a alzas y bajas de precios que producen más confusión que estabilidad económica.



Entre los argumentos del proyecto se consigna que el Fondo de Estabilización de los Precios del Petróleo evita traspasar al precio final las oscilaciones puntuales de mercados internacionales.



Asimismo, se considera como un buen sistema, ya que no constituye un subsidio ni un impuesto, sino un mecanismo de estabilización.



Nosotros aceptamos la interpretación planteada en la Sala en el sentido de que este permite otorgar beneficios sociales a los chilenos que usan combustibles derivados del petróleo, al evitarles alzas y bajas bruscas en los precios. Además, a través de esta medida no habrá pérdida de recaudación fiscal -muy importante para desarrollar proyectos sociales- y también se evita incentivar el uso de combustibles contaminantes y no renovables. O sea, se trata de un buen sistema de política pública que logra beneficios para la población.



Dentro de los aspectos positivos del proyecto, cabe mencionar que, desde su creación, dicho mecanismo -como Sus Señorías saben- ha disminuido la magnitud de los cambios semanales, ya sean al alza o a la baja, dando mayor estabilidad a los precios. Ello se basa principalmente en los ajustes que se hicieron al prorrogarlo el año pasado, lo que también       -como recordarán- derivó en el mejoramiento de varios aspectos técnicos, como el hecho de que ya no resulta necesario, como ocurría antes, promediar tres mercados de referencia.



Hay datos que muestran que el Fondo evitó 70 por ciento de los cambios durante el último año.



Por ejemplo, entre febrero y mayo de 2007, los precios de las gasolinas habrían experimentado un alza de hasta 23,5 por ciento, sin el mecanismo vigente. Es decir, con el uso del Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo, el incremento llegó sólo a 12,5 por ciento. Estas son cifras bastante contundentes. Sin él habríamos tenido aumentos mayores, sobre todo en las gasolinas.



Por otra parte, cabe mencionar la necesidad de prorrogar el Fondo, que es la idea central del proyecto.



Resulta innegable que evitar las alzas y bajas bruscas de los precios es positivo y da mayor sensación de estabilidad a la población.



Asimismo, es indesmentible que el Fondo ha atenuado los aumentos y disminuciones de los precios de los combustibles, logrando plenamente su objetivo, tal como lo hemos comprobado.



El actual mecanismo culmina el 30 de junio de 2007, y la extensión de su vigencia por tres años permitirá que siga funcionando hasta el 30 de junio de 2010.



Asimismo, es importante señalar que se le van a inyectar 60 millones de dólares al Fondo, cifra absolutamente necesaria para que pueda continuar operando durante los tres años que se prorroga. Porque se estima que tendrá un gasto anual de 20 millones de dólares.



Finalmente, debo expresar que la iniciativa, a petición del gremio de transportistas, contempla beneficios concretos para ellos. Porque se posterga hasta el 1º de julio de 2008 la entrada en vigencia del requisito del sistema electrónico de peajes establecido en la ley pertinente, para que las empresas de transporte puedan recuperar un porcentaje de las sumas pagadas por peajes e impuestos específicos al diésel.



Por las razones expuestas, anuncio mi voto favorable al proyecto en debate.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, en verdad los señores Senadores han sido muy claros para detallar los alcances de la iniciativa y, desde ya,  agradezco, en nombre del Ejecutivo, a quienes han manifestado su intención de pronunciarse a favor.



En forma muy sintética, quiero dar a conocer algunos puntos adicionales.



En primer lugar, debo manifestar que respecto del resultado de este esquema tenemos una evaluación positiva. Como decían los señores parlamentarios, el objetivo principal del sistema es amortiguar los cambios de precios en el mercado nacional cuando fluctúan a nivel internacional. Y eso, efectivamente, se ha logrado.



Según nuestros cálculos, la volatilidad semanal -es decir, de semana a semana- de los precios habría sido 70 por ciento mayor si no hubiese existido el mecanismo vigente.



El segundo asunto que deseo abordar, que se halla relacionado con el primero, es que en los momentos de alzas abruptas del precio internacional, el Fondo las atenúa de modo bastante significativo.



Por ejemplo, entre febrero y el día de hoy, los valores del crudo, la gasolina y el diésel han subido en los mercados internacionales. El precio de la gasolina habría experimentado en dicho período un alza de 23,5 por ciento en Chile sin el mecanismo. Sin embargo, con el sistema vigente, en vez de aumentar en 23,5 por ciento, tan sólo lo ha hecho en 12,5 por ciento. De modo que el objetivo de mitigar tales fluctuaciones se ha logrado bien.



Además, ello se está cumpliendo con un costo fiscal muy acotado. Como se dijo aquí -y lo reitero-, inicialmente el Fondo contaba con alrededor de 20 millones de dólares. Hoy estamos algo por debajo del millón de dólares. Es decir, el neto de los créditos que se han dado y de los impuestos que en breves períodos se han aplicado es de alrededor de 20 millones de dólares.



Ello no significa que a futuro no haya un costo fiscal. Porque los períodos de alza, si el precio fluctúa, se compensan en el largo plazo con los ciclos de baja. Pero, precisamente, para tener un “colchón" suficiente para hacer frente a las fluctuaciones venideras, se solicita capitalizar al Fondo en 60 millones de dólares.



También se ha planteado aquí la idea de un impuesto variable. Obviamente, esta materia merece una discusión más prolongada, pero haré un comentario. 



Quiero sencillamente decir que hay un aspecto del sistema vigente, Honorable señor Orpis y señores Senadores de la Alianza por Chile, que es equivalente a un tributo variable. Porque el impuesto o el crédito fluctúa con el precio. Por lo tanto, en los períodos de alzas súbitas, tenemos un crédito -es decir, una transferencia del Fisco a los particulares- y, en los ciclos de bajas significativas, se produce todo lo contrario. Por consiguiente, el efecto de usar la política fiscal como “colchón", como amortiguador, se está dando.



Ahora, en mi opinión y en la del Ejecutivo, la discusión acerca de cuál es el nivel promedio del impuesto específico es un debate distinto de este. Lo que nosotros estamos haciendo aquí es tomar el nivel de impuesto específico en los términos en que está y amortiguar las fluctuaciones que acontecen en torno a él. A nuestro juicio, dicho mecanismo ha operado bien.



Como se ha dicho aquí -y lo repito sucintamente-, lo que el proyecto persigue es muy sencillo: prorrogar el mecanismo con las fórmulas actualmente existentes. Al respecto, debo añadir que éstas son claras, transparentes y objetivas. Se capitaliza con los dineros provenientes del Fondo de Estabilización Económica y Social (FEES) por un monto -ya mencionado- de 60 millones de dólares.



El último punto que deseo tocar dice relación a la prórroga del crédito vigente a los transportistas. Y, en respuesta a la inquietud formulada por el Senador señor Prokurica, debo señalar que aquí se mantiene lo que hoy existe: un crédito de 25 por ciento de los peajes pagados a los camiones y un crédito de 20 por ciento del peaje pagado al transporte de pasajeros. De hecho, la ley Nº 19.764 establece que el crédito -en el segundo caso- va a “Las empresas de transporte de pasajeros que sean propietarias o arrendatarias con opción de compra de buses, que presten servicios de transporte público rural, interurbano o internacional,".



En ese sentido, no estamos innovando ni restringiendo ni extendiendo la vigencia de la norma. Sencillamente, se está prolongando el beneficio por un año.



Le concedo una interrupción al Honorable señor Prokurica, con la venia de la Mesa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, deseo formular una consulta al señor Ministro



Ocurre que cuando se elaboró la disposición original no existían peajes en las ciudades. Hoy los taxistas y colectiveros deben pagarlos. Por lo tanto, frente a la misma razón tiene que haber la misma disposición.



No veo por qué la gente que trabaja como taxista o como colectivero y paga peaje por transitar en la ciudad no pueda acogerse al beneficio que propone dicho artículo. Creo que esta es una materia que es digna de ser considerada por el Ministerio y debe incorporarse dentro de las disposiciones del proyecto en lo que resta de su tramitación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede continuar, señor Ministro.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, tengo en mis manos la ley pertinente, que data de la presente década. Por lo tanto, ya estaban vigentes buena parte de las concesiones de transporte urbano -por supuesto que no las más recientes-, y en ese momento el legislador extendió el beneficio -como decía- a los camiones, por un lado, y al transporte de pasajeros, por el otro. Nosotros, después de conversar con los gremios y a solicitud de ellos, optamos por mantener el beneficio con los mismos alcances consignados en la norma actual.



Incluso, se conversó la posibilidad de prolongarlo por más tiempo, pero los gremios pidieron que se mantuviese vigente por un año, a diferencia del Fondo que rige por tres años.



En resumen, a nuestro juicio, este sistema ha servido su objetivo principal. La gente ha tenido más tranquilidad y seguridad en sus hogares y los precios de los combustibles se han vuelto más predecibles con un sistema transparente, con una fórmula, operatoria e implementación que se hallan cuidadosamente detalladas en la ley, y que ha estado vigente por un año.



En nuestra opinión, el funcionamiento del mecanismo ha sido bastante productivo. Por eso, solicitamos al Congreso que extienda la vigencia del Fondo por tres años. De modo que el próximo Gobierno pueda tomar las decisiones que correspondan en cuanto a prorrogar el sistema o a introducirle los ajustes que estime pertinentes.



Muchas gracias.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación general.



--(Durante la votación).

El señor ORPIS.- Señor Presidente, recogiendo los argumentos vertidos por el señor Ministro, quiero agregar que nadie objeta que el Fondo de Estabilización de Precios de los Combustibles efectivamente ha neutralizado la volatilidad de los precios internacionales.



La reflexión es otra. Se refiere a si podemos tener un sistema más perfectible. La idea que se ha planteado con el impuesto variable, materia que el Ejecutivo se ha resistido a estudiar, es contar con un mecanismo mejor que el que existe hoy. Yo creo que el Gobierno no puede cerrarse a esa posibilidad, sobre todo cuando se ha presentado una propuesta formal.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto, que, no habiéndose formulado indicaciones, queda aprobado también en particular (29 votos afirmativos).


Votaron los señores Allamand, Alvear, Ávila, Chadwick, Escalona, Flores, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Matthei, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero y Sabag.

)---------(
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Pasamos al proyecto relativo a remuneraciones de funcionarios municipales.



Hago presente a la Sala que, por acuerdo de Comités, esta iniciativa se va a aprobar en el día de hoy.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El señor Presidente...

El señor NOVOA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NOVOA.- Quiero hacer una moción de orden.



Hay un proyecto que podemos despachar de inmediato y sin discusión: el que modifica normas relativas al subsidio familiar y a la adopción.



Creo que no existe ningún inconveniente. Todas las indicaciones fueron aprobadas por unanimidad, y el planteamiento que se hizo al Ejecutivo en el sentido de que enviara una indicación para que la ley entrase a regir al mes siguiente de la publicación y no al subsiguiente fue acogido. Está la indicación acá.



Entonces, me parece que sería muy bueno darlo por aprobado y remitirlo a la Cámara de Diputados, para que la ley efectivamente comience a regir el 1º de julio.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición del Senador señor Novoa.

El señor NAVARRO.- Sí.



--Así se acuerda.

MODIFICACIÓN DE NORMAS RELATIVAS

A SUBSIDIO FAMILIAR Y ADOPCIÓN

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Conforme al acuerdo recién adoptado, corresponde tratar, sin debate, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica normas relativas al subsidio familiar y a la adopción.

--Los antecedentes sobre el proyecto (4812-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 9ª, en 10 de abril de 2007.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 18ª, en 9 de mayo de 2007.


Hacienda y Trabajo, unidas, sesión 18ª, en 9 de mayo de 2007.

Constitución (segundo), sesión 22ª, en 6 de junio de 2007.


Hacienda y Trabajo unidas (segundo), sesión 22ª, en 6 de junio de 2007.

Discusión:



Sesión 19ª, en 15 de mayo de 2007 (se aprueba en general).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El Ejecutivo hizo presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Este proyecto fue aprobado en general en sesión de 15 de mayo del año en curso y cuenta con segundos informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y unidas de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social.



Las Comisiones informantes dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que el artículo primero no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones y conserva el mismo texto aprobado en general, por lo que, de conformidad con lo previsto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento, debe darse por aprobado, salvo que algún señor Senador, contando con la unanimidad de los presentes, solicite someterlo a discusión y votación.



--Se aprueba reglamentariamente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Corresponde señalar que la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia dejó testimonio de que las indicaciones presentadas no eran de su competencia, pues no incidían en el artículo primero, propio de su especialidad, de manera que acordó, por la unanimidad de sus integrantes, remitirlo a las Comisiones unidas. Estas, por su parte, efectuaron tres enmiendas al proyecto despachado en general, las que fueron acordadas por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Escalona, García, Gazmuri, Letelier, Longueira, Navarro, Novoa y Sabag.



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discutirlas. Los artículos segundo y tercero, donde inciden las modificaciones, tienen el carácter de normas de quórum calificado, por lo que necesitan para su aprobación 20 votos afirmativos.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que consigna los textos legales pertinentes, el proyecto aprobado en general, las enmiendas realizadas por las Comisiones unidas y el texto que resultaría de aprobarse dichas enmiendas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará en particular el proyecto.



Aprobado. (Ver sesión 25ª., en 13 de junio de 2007, páginas…).
MODIFICACIÓN DE NORMAS SOBRE REMUNERACIONES 
DE FUNCIONARIOS MUNICIPALES

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica normas sobre remuneraciones de los funcionarios municipales, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.



--(Aplausos en tribunas).


--Los antecedentes sobre el proyecto (4900-27) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 20ª, en 16 de mayo de 2007.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 24ª, en 12 de junio de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es mejorar, mediante la modificación de diversos cuerpos legales, las remuneraciones de los funcionarios municipales y, además, otorgar a estos determinadas bonificaciones.



La Comisión de Hacienda discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señores Escalona, García, Novoa y Sabag), en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados.



El texto pertinente se transcribe en el informe.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Ofrezco la palabra.
El señor LONGUEIRA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, el proyecto que los Comités acordaron tratar en cuarto lugar de la tabla, sobre límites de inversión de los fondos de pensiones en el extranjero, ¿también tiene que despacharse en esta sesión?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El acuerdo de los Comités es para tratar y despachar hoy día el proyecto que acabo de poner en discusión. El que menciona Su Señoría está para ser discutido en cuarto lugar.

El señor LONGUEIRA.- ¿No hay acuerdo para que se vote en esta sesión?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No.

El señor LONGUEIRA.- ¿Y se podría abrir la votación del proyecto en debate?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Lógico. El señor Secretario acaba de terminar la relación, y yo ya lo había puesto en discusión.

El señor LONGUEIRA.- Entonces, pido abrir la votación para esta iniciativa.

)---------(

El señor MUÑOZ ABURTO.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, señor Senador.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, solicito que las Comisiones unidas de Hacienda y de Transportes y Telecomunicaciones analicen en general y en particular el proyecto sobre asignación de recursos para el Transantiago, que llegará de la Cámara de Diputados.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, la iniciativa viene con “suma” urgencia.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No hay acuerdo, señor Senador.

)----------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Solicito autorización para que ingresen a la Sala la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y su asesor.

El señor PROKURICA.- Sí, señor Presidente.



--Se accede.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, no habiendo Senador informante, deseo señalar que el mejoramiento remuneracional que se plantea en este proyecto obedece a un acuerdo alcanzado entre la Asociación de Funcionarios Municipales, la Asociación de Municipalidades y la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo.



La iniciativa se orienta -como lo señala el informe- a ir homologando en forma paulatina la condición de los funcionarios municipales con la de los funcionarios fiscales.



Es sabido que los funcionarios municipales se encuentran en franca situación de desmedro con respecto al resto de la Administración Pública.



Dice la autoridad gubernativa que se contempla la renovación de la asignación de mejoramiento de la gestión municipal hasta la entrada en vigencia de la ley que regulará lo dispuesto en el artículo 121 de la Constitución Política. Sin embargo, queremos dejar muy en claro que esto solo puede tener lugar en la medida que haya un sano respeto a la carrera funcionaria de los trabajadores municipales.



--(Aplausos en tribunas).



En seguida, la iniciativa entra en una serie de detalles. Por ejemplo, sobre porcentajes vinculados al mejoramiento de la gestión.



Se prevé también una bonificación especial para las zonas extremas. Ello, desde luego, envuelve un componente de justicia de carácter histórico, por la forma en que allí se vive. Si uno revisa las condiciones de los funcionarios municipales, puede concluir que tal vez son ellos los primeros que debieran ponerse en la lista de los atendidos como “casos sociales”. Porque, en verdad, están en una situación de mucho retraso.



--(Aplausos en tribunas).



Es importante destacar, señor Presidente, que se está dando una mejor asignación a los funcionarios municipales. Y ello se encuentra financiado.



Tenemos gran cantidad de proyectos por los cuales el Ejecutivo asigna nuevas funciones a los trabajadores municipales pero no da los medios ni los fondos para realizarlas. En este caso se considera la cantidad de dinero suficiente, como seguramente lo ratificará algún representante de Hacienda.



Finalmente, aprovechando que ha entrado a la Sala la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional, me resta preguntar por qué se autoriza en forma diferente a las municipalidades de la Primera y Segunda Regiones para aumentar el monto de la bonificación en 50 por ciento, contra solo 30 por ciento en el caso de las Regiones de Aisén y de Magallanes, de las provincias de Palena, Isla de Pascua y Chiloé, y de Juan Fernández, previo acuerdo de los dos tercios del concejo.



Al respecto, sólo quiero decir que, de alguna manera, aquello ha sido incorporado en los beneficios logrados por la Asociación Nacional de Empleados Fiscales, lo cual también nos parece provechoso.



Solicitamos a la Sala votar favorablemente esta iniciativa.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, este proyecto, que busca mejorar las remuneraciones de los trabajadores municipales, es fruto -tal como lo dijo el Honorable señor Horvath- de un acuerdo alcanzado entre el Gobierno, la Asociación de Funcionarios Municipales y la Asociación de Municipalidades.



Me parece correcto el mecanismo utilizado. Sus Señorías tienen sobre sus escritorios el texto de la iniciativa, que señala diversos aspectos del mejoramiento remuneracional y, principalmente, contiene la tabla de incrementos para los años 2007 y 2008.



Habría sido atendible, para mejor comprensión de los Senadores, que también se hubiera acompañado el listado de remuneraciones de los funcionarios municipales que van a recibir los diversos beneficios, porque con ello podríamos haber tenido absoluta conciencia de las bajas remuneraciones de estos trabajadores, quienes cuentan con ingresos claramente inferiores a los del conjunto de los funcionarios de la Administración Pública. Y uno puede afirmar, sin temor a equivocarse, que los trabajadores municipales se encuentran entre los empleados públicos peor pagados, tanto en la administración centralizada como en la descentralizada, comparando la realización de una misma actividad.



Por lo tanto, aquí estamos frente a trabajadores muy mal remunerados y que, además, representan a una institución que es la primera con la que cuenta la ciudadanía para la solución de sus problemas. 



--(Aplausos en tribunas).



Por ende, señor Presidente, hay aquí una situación de clara injusticia. Y más que de una situación de injusticia, se trata de un aspecto que el conjunto del Estado no ha resuelto adecuadamente: el rol de los municipios. 



Mucho se habla de la importancia del papel de la municipalidad, de las tareas de esta, de su función. Pero el país y el Estado se hallan en deuda con esa organización base de nuestra estructura democrática, de nuestra estructura de gobierno. Y la mejor demostración de esa deuda es la situación remuneracional de los funcionarios municipales. 



El acuerdo a que ellos llegaron significa -tal como señala el informe que Sus Señorías tienen sobre los escritorios- un aumento en las remuneraciones para los años 2007 y 2008.



Ahora bien, de la sola lectura de la tabla que incluye ese documento nos damos perfecta cuenta de que ello no responde a las verdaderas necesidades de los funcionarios municipales y constituye un reajuste -por decirlo de alguna manera- modesto. Y ello evidencia las dificultades que tuvieron los distintos actores para lograr el incremento remuneracional. 



Señor Presidente, la cuestión de fondo con que nos encontramos dice relación al financiamiento de las municipalidades. Sin duda, este reajuste claramente menor, que contempla un aporte estatal para los años 2007 y 2008, da cuenta de las dificultades que enfrentan esas corporaciones a los efectos de llevar adelante aspectos fundamentales para el desarrollo comunal, partiendo por el problema remuneracional de sus propios funcionarios.



Quiero dejar constancia en la Versión Taquigráfica de algunos datos y cifras a mi juicio reveladores de la situación por la cual hoy día pasan las municipalidades.



Durante el año 2006 los municipios del país traspasaron al Fisco más de 143 mil millones de pesos producto de que no recuperan el  IVA.



En 2006 pagaron 170 mil millones de pesos por concepto de remuneraciones que son obligación del Gobierno central, como las referidas a las áreas de Salud y Educación: 50 mil millones y 120 mil millones, respectivamente.



En 2006, por exenciones que ha establecido el Estado en su conjunto, las municipalidades dejaron de percibir alrededor de 130 mil millones de pesos.



Otro dato: la famosa Ley de Rentas II, que implicaba hacer a los municipios un aporte relevante, estimado por la autoridad en cerca de 51 mil millones de pesos, solo ha rendido 13 mil a 14 mil millones.



Eso significa, señor Presidente, la existencia de muchos municipios técnicamente quebrados y que, por consiguiente, no tienen ninguna posibilidad real de, por un lado, ser actores del desarrollo local, ni, por otro, enfrentar el problema de las remuneraciones de sus trabajadores.



Lo anterior determina que hoy día en el Senado se encuentre pendiente la discusión de un proyecto de ley sobre modernización de las municipalidades, que regula el artículo 121 de la Constitución. Y se pretende modernizar las plantas, lo cual es un espejismo o una ilusión si no resolvemos primero el problema del financiamiento de dichas corporaciones.



--(Aplausos en tribunas).



Y eso nos lleva a aprovechar este proyecto de ley, que ya tiene consenso -es evidente-  y que, en caso de aprobarse hoy, permitirá a los funcionarios municipales contar con una ayuda para afrontar el drama que se vive en la mayoría de los casos. Como decía el Senador señor Horvath, muchas veces son ellos los que requieren una colaboración social ante situaciones de endeudamiento límites en las tiendas, en el sistema bancario, etcétera.



Reitero: se trata de aprovechar esta iniciativa para poner énfasis en el elemento central que debiera preocuparnos: el financiamiento municipal, para contar con municipalidades fuertes, sólidas, que puedan remunerar mejor a su personal y, consecuentemente, alcanzar mayor productividad y prestar de mejor manera los servicios que la ciudadanía reclama. Porque -insisto- son los municipios la primera institución del Estado que la gente busca para procurar resolver sus dificultades.



Si uno recorre el país, se da cuenta de ello: la población de Aisén, ante el problema de los temblores, recurre a su municipio; en la zona Centro sur, frente a las inundaciones, se acude primero a los funcionarios municipales; en el Norte, exactamente lo mismo.



¡Y precisamente esos empleados están hoy muy mal pagados! 



Sin duda, el acuerdo que lograron es una ayuda, aunque bastante modesta, para mejorar sus ingresos, muy menores con respecto a la función que en la práctica realizan.



Así que, señor Presidente, vamos a votar a favor de esta iniciativa, que esperamos sea aprobada esta tarde tanto en general cuanto en particular, pues ello permitirá que la ayuda y los recursos previstos lleguen a los funcionarios municipales -subrayo que los reconocemos como elementos centrales en la función de un municipio- y les permitan afrontar las dificultades sociales y económicas que viven.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, la intervención del Honorable señor Pérez Varela me ahorra parte importante de lo que quería señalar. Sólo agregaré un par de elementos.



Este Senado debería, a la brevedad posible, convocar a una sesión especial. Creo que hay que sincerar lo que está ocurriendo en materia económica con la Administración del Estado en el caso tanto de los gobiernos regionales como de los municipios.



A las cifras entregadas por el Senador señor Pérez Varela sólo añadiré una. 



Hoy día, un porcentaje muy alto de municipios del país no tiene capacidad de inversión. Y una forma de constatarlo en términos reales es el hecho de que el 70 por ciento de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional termina subsidiando inversión municipal.



Por ello, deberíamos analizar en profundidad lo que ocurre con la Administración del Estado, porque a mi entender, definitivamente, estamos en crisis.



Sólo agregaré que, tal como lo consigna el informe de la Comisión de Hacienda, los aportes fiscales en esta materia sólo van a operar los dos primeros años. A partir del tercero el financiamiento corresponderá a los propios municipios, cuya realidad económica estamos destacando en esta Sala.



Señor Presidente, quiero rendir un homenaje a dirigentes de zonas extremas de nuestro país, de la Primera y de la Decimoquinta Regiones, que están en las tribunas.



--(Aplausos en tribunas).



Ellos, por años, han dado una lucha en dos sentidos: para el otorgamiento de la bonificación de zonas extremas y para que no existan funcionarios públicos de primera y segunda categorías. 



¡Todos son funcionarios públicos y en iguales condiciones!



Durante esta etapa, ellos dieron una lucha importante a fin de que la asignación de zona negociada por la ANEF para los funcionarios públicos fuera igual a la de los empleados municipales. Y deben sentirse orgullosos, porque hoy están viendo en esta Sala los resultados.



¡El esfuerzo no ha sido en vano!



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ruego no hacer manifestaciones. 



Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, Honorables colegas, este proyecto de ley, que mejora las remuneraciones de los funcionarios municipales de todo el país, apunta en el sentido correcto al pretender mejorar la gestión municipal y modernizar el poder local, tan importantes para el desarrollo de los planes que necesitan todas las comunas de Chile.



Los dirigentes de los funcionarios del sector han luchado por mucho tiempo, de Arica a Magallanes, para que se reconozca el nivel y la relevancia de estos en el quehacer municipal en cada una de las comunas. A lo largo de los años, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado, los he visto plantear sus reivindicaciones, orientadas a recibir el mismo trato que el resto del sector público.



Hoy es un día de alegría para todos esos trabajadores al saber que la Sala aprobará la iniciativa en debate -de ello no me cabe ninguna duda-, la cual aumenta las remuneraciones y pone justicia ante el largo tiempo de postergaciones y humillaciones que han sufrido.



Como muy bien expresó el Senador señor Orpis, en las zonas extremas -y hablo particularmente por la Región de Magallanes y, si se me permite, también por la de Aisén- se desplegó un gran esfuerzo para obtener una bonificación especial, que ya reciben los demás funcionarios de la Administración del Estado. Será un gran incentivo y constituirá una remuneración extra, que permitirá paliar las dificultades económicas que a diario debe enfrentar el personal municipal.



Sin embargo, queda un tema pendiente, como es lograr que la asignación de zona sea igual para todos los funcionarios públicos de esos lugares, a fin de terminar con la situación que se observa en la actualidad, en que algunos perciben porcentajes mayores que otros dentro del aparato del Estado, inequidad que nadie entiende.



No obstante lo anterior, valoro el proyecto, por cuanto representa un avance muy significativo para los funcionarios municipales de todo el país y, en particular, para los de zonas extremas, que carecían de la bonificación correspondiente, pese a vivir en localidades aisladas y en condiciones bastante duras. Y tanto lo son -tal como me lo comentaba Jorge González, Presidente de la Asociación de Funcionarios Municipales de Punta Arenas-, que le impidieron estar presente hoy aquí al Senador señor Bianchi, quien, valorando también la iniciativa, no ha podido asistir debido a que a los aviones no les fue posible despegar por el exceso de nieve acumulada en las pistas. ¡Ese es el clima que nosotros enfrentamos, señor Presidente! De ahí que la bonificación viene a paliar, en parte, el sacrificio que implica trabajar y hacer soberanía en zonas extremas tan duras como Aisén y Magallanes.



Por eso, los socialistas vamos a aprobar el proyecto.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Hago presente que a partir de este momento queda abierta la votación.



Se van a tocar los timbres, porque no hay quórum en la Sala.



A continuación se podrá fundamentar el voto por cinco minutos.



--(Durante el fundamento de voto).

El señor SABAG.- Señor Presidente, en primer lugar, debo resaltar que esta iniciativa es fruto de un acuerdo entre el Gobierno, la ASEMUCH y la Asociación Chilena de Municipalidades. Y es un gran acuerdo, que tendrá un importante impacto en las remuneraciones de los funcionarios municipales, particularmente en las de quienes ocupan los grados más bajos de la escala correspondiente; que reducirá de manera significativa la brecha existente entre dichos trabajadores y sus pares del sector público, y que perfeccionará las normas relativas a zonas especiales y a la asignación de mejoramiento de gestión.



Lo anterior nos alegra, evidentemente, porque todos conocemos la función que cumplen las municipalidades y su personal, y somos conscientes de la difícil situación económica por la que atraviesa la inmensa mayoría de ellas. Algunas obtienen muchos recursos, pero son la excepción.



La realidad descrita se refleja en que las remuneraciones de numerosos funcionarios son muy bajas. Tratándose de los últimos grados, estamos hablando de 186 mil pesos, y en el caso de los auxiliares, de una cantidad similar. Y para eso se requiere tener, a veces, 10, 15 ó 20 años de antigüedad. Sabemos que necesitan sueldos más altos, pero este proyecto en algo los mejora. 



Sabemos, repito, que la mayoría de los municipios pasa por dificultades bastante angustiosas en la parte económica. Algunos Honorables colegas ya señalaron que los servicios traspasados significan a esas entidades ingentes desembolsos en educación y salud, a lo que muchas veces se suman iniciativas aprobadas aquí que implican gasto, sin que se les hayan efectuado mayores aportes.



Por ello, debo destacar que el proyecto establece que el Fisco hará una contribución extraordinaria de 8 mil millones de pesos en 2007 y de 8 mil 700 millones de pesos en 2008. Esto es muy importante para los municipios. El problema es que esa medida dura dos años y que serán estos últimos los que deberán seguir proporcionando los recursos.



Me sumo, entonces, a la posición de enfrentar lo antes posible las dificultades de financiamiento de las municipalidades y el nivel de remuneraciones de su personal, porque es algo que no puede continuar. En efecto, se trata de los organismos destinados a atender las necesidades más urgentes de la población. Conocen todos sus problemas, saben cómo solucionarlos, y, no obstante, no lo hacen por carecer de los fondos correspondientes.



Por mi parte, represento a una Región donde existen comunas grandes y pequeñas, pero ninguna dispone siquiera de 10 millones de pesos para obras de inversión. Por lo tanto, aquí debemos actuar responsablemente, y, así como establecemos obligaciones para los municipios, también debemos entregarles recursos para que puedan salir adelante.



Así que, con agrado, los Senadores democratacristianos vamos a apoyar este proyecto de ley, aprobado por unanimidad en la Comisión de Hacienda, que hace plena justicia a los trabajadores municipales. 



Quiero saludar en particular a los dirigentes que hoy asistieron a la Comisión de Gobierno, donde se está tratando otra iniciativa que seguramente veremos en la Sala con posterioridad, quienes han tenido la oportunidad de presenciar también la discusión de este articulado, que se decidió debatir sobre tabla y en forma inmediata, aprovechando su presencia.



Y hago una mención especial, entre ellos, de la dirigente de la Asociación de Funcionarios Municipales de Putre.



En consecuencia, los Senadores de la Democracia Cristiana concurriremos con nuestros votos a la aprobación del proyecto, para que sea despachado ojalá ahora mismo, a fin de que se convierta en ley lo antes posible. Recuerdo que entrará a regir con efecto retroactivo a contar del 1º de enero de 2007.



--(Aplausos en tribunas).
La señora MATTHEI.- Señor Presidente, nosotros también vamos a votar a favor de la iniciativa. Obviamente, nos alegramos del mejoramiento económico que tendrán los trabajadores municipales. 



Sin embargo, quiero hacer presente que en la Región que represento, al menos, existen situaciones bastante preocupantes con relación a ese sector laboral. Se registran deudas previsionales millonarias.



Y algunas municipalidades retienen a los funcionarios parte de sus remuneraciones para cancelar deudas que ellos han contraído con casas comerciales o con la COOPEUCH, por ejemplo. No obstante, las cuotas correspondientes no se pagan, de modo que los afectados quedan sin su dinero, con la misma deuda y en DICOM.



Hemos visto, asimismo, un maltrato horroroso y persecuciones en contra de numerosos funcionarios, hasta el punto de quebrarlos sicológicamente y obligarlos a renunciar.



Durante un tiempo prolongado, muchas personas han estado a honorarios o a contrata. Bajo el primer régimen no tienen ningún derecho a previsión o a salud, y bajo el segundo, el alcalde puede echarlos en cualquier minuto si no hacen lo que quiere, con lo cual quedan en una situación terrible: o aceptan todas sus condiciones o, en algún momento, pierden su trabajo.



Tengo claro que muchas de esas situaciones pueden deberse a un problema de desfinanciamiento en los municipios. Y es algo que debemos analizar a fondo. Sin embargo, en numerosas oportunidades se advierte que no hay dinero para la previsión pero sí para los fuegos artificiales de fin de año; que no hay dinero para pagar las cuotas retenidas pero sí para contratar a amigos o a gente del mismo partido del alcalde, con sueldos millonarios, a cambio de los cuales ni siquiera se sabe si hacen algo.



Uno ve diferencias inmensas entre lo que perciben los funcionarios de carrera y los de “pituto”. La verdad es que cientos de personas sin mérito alguno han sido contratadas sobre todo en los departamentos de educación y de salud, desconociéndose lo que realizan. Y muchas veces el desfinanciamiento en esos sectores proviene, justamente, de que ellas no trabajan ni en educación ni en salud, sino que son "pitutos" políticos.



Me alegro muchísimo de este aumento salarial. Pero quiero también señalar que los funcionarios municipales no tienen dónde recurrir cuando son maltratados o no se paga su previsión; no tienen a quién reclamar cuando, a pesar de haber ganado un cargo por concurso, son enviados por el alcalde a realizar cualquier otra labor.



Siento que existe una desprotección de los derechos laborales, humanos y previsionales de esos trabajadores, que deberemos abordar ojalá en el corto plazo.



Puede que la mayoría de los jefes edilicios se desempeñen muy bien, pero algunos de ellos más bien se creen "reyecitos". Y a esta última situación nadie es capaz de poner atajo, porque no se cuenta con facultades para remover a ese tipo de alcalde que a veces endeuda a los municipios, maltrata a los funcionarios, no paga lo que debe, y, no obstante, malgasta el dinero en otras cosas.



Por otra parte, no puedo dejar de mencionar que queda pendiente un asunto muy grave respecto a los funcionarios municipales y a muchos otros del sector público: el daño previsional. Al respecto, observamos que a algunos gremios se les ha brindado una solución muy generosa, y a otros -si es posible hablar de “solución”-, una que constituye una mezquindad absoluta.



Así que voto con alegría a favor del proyecto, porque significa efectivamente un mejoramiento en los salarios. Sin embargo, quiero llamar la atención en cuanto a que restan muchísimas cuestiones por tratar en el ámbito de que se trata.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, quienes conocemos el mundo municipal sabemos lo importantes que son sus funcionarios. En mi caso, fui jefe de gabinete, alcalde subrogante, concejal, por lo que comprendo muy claramente lo que significan, para quienes ejercen estos cargos, el trabajo y la fuerza que aporta ese personal.



Un proyecto como el que nos ocupa -que responde a un acuerdo y que, por supuesto, vamos a votar a favor- permite mejorar las remuneraciones, bastante disminuidas, de los funcionarios. Resulta claro que ganan menos que los de las instituciones estatales, sin perjuicio de que tampoco es posible calificar de excelente tal asimilación, sino como una cuestión de justicia.



Eso sí, señor Presidente, me parece que no corresponde establecer odiosos criterios de diferencia. Y lo digo en el buen sentido de la palabra.



En efecto, en el artículo 3º se consagran distinciones en la bonificación para las zonas extremas. Y el Honorable señor Muñoz Aburto mencionó con anterioridad que el Senador señor Bianchi no pudo salir de Punta Arenas debido a la nieve y a los problemas climáticos. Pero las dificultades en la Segunda Región también son grandes, porque en esa zona desértica las diferencias de temperatura entre el día y la noche -en Calama, por ejemplo- son gigantescas y el costo de la vida es mucho más elevado que en el resto del país y, desde luego, que en Santiago. Entonces, el hecho de establecer criterios diferenciadores entre las zonas extremas, respecto a los recursos que perciben unas y otras, me parece un error.



Como existe un acuerdo, voy a respetarlo, aunque no quiero dejar de manifestar que considero odiosa, repito, esa discriminación y que no debería instituirse, porque el agua, la luz, los alimentos son extremadamente caros en la Segunda Región, mucho más que en cualquier otra parte de Chile.



Resulta claro que las municipalidades de Antofagasta, Mejillones, Taltal, Sierra Gorda, Baquedano -en pleno desierto-, Calama, Tocopilla, María Elena, San Pedro de Atacama, Ollagüe están en zonas extremas y que se hace patria viviendo y trabajando en ellas. Por lo tanto, no deberían hacerse las diferencias que se contemplan y deberían considerarse zonas extremas aquellas que corresponden realmente a esa condición y que todos conocemos como tales.



Sin perjuicio de lo anterior, voy a votar a favor de la iniciativa, pues implica un avance importante -aunque no el óptimo- para los funcionarios municipales, quienes son los que reciben los primeros impactos de la comunidad. En tal sentido, el proyecto cuenta por completo con el apoyo de los Senadores radicales.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, el Estado ha puesto dos mochilas sobre las espaldas de los municipios: una es la salud, y la otra, la educación. Ambas han impedido que tengan agilidad para abordar con eficacia las materias que les son propias. Y, además, han convertido a sus propios funcionarios en víctimas de los déficits crónicos que se registran en uno y otro ámbito.



Por otra parte, bajo una pretendida modernización, en muchas municipalidades ha comenzado a proliferar la práctica de la subcontratación. Ese aspecto a menudo redunda en un perjuicio para los trabajadores del sector, porque se les somete a una condición de menoscabo y, muchas veces, de diferencias, desde el punto de vista de la remuneración, que carecen de fundamento alguno. Y se generan una discriminación que resulta odiosa y una baja en la autoestima.



En cuanto a los contratos a honorarios -cuestión que también preocupa a los funcionarios-, estos tienden a perpetuarse en el tiempo y, por lo tanto, generan condiciones diferentes, desde el punto de vista del vínculo institucional, entre unos y otros trabajadores. Quienes se desempeñan bajo esta modalidad de contrato quedan en una situación inferior en la participación en el gremio y, también, en lo concerniente a las actividades del propio municipio, lo cual, por ende, resta fuerza al conjunto de funcionarios para reivindicar sus legítimas aspiraciones.



En general, en el país se habla mucho de la participación. Pero, particularmente en el ámbito municipal, esta sólo queda en la retórica, en los discursos, en las promesas. No se hace efectiva. Con ello se pierde la posibilidad de realizar aportes que puedan ser sustantivos para la implementación de las políticas del sector. 



Los funcionarios que se desenvuelven en los diversos municipios del país tienen una trayectoria, una experiencia, un conocimiento de los temas con que se enfrentan cotidianamente, que son lastimosamente desaprovechados por las autoridades de turno. Si los alcaldes tuvieran verdadera conciencia de la importancia que reviste la participación de los trabajadores municipales, podrían rendir mucho mejor en su gestión, cumplir en forma más adecuada las metas. Ahí cuentan con un capital humano muy valioso, al que, por cierto, están dejando de lado, porque no ponen en práctica lo que dicen en sus discursos.



La participación ha de ser un elemento sustantivo no sólo para la comunidad, sino también para quienes la sirven desde un puesto en cada uno de los municipios.



He tenido la fortuna de ser invitado anualmente a los eventos que realiza la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales…

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor ÁVILA.- Gracias, señor Presidente.



Y he podido constatar allí el grado de capacitación y de interés que ponen en sus temas. Pero esto, por desgracia, queda en el bagaje y en el conocimiento de los propios afiliados, pues no se les da la posibilidad de efectuar sus aportes a la autoridad respectiva, dado que esta, sencillamente, no los considera del modo que merecen.



¡Me siento muy contento de que en esta sesión el Senado inicie, por fin, la recuperación de la dignidad de todos los trabajadores municipales del país!



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, el motivo de mi intervención es dar a conocer, frente a los dirigentes de los funcionarios municipales, la votación de los dos Senadores del Partido Por la Democracia con relación a este proyecto, de tanta justicia.



Vale la pena subrayar que la iniciativa -a mí, por lo menos, me complace que sea así- tuvo su origen en un diálogo, en un acuerdo democrático –apasionado, en algunas oportunidades, pero muy sincero- entre el Gobierno y los trabajadores.



Es lamentable cuando a esta Sala llegan otras inquietudes de similar naturaleza pero sus actores mantienen posiciones muy confrontacionales. Por eso, felicito a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: inteligentemente, supo conversar con las bases de los empleados municipales.



Además, deseo destacar los correctos planteamientos y aportes hechos por la Asociación Chilena de Municipalidades, la que indudablemente representa un factor trascendente e importante en este tipo de materias. Por lo general, escuchamos a dicho organismo cuando se disponen mejoramientos económicos para determinados sectores o cuando se les otorgan mayores obligaciones. Sus miembros siempre cuestionan tales medidas, pero, al final, deben asumir el peso de esas conquistas. En este caso observo una actitud de comprensión, de aporte y de responsabilidad hacia quienes son el alma de la función de nuestros municipios.



Por supuesto, destaco la responsabilidad y la capacidad demostradas por los dirigentes del sector, quienes -no me cabe ninguna duda- cuentan con el reconocimiento de las trabajadoras y los trabajadores de las 345 municipalidades en que se divide el país.



El proyecto favorecerá -como muy bien se señaló- a 40 mil funcionarios. ¡En muy buena hora! Y ojalá se comience a caminar en la dirección de homologarlos con los beneficios y las rentas de los empleados públicos. No se trata de equilibrar o de emparejar hacia abajo, sino, a la inversa, hacia arriba.



Digo esto porque, incuestionablemente, a los municipios cada día -por resolución de las representaciones parlamentarias, por la expresión y la sensibilidad de los partidos políticos, por las iniciativas del Gobierno- se les están entregando mayores responsabilidades. Ellos son, en verdad, el corazón de la acción pública en las 345 comunas de Chile.



En las municipalidades inician su camino todos los proyectos sociales de la comunidad -¡absolutamente todos!-, de cualquier naturaleza. Además, se imparte justicia a través de los juzgados de policía local, donde, curiosamente, funcionarios municipales desarrollan actividades junto con esos jueces.



En los municipios están los trabajadores que se encargan de la administración de patentes, del pago de contribuciones, de las bibliotecas. Es decir, la labor que cumplen los hace ser motores fundamentales para el desarrollo y la solución de problemas de las ciudades de nuestro país.



Por último, ojalá el artículo del proyecto relativo al cumplimiento de un compromiso acordado con los funcionarios municipales, en orden a facilitar el financiamiento de la bonificación al retiro establecida en la ley Nº 20.135, realmente se lleve a la práctica.



La iniciativa autoriza al Fisco para anticipar a las municipalidades -¡anticipar!- los recursos que les correspondan en el Fondo Común Municipal. No se trata de dineros que se entreguen para ese efecto, sino, simplemente, de adelantos que después deberán ser devueltos.



Espero que los señores alcaldes sean generosos al aceptar tal responsabilidad -yo sé que la situación es difícil para ellos-, a fin de que muchos funcionarios que han sobrepasado la edad para jubilar (60 años, la mujer; 65, el varón) puedan retirarse a una vida más tranquila, aunque sigan desarrollando otras actividades. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor MUÑOZ BARRA.- Tienen derecho a ello. Y, si no han hecho uso de él, es por la desmedrada condición en que quedan cuando jubilan, debido al sistema de ahorro que tenemos en las AFP. Estos trabajadores se vieron obligados -sí o sí- a cambiarse del INP a las administradoras de fondos de pensiones cuando desaparecieron las cajas municipales.



Por lo anterior, los dos Senadores del Partido Por la Democracia entregaremos gustosos nuestros votos favorables al proyecto.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, sin duda, lo acordado hoy por el Senado tiene el completo respaldo de la bancada de Senadores socialistas.



Sin embargo, a pesar de la importancia del aporte propuesto, este es sólo un paliativo, porque aún dista a lo menos en 30 por ciento de lo que perciben iguales cargos en la Administración Pública.



La pregunta que uno debiera hacerse es por qué los funcionarios municipales, que son la primera ventanilla, la puerta de entrada al servicio público, tienen una remuneración inferior a la del personal de la Administración del Estado por igual función y responsabilidad. De cualquier manera, quienes dan la cara la primera vez para enfrentar la demanda ciudadana son los empleados municipales. 


Ese 30 por ciento de diferencia que todavía se mantiene debiera ser abordado en lo sucesivo, de manera de generar equidad: a igual función, igual remuneración. Dentro de la Administración Pública, las municipalidades no pueden ser el patio trasero ni el familiar más pobre. Debe haber igualdad.



Espero que la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo y, en general, el Gobierno hagan los análisis necesarios, en acuerdo con los municipios, para que esa paridad de remuneraciones se materialice. Eso es, en justicia, lo que los servidores públicos municipales demandan.



Los programas de mejoramiento de gestión fueron acordados el año 2003 -si no me equivoco-, con una asignación de 10 por ciento. Pero, en los hechos -seamos francos-, esta llegó sólo a 5,5. O sea, no se concretó el compromiso. Por eso, hoy establecemos la totalidad de ese 10 por ciento, incorporando a las zonas extremas. Con ello no hacemos sino cumplir básicamente los convenios de la OIT, la legislación internacional, pues se repara una situación en la cual había desmedro.



Respecto de cómo llevar aquello a la práctica -esta materia sin duda puede suscitar debate-, el artículo 8º señala que los municipios que no posean recursos podrán acceder a anticipos de la participación que les corresponda en el Fondo Común Municipal; o sea, no hay excusas para que se excluyan del mejoramiento. La letra a) de la misma disposición dice claramente que la municipalidad interesada deberá suscribir un convenio con la SUBDERE, que deberá ser visado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. 


Apostamos a que ningún municipio va a marginarse, porque, si no tiene los fondos, el Gobierno se los adelantará a través del Fondo Común Municipal.



Sin embargo, quedan temas pendientes. Porque no basta sólo con la remuneración económica, que es muy importante; también se requiere dignidad en el trato.



En tal sentido, hay preocupación en lo relativo al artículo 121 de la Constitución y a la flexibilidad. 


Nuestros alcaldes poseen mucha autoridad. Yo siempre he dicho que es bueno compartirla, porque la concentración de ella muchas veces le hace mal a la gestión. Entonces, soy partidario de que haya una autoridad más horizontal.



El artículo 121 de la Carta, tal como se ha expuesto, otorga facultades extraordinarias que no garantizan una adecuada gestión. Queremos que esta mejore, no que haya persecución. Y como existe tal posibilidad para ambos lados, en todo el espectro político, a la hora de discutir lo concerniente al artículo 121 vamos a considerar lo que sea necesario. Se puede mejorar la gestión con la legislación que hoy existe; pero para ello se requiere mayor aplicación.



Por último, aunque concurrimos con tardanza, los funcionarios municipales han señalado que el proyecto recoge efectivamente las actuales inquietudes del sector. Quedan pendientes las que hemos mencionado.



Mi bancada va a apoyar la iniciativa de forma unánime, pues estamos reparando una deuda y una injusticia que han afectado a los funcionarios municipales hasta ahora.



Mi voto es a favor, al igual que el de toda la bancada del Partido Socialista.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, resulta evidente que existe unanimidad en la Sala para aprobar el proyecto, que contribuye a mejorar las rentas de los empleados municipales en función de los méritos que han señalado todos quienes me han antecedido en el uso de la palabra.



Deseo referirme en particular al artículo 8º, que faculta al Fisco para que efectúe anticipos de la participación que corresponde a las corporaciones edilicias en el Fondo Común Municipal, a los efectos de destinarlos al pago de la bonificación al retiro establecida en la ley Nº 20.135.



Quiero recordar que esa normativa fue promulgada en diciembre del año pasado, obviamente con nuestra aprobación. Mediante ella se dispuso una bonificación por retiro voluntario para los funcionarios municipales que, básicamente, cumplían los requisitos de edad para jubilar. Se estableció que dicha bonificación sería de seis meses, pudiendo llegar a once con acuerdo del concejo, a propuesta del alcalde. En ese momento se planteó que el gasto de tales bonificaciones sería de cargo municipal.



Hoy vemos que, mediante el artículo 8º, en el fondo se está otorgando a las municipalidades un préstamo para que puedan dar cumplimiento a la bonificación establecida en una ley anterior, en circunstancias de que nosotros dijimos que no iban a tener recursos para financiarla y que creíamos que debía ser de costo fiscal. No hubo acuerdo. No se quiso escuchar. Y ahora estamos autorizándolas para que se sigan endeudando.



Cabe recordar que, a fin de solucionar en parte el problema de la Educación, también hemos autorizado para que a los municipios se les descuente de los recursos que reciben por concepto de subvención escolar a los efectos de pagar imposiciones atrasadas de profesores y funcionarios, la asignación de perfeccionamiento y otras obligaciones propias de ese sector, que fue traspasado.


Con esta iniciativa estamos diciendo que las municipalidades pueden seguir endeudándose, ahora a costa del Fondo Común, para pagar la asignación de retiro voluntario establecida en una ley hace ya seis meses.



Entonces, deseo pedir al Ministro de Hacienda y a la Subsecretaria de Desarrollo Regional -aquí presentes-, reconociendo su gran labor y disposición en la tramitación del proyecto, que la asignación por retiro voluntario se pague a través de un aporte fiscal, para que todos los funcionarios que jubilen reciban los once meses.



La Cámara de Diputados nos comunicó que se aprobó la iniciativa que entregará 290 millones de dólares para ir en ayuda del Transantiago. Un proyecto mal diseñado, mal implementado, etcétera. ¡Cómo no va a haber en las arcas del Fisco 8 mil, 10 mil, 12 mil millones de pesos para pagar lo que en justicia les correspondería a todos los funcionarios municipales que se acogieran a retiro, que son los once meses de indemnización!


--(Aplausos en tribunas).



Si estamos hablando de justicia, de igualdad con los otros empleados públicos, del trato que hizo el Ministro de Hacienda con los dirigentes de la ANEF, del acuerdo al que se llegó con el Colegio de Profesores, ¿por qué efectuar esta discriminación tan odiosa con los funcionarios municipales? Creo que todos deben tener derecho por lo menos a esos once meses. Y hago un llamado ferviente a que se busquen los fondos para que todos aquellos que se acojan a retiro voluntario, desde los del municipio más pobre hasta los de aquel que posee la mayor cantidad de recursos, reciban una indemnización por aquel monto.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, pienso que muchos señores Senadores han planteado lo fundamental. Y, particularmente, adhiero a lo señalado por todos los integrantes de mi bancada.



Sólo quiero formular una reflexión.



Se está haciendo un esfuerzo para resolver un problema antiguo. ¿Pero cuánto cuesta ese esfuerzo? ¿Qué costo tiene para el Fisco? La suma del proyecto, por concepto de bonificaciones e incremento de las remuneraciones, alcanza a 16 mil 700 millones de pesos, cifra inferior a la que representan 30 millones de dólares.



Quiero decir que este arreglo es muy modesto. En mi concepto, no estamos otorgando el reconocimiento debido a funcionarios que -como todos han señalado- desarrollan una labor fundamental: el municipio es la primera empresa de servicios de Chile. Se encuentra en terreno todos los días para sacar adelante las numerosas inquietudes de los vecinos. Y son los servidores municipales quienes, en la primera línea, dan la batalla.



Por lo tanto, el reconocimiento que hacemos resulta justo pero insuficiente.



Señor Presidente, 30 millones de dólares es una cifra menor a lo que deja mensualmente como déficit el Transantiago. Y es bastante modesta si consideramos que la Cámara de Diputados acordó hoy entregar 290 millones en esa moneda para tratar de arreglar los problemas de dicho Plan, que no se van a solucionar, porque el próximo año vamos a tener que destinar en la Ley de Presupuestos -según lo manifestado por el señor Ministro- al menos 120 millones de dólares adicionales. Y así, sucesivamente.



--(Manifestaciones en tribunas).


Entonces, ¿cuáles son las prioridades de Chile si para un sistema de transporte hay un libreto de cheques indefinido pero un modesto aporte para 40 mil funcionarios? Señor Presidente, considero que lo anterior debe ser motivo de reflexión.



Apoyamos este camino, pero reitero que resulta insuficiente. Y esperamos que este sea el primero de muchos pasos para que se haga justicia también a los funcionarios municipales de Chile.



--(Aplausos en tribunas).

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto en general (35 votos afirmativos) y, por no haberse presentado indicaciones, se aprueba también en particular, quedando despachado en este trámite.



Votaron los Senadores señora Alvear y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Matthei, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.


--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo.

La señora SERRANO (Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo).- Señor Presidente, agradezco mucho la votación de los señores Senadores, lo que demuestra su sensibilidad frente a un asunto que,  según se ha señalado, requería atención urgente. Y es probable que esta sea la primera de otras medidas que debamos adoptar, porque sigue presente la situación de inequidad que enfrentan los servidores municipales, respecto del conjunto de funcionarios públicos.



Pero mi papel es señalar lo que se va a lograr con la votación unánime de los señores Senadores: hemos aprobado un mejoramiento en una línea gradual de homologación de remuneraciones entre los empleados municipales y los fiscales. Por primera vez, en una materia como esta, hemos conseguido la entrega de aportes públicos por 8 mil millones de pesos. Hemos logrado, también por primera vez, una asignación para las zonas extremas que tanto los empleados municipales del norte como los del sur nos solicitaron con notables argumentos, con los cuales no pudimos sino convenir. 



Señor Presidente, entendemos esos esfuerzos. Y tal es el marco del acuerdo que firmamos en noviembre, cuando convinimos con la Asociación Chilena de Municipalidades y los funcionarios municipales estas mejorías. Las entendemos en el contexto de un proyecto de reforma constitucional que llamamos “el 121”, que moderniza la organización municipal.



Esperamos seguir trabajando junto a los funcionarios de los municipios, no para producir inestabilidad, sino para mejorar su condición laboral, su carrera funcionaria y el rol que desempeñan, a fin de contribuir a tener un mejor país.



--(Aplausos en tribunas).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El señor Ministro de Hacienda ha solicitado el beneplácito de la Sala para tratar el proyecto relativo a los límites de inversión en el extranjero de los fondos de pensiones.

El señor SABAG.- No tenemos inconveniente.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tampoco nosotros.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Para eso, debe prorrogarse el Orden del Día por el tiempo necesario. 



¿Habría acuerdo?

El señor LETELIER.- Sí, señor Presidente.

El señor LONGUEIRA.- No, señor Presidente.

El señor LARRAÍN.- Para prorrogar la hora, no. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿No hay acuerdo?

El señor SABAG.- No es necesaria la prórroga, señor Presidente. Vamos a despachar la iniciativa en menos de cinco minutos. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si no existe acuerdo, habría que votar inmediatamente.

El señor SABAG.- Pero todavía estamos dentro del tiempo, señor Presidente. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No. Ya terminó, señor Senador. 



Por lo tanto, se colocará el proyecto en primer lugar de la tabla de la sesión de mañana. 



--Por unanimidad, así se acuerda.

VII. TIEMPO DE VOTACIONES

INQUIETUD DE SENADO POR NO RENOVACIÓN DE CONCESIÓN

DE RADIO CARACAS TELEVISIÓN. PROYECTO DE ACUERDO
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables señores Naranjo, Muñoz Barra, Sabag y Vásquez, con el propósito de que el Senado exprese su inquietud por la no renovación de la concesión de Radio Caracas Televisión y que el Gobierno de Chile haga llegar esta preocupación a diversas entidades.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 964-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 21ª, en 5 de junio de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto de acuerdo tiene por objeto expresar la inquietud del Senado por la no renovación de la concesión de Radio Caracas Televisión y solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que haga llegar esta preocupación a las autoridades de Venezuela, al Secretario General de la Organización de Estados Americanos, a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la Comisión de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala,…

El señor CHADWICK.- Que se vote, señor Presidente. 

El señor NAVARRO.- Que se tome la votación. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación electrónica. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (19 votos a favor, 3 en contra y una abstención)


Votaron por la afirmativa los Senadores señores Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Frei, García, Horvath, Larraín, Longueira, Matthei, Muñoz Barra, Naranjo, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez. 



Votaron por la negativa los señores Navarro, Núñez y Ominami. 



Se abstuvo el señor Letelier.

CAMBIO DE SUJETO DE DERECHO DE IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. PROYECTO DE ACUERDO
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de acuerdo a través del cual el Honorable señor Espina y otros señores Senadores piden al Gobierno el envío de un proyecto de ley para modificar las disposiciones sobre cambio de sujeto de derecho del IVA. 

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 966-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 22ª, en 6 de junio de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto tiene por objetivo solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que envíe al Congreso Nacional un proyecto de ley que modifique las normas sobre cambio de sujeto de derecho del impuesto al valor agregado, en el sentido de restringirlas sólo a casos excepcionales y a actividades de difícil fiscalización. 



Asimismo, se pide instruir al Servicio de Impuestos Internos para que suprima la aplicación de las normas sobre cambio de sujeto de derecho del IVA a la actividad silvoagropecuaria.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación electrónica. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (21 votos a favor y una abstención).



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Frei, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Matthei, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.



Se abstuvo el señor Ruiz-Esquide.

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ESPINA:



A la señora Ministra de Salud y al señor Secretario Regional Ministerial de Salud y a los señores Directores del Servicio de Salud Sur y Norte de La Araucanía, solicitándoles información sobre RETRASO EN ENTREGA DE DIVERSAS VACUNAS. A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriendo antecedentes respecto de PROGRAMA DE SUBSIDIOS PARA MANTENCIÓN DE VIVIENDAS. Al señor General Director de Carabineros, pidiéndole AUMENTO DE DOTACIÓN POLICIAL Y DE EQUIPAMIENTO EN SECTOR MININCO, COMUNA DE COLLIPULLI. A los señores Director General de la Policía de Investigaciones y Prefecto de Carabineros de Malleco, relativo a INCREMENTO DE VIGILANCIA POLICIAL EN COMUNA DE ANGOL. Al señor Alcalde de Collipulli, sobre los siguientes problemas en sector Mininco: ESTERILIZACIÓN DE PERROS VAGOS; REEMPLAZO DE AMPOLLETAS DE ALUMBRADO PÚBLICO; TALA DE ÁRBOLES EN INTERSECCIÓN DE CALLES MANUEL RODRÍGUEZ Y LAUTARO, Y EXTRACCIÓN DE BASURA. Al señor Gerente General de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, relativo a LIMPIEZA, CORTE DE MATORRALES, CIERRE DE PREDIOS Y HABILITACIÓN DE VEREDA EN CALLE BENAVENTE DE MININCO (todos de la Novena Región).



Del señor FREI (don Eduardo):



A los señores Ministro de Economía y Subsecretario de Pesca, dándoles a conocer IRREGULARIDADES EN ASIGNACIÓN DE BENEFICIOS PARA TRABAJADORES DE SECTOR PESQUERO INDUSTRIAL DE TALCAHUANO Y CORONEL; y al señor Subsecretario de Obras Públicas, informándole sobre DIVERSOS PROBLEMAS DE OBRAS PÚBLICAS EN COMUNA DE LANCO, DÉCIMA REGIÓN.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro del Interior y a la señora Ministra de Planificación y Cooperación, solicitándoles RENEGOCIACIÓN DE DEUDAS HABITACIONALES DE FAMILIAS ADSCRITAS A PROGRAMA DE EMPLEO DE TRABAJADORES EN COMUNA DE AISÉN. A las señoras Ministra de Educación y Secretaria Regional Ministerial de Educación de Aisén, planteándoles DIVERSAS NECESIDADES DE LICEO MUNICIPAL RAÚL BROUSSAIN DE PUERTO AISÉN. Al señor Ministro de Obras Públicas y a los señores Director Nacional de Vialidad, SEREMI de Obras Públicas y Director Regional de Vialidad de Aisén, demandándoles CONSTRUCCIÓN DE PUENTE EN CAMINO RÍO CLARO-HUEMULES DE SECTOR RÍO CLARO. Al señor Ministro de Obras Públicas, a la señora Ministra de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y a los señores Director Nacional de Aguas, Director Regional de la CONAMA y Director Regional de Aguas de Aisén, recabándoles información sobre CONDICIONES DE RIESGO EN DIVERSOS CURSOS DE AGUAS. A la señora Ministra de Bienes Nacionales y al señor Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales, referente a LISTADO DE PROPIETARIOS DE TERRENOS PARA CONSTRUCCIÓN DE TRAMOS DE VÍAS EN AISÉN (todos de la Undécima Región). 



De la señora MATTHEI:



Al señor Alcalde de Coquimbo, pidiéndole antecedentes relativos a CONTRATOS PARA EJECUCIÓN DE SERVICIOS QUE SEÑALA Y ENAJENACIÓN DE BIENES RAÍCES MUNICIPALES.






)-------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En Incidentes, los Comités Demócrata Cristiano, Mixto (Partido Por la Democracia, Partido Radical Social Demócrata e Independiente), Unión Demócrata Independiente y Renovación Nacional e Independiente no harán uso de sus tiempos.



En el turno del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

IRREGULARIDADES EN SISTEMA DE CÁRCELES

CONCESIONADAS. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, es de público conocimiento la situación por la que atraviesan diversos grupos de cárceles concesionadas, ya sea el Grupo I, correspondiente a las de Rancagua, Santiago y Alto Hospicio, o el Grupo II, que incluye a las de Antofagasta y Concepción.



En ambos casos, la situación es paradójica. En el primero de ellos, la comisión arbitral que establece el Reglamento de Concesiones determinó, por tres votos a favor, que el Ministerio de Obras Públicas debe cancelar a la empresa BESALCO 117 millones de dólares. Lo extraordinario es que el abogado de dicha Cartera que se designó como juez árbitro votó en contra de tal Secretaría de Estado.



El Ministro señor Bitrán ha señalado con energía que esto es un abuso, pero que carece de instrumentos para poner término a las funciones del mencionado profesional, quien, pese a haber sido contratado en teoría para defender los intereses fiscales, terminó votando a favor de las empresas, lo que implica la no despreciable suma de más de 117 millones de dólares.



Cabe señalar que el alza del costo original por la construcción de las cárceles del Grupo I supera el 140 por ciento. Esto revela que hubo una pésima planificación. También demuestra que el diseño de los recintos carcelarios concesionados, conforme al criterio del pago por obras adicionales mayores, hizo de éste el elemento central y no el marginal.



En el actual sistema de concesiones hay un conjunto de errores gravísimos que han llevado a que el Ministerio de Obras Públicas tenga que pagar 140 por ciento más por aumento de obras, incluso, en lugares cuya evaluación estructural aún está pendiente.



Recurrimos a la Contraloría General de la República por cada uno de los grupos de cárceles concesionadas, a fin de determinar claramente el tipo de contratos que posibilitó esta abusiva operación en contra del Ministerio. Se ha tenido en cuenta que BESALCO es la principal empresa contratante, y que en el transcurso de este año se le ha asignado un número importante de trabajos, sea por vía de la licitación o de la asignación directa.



Respecto del Grupo II -que incluye las cárceles de Antofagasta y Concepción-, lo extraño es lo siguiente: el monto adicional estipulado en el contrato de licitación es de 21,5 millones de dólares. Pese a que el proyecto ha fracasado, hasta el momento se han pagado 65 millones de dólares contra el 43 por ciento de avance de la obra. Pero lo que no tiene nombre es que la construcción existente se halla en tal grado de deterioro que cualquier empresa que se haga cargo de continuarla deberá demoler todo lo construido. Es decir, hay una pérdida neta de 65 millones de dólares.



Y lo mismo ha ocurrido en el Grupo III.



Como contraparte de esta difícil situación, más de 52 pequeños y medianos empresarios pusieron sus recursos a disposición de las empresas VINCI y, particularmente, BESALCO. Y como éstas no han cumplido con las obligaciones de pagar las deudas debidamente acreditadas y facturadas, tienen a los acreedores al borde de la quiebra e, incluso, del suicidio. 
Nada explica por qué esas empresas no han pagado a sus proveedores y, en especial, a sus subcontratistas, ya sea en obras de ingeniería, electricidad, construcción, pintura, como ocurre en Puerto Montt.



A mi juicio, estamos frente a un problema de la mayor gravedad, que afecta de manera severa los intereses patrimoniales del Estado.



Nuevamente solicitamos al Presidente del Consejo de Defensa del Estado que examine la naturaleza jurídica de los actos contractuales del Ministerio de Obras Públicas con las empresas contratistas, porque pensamos que se ha lesionado el patrimonio fiscal. Además, consideramos que se deben modificar todas las instancias de arbitraje consignadas en el Reglamento de Concesiones, pues las obras que se construyen no garantizan ni protegen el interés estatal ni social.



Por otra parte, cabe informar que ya se han suicidado nueve reclusos en las nuevas cárceles concesionadas -¡nueve!-, con elementos que están a su disposición en el interior de las celdas.



Los empresarios que construyeron tales celdas -aproximadamente mil 600 por recinto; todas las cárceles cuentan con el mismo número- señalan que los costos han aumentado 140 por ciento. Pero no han agregado un metro cuadrado más en ellas. La cantidad de celdas del contrato original sigue igual.



Pero más grave aún es que los costos de implementación de los dispositivos contra incendios en la nueva cárcel de Rancagua no superan el dólar y medio, cuando el contrato primitivo exigía 29 dólares por cada uno, debiendo tener la seguridad necesaria para evitar que los internos usaran ciertos elementos para atentar contra sus vidas.



Hemos pedido formalmente al señor Bitrán que su Secretaría de Estado inicie las acciones reglamentarias a su alcance para evaluar la actuación de BESALCO y proceda a borrarla del listado de contratistas. Nada explica por qué el Estado tiene que mantener una relación contractual con empresas que han hecho uso abusivo de los contratos, perjudicando seria y lesivamente los intereses del Ministerio.



En el caso de la pista 2 del Aeropuerto Internacional Comodoro Arturo Merino Benítez, hubo un acuerdo entre Obras Públicas y la empresa BESALCO. Pero el trabajo se llevó a cabo de modo pésimo, alterándose no sólo la seguridad del aeropuerto, sino también la vida y el itinerario de cientos de miles de pasajeros.



La citada empresa ha hecho uso abusivo de los contratos y ha tenido un comportamiento técnico de ejecución extremadamente dañino, con serios errores, todos los cuales ha debido pagar el Ministerio y la ciudadanía.



Por eso, esa Secretaría de Estado está obligada a informarnos de manera detallada acerca de la situación contractual con BESALCO en el Grupo I. Los resultados en verdad son  vergonzosos para el Estado, ya que -reitero- el árbitro nombrado por el Ministerio votó en su contra y a favor de las empresas, determinando el pago de la friolera de 117 millones de dólares. 



En el Grupo II, se terminó pagando -¡escuchen bien!- 80 mil UF a SODEXHO, empresa que iba a proveer de alimento a la cárcel. Y aunque el recinto nunca se construyó, hubo que pagar esa cantidad por concepto del lucro cesante.



El tipo de contrato utilizado por el Departamento de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas debe ser evaluado. Y pedimos que se envíe un proyecto de ley para revisar, reestructurar, reformar y redefinir la situación de las concesiones en Chile, porque a este paso se está regalando la plata.



Por otra parte, en el acuerdo a que llegó esa Secretaría de Estado con la empresa francesa VINCI, a cargo de parte de la construcción de cárceles, tiene que incluirse expresamente la obligatoriedad -es un acuerdo, no está en los contratos- del pago a los contratistas y proveedores. Son miles los pequeños proveedores y decenas de contratistas nacionales que invirtieron su capital, su vida, su familia y su patrimonio para financiar las obras que hoy día estas empresas -internacionales como VINCI, nacionales como BESALCO- se niegan a pagarles.



Es preciso señalar que el Estado y el Ministerio no pueden llegar a ningún tipo de acuerdo de pago si no se incorpora la obligatoriedad de saldar la deuda con los proveedores y los pequeños contratistas, que fueron los que efectivamente hicieron la obra.



Las explicaciones preliminares dadas en el sentido de que el Ministerio de Justicia y Gendarmería fueron poniendo más exigencias          -mayor grosor en los muros, más especificaciones técnicas para evitar las fugas- se contravienen de manera radical con los informes técnicos que tengo en mi poder. En muchos casos, las especificaciones técnicas fueron disminuidas: se redujo el grosor de los muros y se mantuvo exactamente el mismo número de metros cuadrados de celdas y de cárceles.



La pregunta es dónde estuvo la falla garrafal en los contratos que han regulado el sistema de cárceles concesionadas.



Adicionalmente, señor Presidente, un informe de FLACSO ha señalado que el costo mensual por cada interno, sea condenado o procesado, va a superar los mil cien dólares; es decir, va a oscilar entre 520 mil y 560 mil pesos. 



Ese informe de FLACSO no ha sido desmentido hasta ahora, por lo que reitero a Gendarmería, al Ministerio de Justicia: necesitamos saber con exactitud cuánto le cuesta a Chile cada uno de los más de 40 mil detenidos, procesados y condenados que se hallan hoy en las cárceles. 



Ello, porque nuestro sistema penal induce de manera permanente a aumentar las penas y el número de detenidos. La tasa de crecimiento de encarcelación es de 6,7 por ciento anual. Es decir, en el curso de cinco años todas las cárceles concesionadas, aun cuando estén terminadas, se encontrarán llenas, y, por lo tanto, hacinadas.



Y en esta condición de precariedad no sólo se hallan las cárceles concesionadas sino, lo que es más grave, también Gendarmería. Hoy día, en la cárcel de Rancagua -y en general en los recintos concesionados- los gendarmes están durmiendo en gimnasios. No hay casinos funcionando. Y yo quiero que se señale en un informe, de manera detallada, cuál es el costo que estamos pagando por la alimentación de los reos y de Gendarmería. Porque existen muchas dudas de que este contrato se esté cumpliendo a cabalidad. La condición de Gendarmería es precaria. Lo reitero: el sistema penitenciario chileno está sentado sobre un barril de pólvora. Los gendarmes deben cumplir turnos de hasta 16 días sin visitar a la familia. En la cárcel El Manzano hay 7 gendarmes para cuidar a 2 mil reos durante la noche. Y resulta muy difícil acceder a permisos de salud. Como no existe un reglamento disciplinario formal, cuando hay un cuestionamiento a la disciplina se les da de baja sin siquiera saber de qué han sido acusados. Y, lo más importante, no existe un proceso de reactivación de la planta necesaria para poder brindar un servicio adecuado.



De rehabilitación y reinserción en las cárceles antiguas y en las concesionadas, ni hablar, aun cuando el costo incorporado al pago mensual por reo incluye ambos aspectos. Hoy, a poco tiempo de haber entrado en funcionamiento, no se hace efectiva la rehabilitación.



Señor Presidente, quiero reiterar mi petición al señor Ministro de Justicia y al señor Director Nacional de Gendarmería: que nos expliquen cómo se está llevando a cabo la reinserción, la rehabilitación; cuántos recursos está poniendo el Estado, sea en el sistema antiguo de cárceles, sea en la evaluación administrativa y fiscalización del cumplimiento contractual de las cárceles concesionadas.



Hoy día estas amenazan transformarse en un nuevo escándalo de proporciones. Esto no es culpa del Ministro señor Bitrán ni del actual Ministerio de Obras Públicas. La responsabilidad de aquel es buscar una salida que le origine el menor costo económico a su Cartera, como lo ha hecho con VINCI, que de una demanda de casi 100 millones de dólares ha pactado en 34,1. Yo quiero saber con exactitud cuáles fueron los términos en que se materializó ese acuerdo. Eso debe ser información pública, ya que forma parte del proceso de debate presupuestario relativo a Gendarmería y al propio Ministerio para el 2008, y los Senadores tenemos que tenerla a la vista a la hora de estudiar el Presupuesto.



Quiero reiterar que este sistema de concesiones, tal como está ideado, no da para más, y que se requiere con urgencia que el proyecto de ley que el Ministerio está diseñando ingrese al Parlamento para su análisis y discusión. E insisto en lo más importante: no puedo entender ni concebir que la principal empresa constructora de Chile, BESALCO, cuyas acciones, en el primer cuatrimestre del año 2007, han aumentado 77 por ciento en la Bolsa, esté haciendo uso y abuso de su relación contractual con el Ministerio y que este, como respuesta, le siga asignando contratos de 6 mil, 7 mil, 8 mil millones de pesos, sea por asignación directa, sea por licitación.



Sin duda, la evaluación de calificación del Ministerio de Obras Públicas debe revisarse. Porque no se trata de que la empresa pueda construir obras adecuadas. Tiene que ser evaluada por el conjunto de las obras realizadas, no por una o dos en las cuales haya actuado en forma correcta. El Ministerio no puede seguir asignando contratos a empresas con las cuales está litigando en los tribunales, y litigando, además, en condiciones de absoluta desventaja por un contrato de concesiones leonino, que lo deja de manos atadas, que lo obliga a pagar, como el caso de SODEXHO, indemnizaciones por lucro cesante, sin que se haya consumido un plato de comida en una cárcel que nunca se construyó, como El Manzano II, en Concepción.



Por eso, espero que el Ministro de Obras Públicas informe a la Cámara Alta y a este Senador con el mayor detalle posible. Porque, el cúmulo de irregularidades que hemos hecho llegar de manera detallada a la Contraloría, en tres presentaciones -Grupos I, II y III-, requieren la preocupación ministerial. 



Y la presentación que -reitero- hemos hecho al Consejo de Defensa del Estado reclama la preocupación de ese organismo. No concibo que este juicio arbitral determine que será la Corte Suprema la que deba decidir si se paga o no se paga lo acordado por tres “jueces”, entre comillas, que son abogados árbitros -ese es el peculiar sentido del Reglamento de Concesiones-, es decir, uno nombrado por el Ministerio de Obras Públicas, otro, por la empresa BESALCO, y un tercero, de común de acuerdo. Pero estamos hablando de una situación patrimonial extrema, que supera el contrato original. Y no parece adecuado que, en definitiva, tal como todo indica, por establecerse claramente en el contrato y por estar en el Reglamento de Concesiones, la Corte Suprema no vaya sino a ratificar lo acordado por los tres jueces árbitros. 



¿Qué ha pasado con el señor Valdés, nombrado por el Ministerio de Obras Públicas para defender sus intereses? Sigue allí. No hay posibilidad alguna ni siquiera de sacarlo. O sea, esto es lo más paradójico que he visto en materia de defensa del interés público. No puede ser removido y sigue representando el interés del Ministerio.



Señor Presidente, yo demando del señor Ministro, como me consta lo está haciendo, la mayor claridad antes de que esta situación se torne explosiva. Los acreedores -es decir, los subcontratistas- que se sienten estafados por este conjunto de empresas nacionales e internacionales, han hecho un largo recorrido y sólo han obtenido portazos. Porque se les dice: “Ustedes son parte de un contrato entre privados”.



La empresa seleccionada para construir la cárcel El Manzano, perteneciente al Grupo II, tiene un patrimonio de 10 millones de pesos, y la que hace los contratos para el  proyecto correspondiente al  Grupo I  -que implica más de 150 millones de dólares-, cuenta con un capital de 50 millones de pesos. O sea, son empresas que se conforman para administrar los contratos y que no poseen patrimonio alguno. Entonces, cuando los contratistas, para reclamar el pago de sus obras, quieren iniciar las demandas no tienen con quién pelear, porque esas empresas carecen de patrimonio; fueron conformadas ad hoc para poder realizar las obras.



Suma y sigue. Es largo el detalle de la situación. Lo único que señalo es que sobre este tema, que efectivamente corresponde a la administración pasada del Ministerio de Obras Públicas, al Gobierno del Presidente Lagos, tiene que haber la mayor claridad y transparencia posibles. Esas acciones que hoy día está enfrentando el Gobierno de la Presidenta Bachelet deben ser aclaradas y defendidas de manera cabal y frontal, en resguardo del patrimonio del Estado y, también, por la debida justicia con pequeños y medianos empresarios que, creyendo en estos contratos, invirtieron sus ahorros y recursos.



Y la guinda final del proceso: el crédito con el cual se realizan todas estas inversiones, de 2 millones 400 mil UF, es un crédito sindicado, es decir, concurren a él un importante grupo de bancos, cuyo principal prestamista es el BancoEstado.



Pedí formalmente al Ministro señor Bitrán que me señale, como lo han informado muchos de los contratistas afectados, si ese crédito, además de corresponder en más de 40 por ciento al Fisco de Chile a través del BancoEstado, tenía o no el aval del Estado. Ello  porque -según se me dio a conocer- no se trata de que dicho préstamo esté avalado por el Fisco, sino de que su pago se halla garantizado, producto de que el contrato pertenece al Estado. ¡O sea, pedimos plata al Fisco, administramos un contrato con este, construimos la mitad de lo que nos demanda, le cobramos cien millones de dólares y el contrato sigue vigente! 
Eso no me parece adecuado.



BESALCO debe rendir cuentas al país y el Ministerio de Obras Públicas tiene la obligación de hacer efectiva transparencia respecto de esta gravísima situación. Y confío en que, tal como se lo planteé al Ministro señor Bitrán, ello ocurra.



Él está decidido a llegar hasta el fondo del asunto, cueste lo que cueste -como ha dicho-, enfrentando a todos los que corresponda.



Yo solamente espero que al titular de dicha Cartera, tal como lo conozco, no le tiemble la mano a la hora de tomar decisiones, porque contará, al menos, con el respaldo del Senador que habla.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor  Pérez Varela.

MENOSCABO A ESTADO DE CHILE POR CONTRATOS CON EMPRESAS CONCESIONARIAS. CONCORDANCIA CON INTERVENCIÓN DE SENADOR SEÑOR NAVARRO

El señor PÉREZ VARELA.-  Señor Presidente, deseo realizar un comentario acerca de la  situación planteada hace un momento por el Senador señor  Navarro, que estudiamos en detalle hoy día en la Comisión de Obras Públicas con presencia del señor Ministro del ramo.



Me refiero a las dificultades que actualmente enfrenta dicha Cartera para abordar los problemas y las controversias suscitados con las concesionarias, porque la institucionalidad que se creó, a partir del Ministerio de Obras Públicas, tiene hoy día al Fisco de rehén, secuestrado en esta materia.



Sólo daré un ejemplo, señor Presidente: Tribasa.



Fue escandaloso el paso de dicha empresa por nuestro país, en el que logró -nadie sabe por qué- tres contratos de concesiones por alrededor de 600 millones de dólares. No obstante, Tribasa le ha ganado  todos los juicios y las controversias al Ministerio de Obras Públicas, producto de que se estableció una institucionalidad que deja al Estado de Chile en situación de rehén.



Hoy día le expresamos al señor Ministro de Obras Públicas nuestra completa voluntad para contribuir a mejorar esta circunstancia y superar tal asimetría.



Sin embargo, no cabe duda de que las responsabilidades políticas están claras. Todos sabemos dónde se creó este mecanismo, dónde se estableció este procedimiento, que le ha costado miles y miles de millones de dólares al Fisco chileno.

DEMANDAS DE EX TRABAJADORES DE ENACAR LOTA POR FRACASO DE PLAN DE RECONVERSIÓN LABORAL. OFICIO



Por otra parte, señor Presidente, solicito que se oficie en mi nombre al Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade, respecto de la siguiente materia:



Como es sabido, en 1997 se tomó la decisión de cerrar las minas de carbón de la Región del Biobío, particularmente las de Lota (provincia de Arauco) y, por lo tanto, terminar la actividad productiva de la extracción de dicho mineral.



Por ello, se ofreció un plan de reconversión laboral que ha resultado un fracaso y también un sistema para proteger previsionalmente al conjunto de trabajadores de la ENACAR. Ello se cumplió parcialmente y, por lo tanto, entre 800 y mil 200 ex funcionarios de dicha empresa hoy día carecen de un sistema previsional o de protección social.



Más aún, como no se ha desarrollado una actividad productiva estable y permanente en la zona, la mayoría de ellos han tenido que abandonar Lota o trabajar en los Programas Especiales de Empleo.



Por eso, estas personas conformaron una mesa de trabajo con  la autoridad, en la cual llevan más de un año, pero no han obtenido ninguna respuesta sobre el particular. De hecho, los trabajadores iniciaron hoy día una marcha que hace pocos momentos estaba llegando a la Intendencia regional, con el objetivo incluso de dirigirse hasta la capital para lograr respuesta a sus demandas.



No me parece adecuado obligar a esas movilizaciones a dichos trabajadores, que han sufrido diversos perjuicios durante tanto tiempo, a lo menos, diez años.



Por eso insto al Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade, a que a través del Senado responda los requerimientos que los afectados han planteado a través de la mesa de trabajo.



Es más, el 10 de abril del año en curso, el Secretario de Estado remitió a la Subsecretaria de Previsión Social, señora Lissette García Bustamante, el conjunto de las propuestas que le entregaron los trabajadores de la zona de Lota para definir con claridad de qué tipo de trabajadores estamos hablando, cuál es el costo del sistema, es decir, todos los detalles del esquema que se ha estructurado.



Tengo en mi poder el oficio que señalé –que entregaré a la Mesa del Senado- para requerir tanto de la Subsecretaria de Previsión Social como del Ministro Andrade una respuesta a los trabajadores que representaban sindicatos de ENACAR, quienes no recibieron ninguna protección social, como se reconoce en el oficio de dicho Secretario de Estado.



A mi juicio, atendido el hecho de que todos los planes de reconversión fracasaron y de que Lota es la comuna que ostenta la cifra de cesantía más alta del país, la justicia de tales requerimientos exige una respuesta oportuna de parte del Gobierno para avanzar en la solución social de los trabajadores que -reitero- hoy día viven solo con los ingresos provenientes de los programas especiales de empleo.



Por lo tanto, solicito que se oficie al Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade, para que dé respuesta a los ex trabajadores de ENACAR Lota sobre los temas que le han planteado.



Reitero que dejaré en manos de la Mesa del Senado el oficio que él remitió a la señora Subsecretaria de Previsión Social.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

ANTECEDENTES SOBRE FONDO DE ASISTENCIA DE RECONVERSIÓN PRODUCTIVA DE LA ZONA DEL CARBÓN. OFICIO



En el mismo orden de ideas y teniendo presentes las dificultades por las que atraviesa la localidad de Lota y el conjunto de las comunas de la provincia de Arauco, solicito que se oficie al Consejo Directivo de la CORFO para que informe al Senado sobre el desarrollo del denominado “Fondo de Asistencia a la Reconversión del Carbón" (FARCAR), el cual nace a través del Acuerdo Nº 1722, de 1994.



¿Cuántos recursos obtuvo dicho Fondo? ¿A quiénes se les destinaron tales dineros? ¿Qué consultoras recomendaron la entrega de esos fondos?



Cabe recordar que el objetivo de dicho Fondo era generar empleo permanente en la zona, el que, por cierto, jamás se produjo.



Asimismo, deseo que CORFO entregue antecedentes al Senado  sobre el Fondo de Asistencia a la Promoción de Inversiones en Zonas Productivas de Reconversión, aprobado por el Consejo Directivo de  CORFO (Acuerdo Nº 1745, de 16 de noviembre de 1994), y que experimentó diversas modificaciones.



Cuando el Gobierno ofrece hoy día el Plan Arauco, el Plan Lota y enfrentamos numerosas dificultades sociales por los altos niveles de desempleo, me parece sumamente relevante tener presentes los recursos que se han destinado e invertido en esa zona, para hacer un análisis del porqué no tuvieron éxito ni alcanzaron los efectos esperados. Asimismo, es preciso saber quiénes los recibieron, porque el discurso de la CORFO y de las autoridades apunta a que los dineros se invirtieron en empresas privadas y desde ahí se perdieron.



Alguien debió haber recomendado que esos fondos se invirtieran en determinada empresa. Debe de haber consultoras involucradas.



Y, a mi juicio, como el proyecto de Ley de Presupuestos que discutiremos en noviembre del presente año volverá a requerir, a través de la CORFO, fondos para el desarrollo de dicha zona, considero fundamental que el Senado cuente con toda la información necesaria para no cometer los mismos errores que significaron que, a nombre de la gente de Lota y de los habitantes de la provincia de Arauco, se pidieran ingentes recursos, pero que no llegaron a aquellas personas que hoy día están marchando desde Lota a Concepción, y luego hacia Santiago, pues, producto del cierre de las  minas del carbón, quedaron absolutamente desprotegidas socialmente.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).-  No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:54.




Manuel Ocaña Vergara,





  Jefe de la Redacción 
A  N  E  X  O  S

DOCUMENTOS
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL VICEPRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.531 Y CONCEDE BENEFICIOS QUE INDICA AL PERSONAL DEL PODER JUDICIAL DE LA ACADEMIA JUDICIAL Y DE LA CORPORACIÓN DE ADMINISTRACIÓN DEL PODER JUDICIAL

(5112-07)

Tengo el honor de someter a consideración del H. Congreso Nacional, un proyecto de ley que tiene por objeto mejorar las condiciones salariales de los funcionarios del Poder Judicial incluidos los de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y de la Academia Judicial, a través del reforzamiento de los incentivos al desempeño de los referidos funcionarios. 

ANTECEDENTES. 

Nuestro Gobierno ha estado constantemente preocupado de entregar a nuestro país un mejor sistema de justicia. Los esfuerzos encaminados a ello han sido variados y se han manifestado, principalmente, en la modernización de nuestros mecanismos de resolución de conflictos, mediante un nuevo sistema procesal penal, y la creación de los denominados Tribunales de Familia, entre varios otros. 

Sin embargo, y como es necesario destacar, tales esfuerzos no podrían alcanzar su máximo deseado sin la importante labor realizada por parte de nuestro Poder Judicial. Jueces, empleados judiciales, consejeros técnicos, administradores, funcionarios de la Corporación administrativa y de la Academia judicial, han jugado un rol protagónico en el éxito que nuestras reformas han alcanzado, trabajando incesantemente en la superación de los desafíos que aquellas presentan, en la necesaria capacitación para su mejor desarrollo, así como en un ejercicio jurisdiccional eficiente y de calidad.

Por ello, este proyecto más que cumplir con una antigua aspiración de dicho Poder del Estado, se enmarca en un afán retributivo por la importante labor desarrollada, a la vez que incrementa, mediante el establecimiento de nuevos mecanismos de control e incentivo de la gestión, las posibilidades de desarrollo y mejoramiento que nuestra justicia constantemente requiere.

CONTENIDO DEL PROYECTO.

El proyecto establece, por una parte, un importante aumento en las remuneraciones de los excelentísimos Ministros de la Corte Suprema, quienes, mediante esta iniciativa, igualarán su remuneración a aquellas percibidas por los Ministros de Estado.

Por otra parte, la iniciativa contempla la reestructuración de los mecanismos de beneficios e incentivos que regulan actualmente la gestión de los jueces y funcionarios del Poder Judicial. Para ello, se crea el denominado bono de modernización, que se encuentra inspirado en la búsqueda de una mejor gestión en la labor de nuestros órganos jurisdiccionales, así como un mejor sistema de incentivos para los diversos estamentos integrantes del Poder Judicial. Dicho bono contempla un componente base, equivalente al 9% de la remuneración correspondiente, y dos incrementos variables, uno por desempeño institucional asociado al establecimiento de metas anuales de eficiencia institucional, el que será de hasta un 7 %; y otro asociado al desempeño colectivo que se obtenga en el correspondiente periodo, que será de hasta un 6% de la remuneración correspondiente. 

Sin embargo, hemos estimado que no basta con establecer metas de gestión e incentivos si aquellos no se encuentran diseñados y planificados de forma adecuada, de manera tal que sirviendo de aliciente para los funcionarios beneficiados por ellas, permitan a la vez el desarrollo y mejoramiento de la propia institución. Por ello, se ha considerado conveniente crear un órgano especializado, denominado Comisión Resolutiva Interinstitucional, encargado de establecer anualmente los correspondientes indicadores, ponderadores y mecanismos de verificación para las metas de eficiencia Institucional y de desempeño colectivo, que se crean por esta iniciativa. Asimismo, se ha estimado necesario contar con una entidad evaluadora externa, contratada al efecto, a fin que determine el grado de cumplimiento de las metas de eficiencia institucional que cada institución haya efectivamente alcanzado en el correspondiente periodo, otorgando así la imparcialidad suficiente para su mejor evaluación. A su vez, la Corte Suprema actuará como órgano resolutivo en el caso de controversia. De este modo, se diferencia el órgano que genera las metas de aquel que las evalúa y del que resuelve eventuales disconformidades en la estimación del cumplimiento de las mismas.

La Comisión interinstitucional señalada, estará conformada por un Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, el Ministro de Justicia o el funcionario a quien éste designe, el Ministro de Hacienda o el funcionario a quien este designe, dos representantes de las Asociaciones Gremiales del Poder Judicial que, según su número de afiliados, posean mayor representatividad. Actuará como su Secretaría Técnica el Director Administrativo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial. 

Todo lo anterior, materializa el acuerdo alcanzado entre la Excelentísima Corte Suprema y el Gobierno en marzo pasado, y ratifica el objetivo común de los dos poderes del Estado, de seguir mejorando la gestión de las instituciones judiciales de nuestro país. 

En consecuencia, y en mérito de lo expuesto, vengo en remitir a la consideración del H. Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.-
Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.531:


1)
Incorpórase el siguiente artículo 2° bis, nuevo:



“Artículo 2° bis.- Establécese, a contar del 1° de abril de 2007, un bono de nivelación para los funcionarios de la Corte Suprema, pertenecientes a los grados I y II de la Escala del Personal Superior del Poder Judicial, equivalente a montos que les permitan alcanzar la remuneración bruta mensualizada de carácter permanente de un Ministro de Estado. Las cantidades a pagar mensualmente por concepto de dicho bono se fijarán por decreto que dictará anualmente el Ministerio de Justicia, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda.



Los montos que se perciban por concepto del bono de nivelación no tendrán el carácter de imponibles ni servirán de base de cálculo de ninguna otra remuneración.”.


2)
Sustitúyese el artículo 4°, por el siguiente:



“Artículo 4°.- Establécese, a contar de 1° de enero de 2008, un bono de modernización para el personal perteneciente a los grados III al XI del escalafón del personal superior del Poder Judicial, a los escalafones de Consejeros Técnicos y de empleados del Poder Judicial, a la Academia Judicial y a la Corporación Administrativa del Poder Judicial, con los incrementos, modalidades y porcentajes que se indican en los artículos siguientes. 


El bono de modernización contendrá los siguientes elementos:


a)
Un componente base, de un 9%;


b)
Un incremento por desempeño institucional, de hasta un 7%, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4º bis; y 


c)
Un incremento por desempeño colectivo, de hasta un 6%, según lo que expresa el artículo 4° ter.


El monto de este bono se determinará aplicando los porcentajes señalados precedentemente sobre la suma del sueldo base, la asignación judicial y la asignación profesional, en su caso, percibidas por cada funcionario a quien corresponda el beneficio, durante el período respectivo.


El componente base se pagará mensualmente. Los incrementos por desempeño institucional y colectivo se pagarán trimestralmente, en cuatro cuotas, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. El monto a pagar en cada cuota, será equivalente al valor acumulado en el trimestre respectivo, como resultado de la aplicación mensual de dichos incrementos. 


No tendrán derecho a percibir los incrementos a que se refieren los literales b) y c) precedentes, los funcionarios que sean calificados en lista condicional o deficiente, ni aquellos que, durante el año anterior al pago del mismo, no hayan prestado servicios efectivos en el Poder Judicial, en la Academia Judicial o en la Corporación Administrativa del Poder Judicial durante a lo menos seis meses, con la sola excepción de los períodos correspondientes a licencias médicas por accidentes del trabajo a que se refiere la ley N° 16.744, incluidos los descansos previstos en los artículos 195 y 196 del Código del Trabajo. 


No obstante, el personal a quien correspondan los incrementos por desempeño institucional y por desempeño colectivo que deje de prestar servicios antes de completarse el trimestre respectivo, tendrá derecho a que estos incrementos se paguen en proporción a los meses completos efectivamente trabajados.


Los montos que se perciban por concepto del bono de modernización no tendrán el carácter de imponibles ni servirán de base de cálculo de ninguna otra remuneración. Para determinar los impuestos a que se encuentran afectos, se distribuirá su monto en los meses que comprenda en el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales.”. 


3)
Agréganse los siguientes artículos 4° bis y 4° ter, nuevos:



“Artículo 4º bis.- El incremento por desempeño institucional se concederá en relación a la ejecución de metas anuales de eficiencia institucional. Su grado de cumplimiento será medido a través de indicadores de gestión u otros instrumentos de similar naturaleza.



Para efectos de la presente ley se entenderá por institución las unidades organizacionales del Poder Judicial a las cuales les puedan ser aplicables metas de eficiencia comunes, la Corporación Administrativa del Poder Judicial y la Academia Judicial.



El cumplimiento de las metas de eficiencia institucional del año precedente, dará derecho a los funcionarios señalados en el artículo 4°, a un incremento del 7% de la suma de las remuneraciones indicadas en el inciso tercero del referido artículo, siempre que la institución haya alcanzado un grado de cumplimiento igual o superior al 90% de las metas anuales de eficiencia a que se haya comprometido. Si dicho grado de cumplimiento fuere igual o superior a un 75% e inferior al 90%, el porcentaje de este incremento será de un 3,5%. Todo cumplimiento inferior al 75% no dará derecho a incremento alguno.



Un reglamento, que será aprobado por decreto supremo emanado del Ministerio de Justicia, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá los criterios para determinar: las instituciones; los mecanismos de control y evaluación de las metas de eficiencia; la forma de medir y ponderar los distintos elementos o indicadores a considerar; la manera de determinar los distintos porcentajes de este incremento; los procedimientos y el calendario de elaboración, fijación y evaluación de las metas de eficiencia a alcanzar; los mecanismos de participación del personal y de sus asociaciones gremiales, y toda otra norma necesaria para el adecuado otorgamiento de este beneficio. Para la dictación de este Reglamento, la autoridad tomará conocimiento de la opinión de la Comisión Resolutiva Interinstitucional.



La Comisión Resolutiva Interinstitucional a que se refiere el artículo siguiente, determinará anualmente, sobre la base de las propuestas formuladas por cada institución a través de la Secretaría Técnica, las Metas de Eficiencia Institucional para cada una de ellas, las que especificarán metas de gestión y de calidad de los servicios proporcionados a los usuarios. Dichas metas deberán basarse en el programa marco que al efecto aprobará anualmente la Comisión Resolutiva Interinstitucional.



Una entidad evaluadora externa, contratada al efecto, de acuerdo a los procedimientos señalados en el artículo 5° bis, señalará el grado de cumplimiento de las metas de eficiencia institucional que cada institución haya efectivamente alcanzado anualmente.



Artículo 4º ter.- El incremento por desempeño colectivo a que se refiere la letra c) del artículo 4°, será concedido a los funcionarios que se desempeñen en equipos, unidades o áreas de trabajo, en relación con el grado de cumplimiento de las metas anuales fijadas para cada uno de ellos, el que dará derecho a los funcionarios que lo integran, a contar del 1° enero de 2008, a percibir un incremento del 6% de la suma de las remuneraciones indicadas en el inciso 3° del artículo 4°, cuando el nivel de cumplimiento de las metas desempeño colectivo prefijadas, sea igual o superior al 90%, y de un 3 %, si dicho grado de cumplimiento fuere igual o superior a un 75% e inferior al 90%. Todo cumplimiento inferior al 75% no dará derecho a incremento alguno. 



Un Reglamento del Ministerio de Justicia suscrito, además por el Ministro de Hacienda establecerá la forma de definir anualmente: los equipos, unidades o áreas de trabajo teniendo en consideración parámetros funcionales o territoriales; la distribución de los excedentes generados por las unidades que no hayan alcanzado el nivel de cumplimiento a que se refiere el inciso precedente entre los grupos, unidades o áreas que lo hayan sobrepasado; los mecanismos de control y evaluación de las metas anuales de desempeño por equipo, unidad o área; la forma de medir y ponderar los respectivos indicadores que permitirán medir el cumplimiento de las metas; la manera de determinar los porcentajes de este incremento; la forma de determinarlo respecto de los funcionarios que cambien de unidades o áreas de trabajo; los procedimientos y calendario de elaboración, fijación y evaluación de las metas anuales de desempeño colectivo; los mecanismos de participación del personal y sus asociaciones gremiales y toda otra norma necesaria para el otorgamiento de este beneficio. Para la dictación de este Reglamento, la autoridad tomará conocimiento de la opinión de la Comisión Resolutiva Interinstitucional.”.


4)
Sustitúyese el artículo 5°, por el siguiente:



“Artículo 5°.- Habrá una Comisión Resolutiva Interinstitucional encargada de establecer anualmente, con sus correspondientes indicadores, ponderadores y mecanismos de verificación, las Metas de Eficiencia Institucional y las metas de desempeño colectivo para cada uno de los equipos, unidades o áreas de trabajo.



La Comisión estará conformada por un Ministro de la Corte Suprema, el Ministro de Justicia o el funcionario a quien éste designe, el Ministro de Hacienda o el funcionario a quien este designe, dos representantes de las Asociaciones Gremiales del Poder Judicial que, según su número de afiliados, posea mayor representatividad. Actuará como Secretaría Técnica de esta comisión el Director Administrativo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial. En el ejercicio de dicha función, el Director Administrativo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial recibirá y trasmitirá a la Comisión Resolutiva Interinstitucional la opinión técnica que, sobre materias de su competencia, formulen los representantes de las restantes asociaciones gremiales del Poder Judicial de carácter nacional. 



La Comisión Resolutiva Interinstitucional tendrá, sin perjuicio de lo que establezcan los reglamentos precitados, las siguientes funciones:



a)
Formular el Programa Marco conforme al cual las instituciones propondrán sus Metas de Eficiencia Institucional para el año siguiente especificando las metas de gestión y de calidad de los servicios proporcionados a los usuarios, así como el cumplimiento de los acuerdos y plazos que se desprendan de dicho proceso.




Las metas de eficiencia institucional definidas para el año siguiente deberán quedar refrendadas en un acuerdo anual que suscribirá con cada institución, el Ministro de Justicia y el Ministro de Hacienda conjuntamente con los restantes representantes de la Comisión Resolutiva Interinstitucional, a más tardar el 31 de diciembre de cada año.



b)
Definir las metas de desempeño colectivo para cada uno de los equipos, unidades o áreas de trabajo pertinentes y relevantes con sus correspondientes indicadores, ponderadores y mecanismos de verificación para cada equipo, unidad o área de trabajo. 




Las metas y sus indicadores deberán estar vinculados a las definiciones de misión institucional, objetivos estratégicos y productos relevantes del Poder Judicial, y ser consistentes con las metas comprometidas para el incremento por desempeño institucional a que se refiere el artículo 4° bis. 




Las referidas metas quedarán establecidas, junto con los equipos, unidades o áreas, en un Acuerdo de Desempeño que suscribirá con cada institución, el Ministro de Justicia y el Ministro de Hacienda conjuntamente con los restantes representantes de la Comisión Resolutiva Interinstitucional, en el último trimestre de cada año.



c)
Definir anualmente las instituciones y los criterios a considerar para definir los equipos, unidades o áreas de trabajo teniendo en consideración parámetros funcionales, orgánicos o territoriales, o la combinación de ellos. 




Cada equipo, unidad o área de trabajo deberá estar a cargo de un funcionario responsable de la dirección del cumplimiento de las metas, el que será verificado por la entidad evaluadora externa a que se refiere el artículo siguiente.



d)
Los acuerdos que adopte la Comisión en lo relativo a la formulación, evaluación y seguimiento de las Metas de Eficiencia Institucional y de las metas de desempeño colectivo para cada uno de los equipos, unidades o áreas de trabajo serán aprobados por las cuatro quintas partes de sus miembros en ejercicio. Éstos tendrán el carácter resolutivo y obligatorio y serán enviados a la Corte Suprema para que, al igual que los actos administrativos que sean necesarios para el cumplimiento de los literales precedentes, sean formalizados mediante auto acordado del Tribunal Pleno.



La Comisión Resolutiva Interinstitucional podrá ser convocada a sesionar por el Ministro de la Excelentísima Corte Suprema que la integre, el Ministro de Justicia, el Ministro de Hacienda y cualquiera de los Presidentes de las Asociaciones Gremiales del Poder Judicial que la integran, para tratar materias relacionadas con la aplicación de los incrementos por desempeño institucional y por desempeño colectivo a que se refieren los artículos 4° bis y 4° ter. Asimismo, durante las fases de formulación y evaluación de las metas de eficiencia, podrá ser convocada a petición de cualquiera de sus integrantes.”. 


5)
Incorpórase el siguiente artículo 5° bis, nuevo:



“Artículo 5° bis. Existirá una entidad evaluadora de origen externo que tendrá como función efectuar los procesos de evaluación de las Metas de Eficiencia Institucional y las metas de desempeño colectivo para cada uno de los equipos, unidades o áreas de trabajo, sobre la base de los informes relativos al grado de cumplimiento de las metas institucionales y de desempeño colectivo que elaboren los responsables de las instituciones y unidades o equipos de trabajo, respectivamente, los que se ponderarán de conformidad a los criterios metodológicos que determinen los reglamentos a que se refieren los artículo 4° bis y 4° ter precedentes.



Excepcionalmente, y para el evento que no existieren entidades oferentes para efectuar el proceso de evaluación, éste podrá desarrollarse por una persona natural designada conforme al procedimiento previsto en el inciso cuarto del presente artículo. 



De dicha evaluación se podrá reclamar ante la Comisión Resolutiva Interinstitucional, y apelar ante la Corte Suprema en caso de rechazo de esta última, todo ello de conformidad al procedimiento que al efecto regulen los reglamentos a que se refieren los artículos 4° bis y 4° ter.



Dicha entidad evaluadora será seleccionada, previa licitación pública convocada por el Consejo Superior de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, por la Comisión Resolutiva Interinstitucional. Para estos efectos se incorporarán los fondos respectivos en el presupuesto anual de la Corporación Administrativa del Poder Judicial.”.

Artículo 2°.-
El bono de modernización que se establece en el literal 2) del artículo anterior, será incompatible con los bonos de desempeño individual y gestión institucional a que se refiere el inciso tercero del artículo 77° de la ley N° 19.640.

Disposiciones transitorias.

Artículo primero.- Adicionalmente a los beneficios que procedan de acuerdo a lo establecido en los artículos 4° y 5° de la ley N° 19.531, durante el año 2007, se concederá por única vez al personal señalado en el numeral 2) del artículo 1° de la presente ley:


a)
Un bono mensual no imponible por desempeño equivalente a un 9% aplicado sobre la suma del sueldo base, la asignación judicial y la asignación profesional, cuando corresponda. El pago de este bono se realizará a contar del 1° de abril de 2007.

b)
El bono de gestión institucional a que se refiere el artículo 4º de la ley Nº 19.531, para el 10% del personal mejor calificado que no tuvo acceso al bono, conforme a lo que dispone el inciso tercero de dicha norma. Este bono se pagará igualmente, y por única vez, durante el año 2007, al personal perteneciente a los grados III y IV del escalafón del personal superior del Poder Judicial y a los empleados de la Academia Judicial y de la Corporación Administrativa del Poder Judicial que detenten esos mismos grados. Asimismo, se pagará al 100% mejor calificado del personal perteneciente a cada uno de los tribunales que, ubicados a continuación del tramo referido en el inciso tercero del artículo 4° de la ley Nº 19.531, completen hasta el 90% que dé mejor cumplimiento a las metas de gestión, que a nivel nacional y considerando tipologías homogéneas, fijó la Corte Suprema para el año 2006. 
Articulo segundo.-
Otorgáse un bono especial, por una sola vez, al personal señalado en el numeral 2) del artículo 1° de la presente ley, que estando en servicios al 1° de abril de 2007, también, lo esté a la fecha del pago de este bono. Este bono no será imponible ni tributable y se pagará en una sola cuota, en el mes siguiente al de publicación de la presente ley.


El monto será de $70.000.- (setenta mil pesos) para todos los empleados señalados en el inciso anterior cuyas remuneraciones líquidas en el mes anterior al pago del beneficio sean superiores a $ 500.000 (quinientos mil pesos) y de $80.000.- (ochenta mil pesos) para aquellos cuyas remuneraciones líquidas en el mismo período sean iguales o inferiores a $ 500.000 (quinientos mil pesos). 

Artículo tercero.-
Durante el año 2008 el bono de modernización a que se refiere el numeral 2) del artículo 1º de esta ley, se pagará conforme a las siguientes reglas:


a)
El componente base será equivalente al 9% de las remuneraciones que deben considerarse para determinarlo.


b)
El incremento por desempeño institucional será del 3,5% de la base correspondiente siempre que la institución haya alcanzado un grado de cumplimiento igual o superior al 75%. Este incremento se pagará en relación al cumplimiento de las metas de gestión que fueron aprobadas por la Corte Suprema para ser cumplidas el año 2007 en función del bono de gestión institucional a que se refieren los artículos 4° y 5° de la ley N° 19.531. Para estos efectos, mediante acuerdo de la Corte Suprema, se modificará la forma de medir y ponderar los distintos factores y los indicadores a considerar a fin de adecuarlos al nuevo diseño.


c)
El incremento por desempeño colectivo será del 6% de la base correspondiente siempre que el equipo, unidad o área de trabajo en que desempeña el funcionario haya alcanzado un grado de cumplimiento igual o superior al 90% de las metas anuales de desempeño fijadas para cada uno de ellos. Si dicho grado de cumplimiento fuere igual o superior a un 75% e inferior al 90%, el porcentaje de este incremento será de un 3%. Este incremento se pagará en relación al cumplimiento de las metas de gestión que fueron aprobadas por la Corte Suprema para se cumplidas el año 2007 en función del bono de gestión institucional a que se refieren los artículos 4° y 5° de la ley N° 19.531.

Artículo cuarto.-
Los reglamentos a que se refiere el numeral 3) del artículo 1° de la presente ley, deberán dictarse dentro de los noventa días siguientes a la publicación de la presente ley.

Artículo quinto.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2007 se financiará con los recursos contemplados en la Partida 03 Poder Judicial del Presupuesto del Sector Público vigente. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Tesoro Público, podrá, adicionalmente suplementar los presupuestos de los Capítulos que conforman la Partida Poder Judicial, en la parte de dicho gasto que no pudiere financiarse con sus recursos.”.

Dios Guarde a V.E.

(Fdo.):BELISARIO VELASCO BARAONA,

ANDRÉS VELASCO BRAÑES,



Vicepresidente de la República



Ministro de Hacienda
CARLOS MALDONADO CURTI,



Ministro de Justicia
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA LA ENMIENDA AL ARTÍCULO 1 DE LA CONVENCIÓN SOBRE PROHIBICIONES O RESTRICCIONES DEL EMPLEO DE CIERTAS ARMAS CONVENCIONALES QUE PUEDAN CONSIDERARSE EXCESIVAMENTE NOCIVAS O DE EFECTOS INDISCRIMINADOS

(5024-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase la enmienda al artículo 1 de la "Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Convencionales que puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados", adoptada el 21 de diciembre de 2001 por la Segunda Conferencia de Examen de la Convención, celebrada en Ginebra, del 11 al 21 de diciembre del mismo año, según decisión que consta en la Declaración Final de la Conferencia, publicada con la signatura CCW/CONF.II/2.".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

3

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE SANCIONA EL MALTRATO DE OBRA Y AMENAZA A FUNCIONARIOS DE GENDARMERÍA DE CHILE EN SERVICIO

(4816-07)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Agréganse en el decreto ley N° 2.859, de 1979, que aprobó la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, a continuación del artículo 15,  los siguientes artículos 15 A, 15 B, 15 C y 15 D:




“Artículo 15 A.- El que matare a un miembro de Gendarmería de Chile que se encontrare en el ejercicio de sus funciones, será castigado con la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.




Artículo 15 B.- El que hiriere, golpeare o maltratare de obra a un miembro de Gendarmería de Chile que se encontrare en ejercicio de sus funciones, será castigado:




1. Con la pena de presidio mayor en su grado medio, si del resultado de las lesiones quedare el ofendido demente, inútil para el trabajo, impotente, impedido de algún miembro importante o notablemente deforme.





2. Con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, si las lesiones produjeren al ofendido enfermedad o incapacidad para el trabajo por más de treinta días.




3. Con presidio menor en su grado medio a máximo, si le causare lesiones menos graves.

 4.
 Con presidio menor en su grado mínimo, o multa de seis a once unidades tributarias mensuales, si le ocasionare lesiones leves.

Artículo 15 C.- Las penas establecidas en los artículos 395 y 396 del Código Penal, serán aumentadas en un grado cuando la víctima sea un funcionario de Gendarmería de Chile en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 15 D.- El que amenazare con armas de las comprendidas en el artículo 132 del Código Penal a uno o más de los integrantes de Gendarmería de Chile,  con conocimiento de su calidad de miembro de esa institución, será castigado con  presidio menor en su grado mínimo.”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.):PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE POLÍTICAS DE FOMENTO Y RESGUARDO DE LA ACTIVIDAD CIRCENSE NACIONAL

(2579-06)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir un segundo informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en moción del Honorable Diputado señor Carlos Montes y de los ex Diputados señora María Rozas y señores Nelson Avila, Enrique Krauss, Juan Núñez, Luis Pareto, Edgardo Riveros, Rodolfo Seguel, Sergio Velasco y Carlos Vilches.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento de la Corporación, se deja constancia de lo siguiente:


1. Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 1º y 6º.


2. Indicaciones aprobadas sin modificaciones: las signadas con los números 2, 9, 11, 12 y 14.


3. Indicaciones aprobadas con modificaciones: las identificadas con los números 1 y 3.


4. Indicaciones rechazadas: No hay.


5. Indicaciones declaradas inadmisibles: No hay.


6. Indicaciones retiradas: las de los números 4, 5, 6, 7, 8, 10 y 13.

- - -

CUESTIÓN PREVIA


Prevenimos que el artículo 4º de este proyecto reviste el carácter de ley orgánica constitucional, pues se refiere a atribuciones esenciales de los municipios, que deben ser reguladas por normas de este rango, según lo dispone el artículo 118 de la Constitución Política.

CONTENIDO Y DISCUSIÓN DE LAS INDICACIONES


Consignamos a continuación las disposiciones del proyecto que fueron objeto de indicaciones, el contenido de éstas y los acuerdos adoptados.

Artículo 2º


Este precepto aprobado en general define el circo, en plural, como los espectáculos artísticos y de entretención que se desarrollan preferentemente en carpas y cuya programación se orienta especialmente a los niños. Participan en ellos artistas tales como payasos, trapecistas, acróbatas, magos, malabaristas, contorsionistas y músicos.


En un segundo inciso precisa que si el circo cumple con la descripción precedente, puede acceder a los recursos que la ley reconoce en materia de fomento de expresiones artísticas y culturales.


En la indicación Nº 1, el Honorable Senador señor Núñez propone sustituir este artículo por otro que también consigna una definición de circo en plural; esto es, aquellos establecimientos públicos preferentemente habilitados en carpas que, debidamente autorizados por los municipios, están destinados a la celebración de espectáculos circenses y cuya programación se orienta especialmente a los niños. Asimismo, se entenderá por espectáculo circense la ejecución o representación en público de ejercicios físicos de acrobacia o habilidad, de actuación de payasos, malabaristas, prestidigitadores e ilusionistas, músicos, animales amaestrados y otros similares.


La indicación Nº 2, también de autoría del Honorable Senador señor Núñez, agrega un nuevo inciso al artículo 2º que niega el carácter de circo a los espectáculos revisteriales o frívolos, orientados al público adulto, aún cuando se presenten en carpas.


Ambas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez y Pérez, con las siguientes enmiendas a la indicación Nº 1: 


El texto que ella propone se incorporó como inciso primero del artículo 2º suprimiendo la expresión “públicos” que sigue a la palabra “establecimientos” y eliminando la frase “por los municipios”, lo cual libera la indicación de reparos respecto de su formulación originada en una iniciativa parlamentaria.

Artículo 3º


Esta norma encarga a las autoridades nacionales, regionales y comunales adoptar las medidas que correspondan para promover el circo chileno como instrumento de entretención, recreación y formación cultural básica. Agrega que su relación con la Administración, preferentemente, se hará por intermediación de las autoridades de gobierno interior y de los alcaldes.


En un segundo inciso declara que el circo, en su funcionamiento, habrá de adecuarse a las regulaciones que dispongan los organismos policiales; la Superintendencia de Servicios Eléctricos y Combustibles; el Servicio Agrícola y Ganadero; los Servicios de Salud; los Planes de Higiene Ambiental, las ordenanzas municipales y, en general, las disposiciones atinentes con estos eventos.


En la indicación Nº 3, el Honorable Senador señor Bianchi sugiere reemplazar en el inciso primero la frase “adoptar todas las medidas que correspondieren” por “otorgar las facilidades necesarias y suficientes”.


La indicación Nº 4, también del Honorable Senador señor Bianchi, elimina a su turno, en el inciso primero de este artículo la segunda oración, a continuación del punto seguido (.), que previene que la relación de los circos se llevará preferentemente con la autoridad de gobierno interior y con los alcaldes.


La indicación Nº 3 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez y Pérez, enmendada en el sentido de incorporar la frase que propone y mantener la que la indicación sugería sustituir.


La indicación Nº 4 fue retirada por su autor.

Artículo 4º


Conformado por tres incisos, este artículo del proyecto aprobado en general remite a la ordenanza la regulación del funcionamiento y cobro de derechos municipales a los circos que operen en la comuna. Agrega que podrá eximirse parcialmente de esos derechos a los circos nacionales por su contribución al desarrollo de la cultura popular criolla (inciso primero).


Enseguida, declara que, también mediante ordenanza, se establecerán las reglas básicas de los convenios que celebren los circos con los municipios, para ofrecer funciones gratuitas a personas de escasos recursos.


El inciso tercero faculta al municipio para afectar inmuebles de dominio o tenencia municipal, dotados con los servicios indispensables para el funcionamiento de circos o espectáculos similares. Para adoptar la correspondiente resolución el municipio deberá consultar la opinión de organizaciones regionales o nacionales o, en su defecto, la de artistas circenses.


La indicación Nº 5, del Honorable Senador señor Bianchi, propone reemplazar en el inciso primero de este artículo la oración “mediante una ordenanza, la que podrá eximir parcialmente de dicho pago a los circos nacionales en virtud de su contribución al desarrollo de la cultura popular criolla“ por la frase ”en la respectiva ordenanza de derechos”.


La indicación Nº 6, también de autoría del Honorable Senador señor Bianchi, suprime el inciso segundo de este artículo; y las indicaciones Nºs. 7 y 8 de los Honorables Senadores señores Bianchi y Núñez, respectivamente, eliminan el inciso tercero.


Las indicaciones Nºs. 5, 6, 7 y 8 fueron retiradas por sus autores.

Artículo 5º


Obliga a los circos foráneos a ajustarse a la legislación de extranjería. También dispone que para prorrogar sus estadías en el territorio nacional, sus integrantes deberán acreditar el cumplimiento de la legislación chilena, especialmente en el ámbito social, laboral y de inmigración. Agrega que estos circos no gozarán de privilegios tributarios o arancelarios o de otra especie.


La indicación Nº 9, del Honorable Senador señor Bianchi, reemplaza en este artículo el vocablo “foránea” por “extranjera”.


La indicación Nº 10, del Honorable Senador señor Núñez, intercala en la primera oración, a continuación de la palabra “legislación” las expresiones “chilena, en especial”.


La indicación Nº 11, también de autoría del Honorable Senador señor Núñez, propone el reemplazo, en la segunda oración, de la frase “la legislación chilena” por “la legislación vigente”.


La indicación Nº 12, del Honorable Senador señor Bianchi, suprime en este artículo su oración final. (La que impide a los circos extranjeros gozar de privilegio tributarios, arancelarios o de otra especie).


Las indicaciones Nºs. 9 y 11 fueron aprobadas unánimemente con los votos de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Pérez y Sabag, en tanto que la indicación Nº 10 fue retirada por su autor.


Enseguida, y conforme lo autoriza el artículo 121 del Reglamento de la Corporación, y con esa misma unanimidad, la Comisión acordó suprimir en este artículo las normas que obligan a los miembros de los circos extranjeros, para prorrogar su estadía en el país, ajustarse a la legislación chilena, especialmente en los aspectos indicados, y la disposición que prohíbe los privilegios tributarios, arancelarios o de otra índole a los circos extranjeros. Por lo anterior se dio por aprobada la indicación Nº 12, subsumida en esta nueva indicación.
- - -


Finalmente, en las indicaciones Nºs. 13 y 14, el Honorable Senador señor Núñez sugiere la agregación de dos nuevos artículos. 


El primero reproduce con variaciones de redacción el contenido del inciso tercero del artículo 4º, cuya supresión se propone en virtud de las indicaciones Nºs. 7 y 8. (Faculta a los municipios para afectar inmuebles bajo su dominio o tenencia con el objeto de que funcionen en ellos los circos).


El segundo declara que los números y pases circenses cuya realización se haya fijado por escrito o en otra forma, están protegidos por el derecho de autor o propiedad intelectual.


La indicación Nº 13, en armonía con lo actuado respecto de las indicaciones Nºs. 7 y 8, fue retirada por su autor en tanto que la indicación Nº 14 fue aprobada unánimemente, intercalada como nuevo artículo 6º, con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Pérez y Sabag.

- - -


Con el mérito de las explicaciones precedentes, esta Comisión tiene a honra someter a la consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo 2º


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 2º.- Para los efectos de la presente ley se entiende por circo aquellos establecimientos preferentemente habilitados en carpas que, debidamente autorizados, están destinados a la celebración de espectáculos circenses y cuya programación se orienta especialmente a los niños. Asimismo, se entenderá por espectáculo circense la ejecución o representación en público de ejercicios físicos de acrobacia o habilidad, de actuación de payasos, malabaristas, prestidigitadores e ilusionistas, músicos, animales amaestrados y otras similares.


En tal virtud, esta actividad podrá acceder, a través de los mecanismos legales pertinentes, a los recursos que contempla la legislación vigente en materia de fomento de expresiones artísticas y culturales. 


No tienen el carácter de circos los espectáculos de contenido frívolo o revisteril, orientados al público adulto, aun cuando ellos sean presentados en carpas.”.
(Unanimidad 3x0. Indicaciones Nºs. 1 y 2).

Artículo 3º


Intercalar en su inciso primero, entre las formas verbales “deberán” y “adoptar”, la frase “otorgar las facultades necesarias y suficientes y”.

(Unanimidad 3x0. Indicación Nº 3).
Artículo 5º


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 5°.- Los circos de procedencia extranjera deberán actuar en el territorio nacional sujetándose en todo a la legislación vigente.”.
(Unanimidad 4x0. Indicaciones Nºs. 9, 11 y 12 y artículo 121 del Reglamento).

- - -


Consignar, enseguida, el siguiente artículo 6º, nuevo:


“Artículo 6º.- Los números y pases circenses cuya realización se haya fijado por escrito o en otra forma, estarán protegidos por el derecho de autor y consecuentemente por el derecho de propiedad intelectual.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación Nº 14).

- - -

Artículo 6º


Pasa a ser artículo 7º, sin enmiendas.

- - -


En virtud de las modificaciones consignadas en los párrafos precedentes, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1º.- El objeto de la presente ley es definir las políticas de fomento y resguardo de la actividad circense nacional en cuanto manifestación de la cultura chilena.


Artículo 2º.- Para los efectos de la presente ley se entiende por circo aquellos establecimientos preferentemente habilitados en carpas que, debidamente autorizados, están destinados a la celebración de espectáculos circenses y cuya programación se orienta especialmente a los niños. Asimismo, se entenderá por espectáculo circense la ejecución o representación en público de ejercicios físicos de acrobacia o habilidad, de actuación de payasos, malabaristas, prestidigitadores e ilusionistas, músicos, animales amaestrados y otras similares.

En tal virtud, esta actividad podrá acceder, a través de los mecanismos legales pertinentes, a los recursos que contempla la legislación vigente en materia de fomento de expresiones artísticas y culturales. 


No tienen el carácter de circos los espectáculos de contenido frívolo o revisteril, orientados al público adulto, aun cuando ellos sean presentados en carpas.



Artículo 3º.- Las autoridades nacionales, regionales y comunales deberán otorgar las facilidades necesarias y suficientes y adoptar todas las medidas que correspondieren para promover las actividades del Circo Chileno en su calidad de instrumento de entretención, recreación y formación cultural básica. En todo caso, la relación de los circos se establecerá preferentemente con las autoridades de gobierno interior y con los alcaldes de las comunas en que se presenten sus espectáculos.


Los circos deberán respetar y adecuar su funcionamiento a las regulaciones que, en conformidad a la ley, dispongan las instituciones policiales, la Superintendencia de Servicios Eléctricos y Combustibles, el Servicio Agrícola y Ganadero, los Servicios de Salud, los Planes de Higiene Ambiental, las ordenanzas municipales y, en general, las disposiciones establecidas para esta clase de eventos.

Artículo 4°.- El funcionamiento y los derechos que cobren los municipios a los circos que operen en la respectiva comuna serán regulados mediante una ordenanza, la que podrá eximir parcialmente de dicho pago a los circos nacionales en virtud de su contribución al desarrollo de la cultura popular criolla. 



La ordenanza establecerá también las normas básicas de los convenios que cada circo eventualmente celebre con la respectiva municipalidad, tendientes a ofrecer funciones gratuitas a los sectores de escasos recursos. 


Asimismo, ella podrá determinar la afectación de un sitio de dominio o tenencia municipal, dotado de los servicios indispensables para el funcionamiento de circos y otros espectáculos similares. En todo caso, para adoptar la correspondiente resolución el municipio deberá solicitar la opinión a las organizaciones regionales, o nacionales en su defecto, de artistas circenses. 



Artículo 5°.- Los circos de procedencia extranjera deberán actuar en el territorio nacional sujetándose en todo a la legislación vigente.

Artículo 6º.- Los números y pases circenses cuya realización se haya fijado por escrito o en otra forma, estarán protegidos por el derecho de autor y consecuentemente por el derecho de propiedad intelectual.


Artículo 7º.- Un reglamento contemplará las demás normas que fueren necesarias para el fomento de la actividad circense, y señalará la forma de acreditar y fiscalizar el funcionamiento de los circos nacionales y extranjeros, en relación con la normativa fijada por esta ley.”. 

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 8 de agosto de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, Ricardo Núñez Muñoz y Hosain Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 10 de agosto de 2006.

(Fdo.):Mario Tapia Guerrero,
Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL VICEPRESIDENTE DE LA REPÚLICA, QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.665, CON EL FIN DE POSPONER LA FECHA DE NOMBRAMIENTO DE JUECES DE GARANTIA Y DE TRIBUNAL ORAL EN LO PENAL EN LA REGIÓN METROPOLITANA

(5099-07)

HONORABLE SENADO:




La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar acerca del proyecto de la referencia, iniciado en mensaje del señor Vicepresidente de la República y que ha sido declarado con urgencia de discusión inmediata.




Se hace presente que el artículo 1° del proyecto requiere el voto conforme de cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio para ser aprobado, porque  se refiere a la organización de los tribunales de justicia. 


Se consultó la opinión de la Corte Suprema acerca de las normas contenidas en la iniciativa. El Alto Tribunal manifestó concordar con ellas, sin perjuicio de anotar que debería revisarse lo relativo a la asignación presupuestaria que financiaría el gasto que supone el proyecto para el próximo año.


A la sesión en que se estudió este asunto asistieron el Presidente de la Corte Suprema, Ministro señor enrique Tapia Witting; el señor Ministro de Justicia, don Carlos Maldonado Curti; el Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, señor Miguel Sánchez Brito; la Jefa de Recursos Humanos de dicha Corporación, doña Andreina Olmos Marchetti.

- - - - - - - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO


Al tenor del mensaje que le da origen, esta iniciativa de ley tiene por objetivo asegurar que el sistema de justicia del crimen anterior a la Reforma Procesal Penal, mientras subsista, cumpla con ciertos estándares básicos de eficiencia y eficacia, que se verían amagados por el volumen de causas aún pendientes en juzgados del crimen, si se ejecuta el programa previsto en la ley para su supresión, dentro de los plazos actualmente establecidos. También el proyecto procura que la provisión de los cargos de jueces del nuevo sistema se haga a medida que las necesidades efectivas de su funcionamiento lo requieran.

Para ello, se pospone la época en que deben asumir los jueces de garantía y de tribunal oral en lo penal de las Cortes de Santiago y San Miguel y, simultáneamente, se dilata en el tiempo, hasta junio de 2008,   el proceso de supresión de juzgados del crimen de la Corte de Apelaciones de Santiago.




El proyecto está conformado por dos artículos permanentes. 

El primero, introduce enmiendas en los artículos 1° y 5° transitorios de la ley N° 19.665, sustituyendo la fecha límite para nombrar la totalidad de los jueces de garantía del territorio de las Cortes de Santiago y San Miguel, que es junio de 2006, por junio de 2008, y la fecha tope para nombrar a los jueces de los tribunales orales en lo penal del territorio de las mismas Cortes, que es junio de 2007, por junio de 2008.

El segundo, señala que el gasto que irrogue el proyecto durante 2007 se financiará con cargo a la Partida 03, del Poder Judicial.

- - - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO


El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

- Artículo 77 de la Constitución Política, que dispone que una ley orgánica constitucional determinará la organización y atribuciones de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la República. 

- Artículo 63 de la Constitución, números 1) y 3), conforme a los cuales la materia contenida en el presente proyecto es propia del dominio máximo legal.

- Ley N° 19.665, ya citada, que reforma el Código Orgánico de Tribunales.

- Ley N° 19.861, que modificó el calendario de nombramiento de jueces de garantía.

- Ley N° 19.919, que postergó por seis meses, hasta el 16 de junio de 2005, la entrada en vigencia de la reforma procesal penal en la Región Metropolitana de Santiago.
- - - - - - -

DISCUSIÓN Y APROBACIÓN


El señor Presidente de la Corte Suprema expresó que el proyecto es necesario, pues, de aplicarse el calendario previsto para poner término a los cargos de juez del crimen del antiguo sistema procesal penal, el próximo sábado, 16 de junio de 2007,  quedaría en Santiago uno solo de esos tribunales, el cual debería asumir las más de 24.000 causas pendientes en los dieciocho juzgados actualmente en funciones.


El señor Ministro de Justicia agregó que el plan de reducción de los antiguos juzgados del crimen, dado el volumen de causas pendientes, no permitiría dar a los procesados ni a las víctimas garantías de que tendrán un debido proceso. 

Por ello se propone para la Región Metropolitana una reducción gradual, que se desarrollará en un lapso de tiempo superior al previsto inicialmente. Al término del segundo año de la entrada en vigencia de la Reforma Procesal Penal, término que se cumple el sábado 16 del mes en curso, en la mencionada Región continuarán en funciones seis juzgados del crimen, en lugar de uno. El 1 de enero de 2009 se reducirán a dos y el 1 de enero de 2010 a uno. O sea, en cada oportunidad se reduce a un tercio el número de esos juzgados. Será la Corte de Apelaciones de Santiago la que determine cuáles subsisten en cada una de las fechas indicadas.


Por otro lado, señaló el señor Ministro de Justicia, la carga de trabajo de los tribunales del nuevo sistema de justicia penal no hace necesario proveer ahora la totalidad de los cargos de jueces de garantía y de tribunal de juicio oral en lo penal, por lo que los plazos para hacerlo se prorrogan hasta junio de 2008. Ello no obsta, por cierto, a proveerlos en la medida en que el funcionamiento de la nueva justicia criminal así lo exija, aún antes de esa fecha límite.


Respondiendo una consulta de la Honorable Senadora señora Alvear, el señor Ministro de Justicia indicó que en los estudios y previsiones que permiten formular el proyecto en estudio se contemplaron los mayores requerimientos impuestos por la puesta en operación de la ley de responsabilidad penal de los adolescentes.


El Honorable Senador señor Espina interrogó si se ha tomado en cuenta las diferentes realidades de las diversas regiones del país, pues hay zonas en que hay escasez de jueces y es urgente proveer las vacantes existentes. Solicitó que el Ejecutivo informe a esta Comisión, en un plazo no mayor a sesenta días, acerca de la dotación efectiva actual de jueces del sistema penal y de los tribunales mixtos, desglosada por regiones. 


A lo anterior, el Honorable Senador señor Gómez agregó a la anterior la petición de proporcionar igual información en lo que atañe a la justicia laboral y la de familia. Todo ello, con el propósito de contar con una imagen actualizada de la estructura del Poder Judicial.


El señor Ministro de Justicia informó que todos los  cargos en regiones han sido nombrados y que las vacantes existentes se producen por traslados y porque los nominados postulan a otros cargos y destilaciones y se comprometió a proporcionar los datos solicitados, en el lapso recién indicado.


Atendidas las explicaciones arriba colacionadas, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, aprobó en general la iniciativa.


- Votaron por la aprobación los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Gómez.

- Finalmente, con la misma votación, la Comisión introdujo en la redacción del primer artículo de esta iniciativa legal algunas modificaciones menores.


Finalmente, la Comisión introdujo en el primer artículo de la iniciativa en informe algunas rectificaciones de redacción menores.

- - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO 




Se consigna a continuación el texto del proyecto cuya aprobación propone la Comisión:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.665:

1) Al artículo 1º transitorio:

a) Sustitúyese en el párrafo final de su numeral 3), el guarismo “2006” por “2008”.

b) Sustitúyese en el párrafo final de su numeral 4), el guarismo “2007” por “2008”.

2) Intercálase en su artículo 5° transitorio, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual inciso quinto a ser sexto:

“Sin perjuicio de lo señalado en los incisos precedentes, en el territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones de Santiago, al término del segundo año subsistirán seis juzgados del crimen; dos, desde el 1° de enero de 2009; y uno, desde el 1° de enero de 2010. La Corte de Apelaciones de Santiago señalará los juzgados del crimen subsistentes, los que tendrán a su cargo el conocimiento de las causas relativas a hechos acaecidos con anterioridad a la fecha que señala para la Región Metropolitana el artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, entendiéndose, para todos los efectos constitucionales y legales correspondientes, que dichos juzgados son el continuador legal de todos aquellos suprimidos en la respectiva jurisdicción.”.
Artículo 2°.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2007 se financiará con los recursos contemplados en la Partida 03, Poder Judicial, del Presupuesto del Sector Público vigente.”.
- - - - - - -

Acordado en sesión de hoy, con asistencia delos Honorables Senadores señor José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señor Alberto Espina Otero.


Valparaíso, 11 de junio de 2007.
(Fdo.):FERNANDO SOFFIA CONTRERAS,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL VICEPRESIDENTE DE LA REPÚLICA, QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.665, CON EL FIN DE POSPONER LA FECHA DE NOMBRAMIENTO DE JUECES DE GARANTIA Y DE TRIBUNAL ORAL EN LO PENAL EN LA REGIÓN METROPOLITANA

(5099-07)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, individualizado en el rubro, iniciado en Mensaje de S.E. el Vicepresidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


A la sesión en que se debatió la iniciativa asistieron, además de sus miembros, el Ministro de Justicia, señor Carlos Maldonado y el Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco.
- - -


Cabe hacer presente que la Comisión discutió la iniciativa en general y particular a la vez por encontrarse con urgencia calificada de “discusión inmediata”, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación.


El proyecto de ley en estudio fue analizado previamente por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
OBJETIVO FUNDAMENTAL DEL PROYECTO


El principal objetivo de la iniciativa es posponer el nombramiento efectivo de los jueces de garantía y de tribunal oral en lo penal de la Región Metropolitana, creados por la ley Nº 19.665.-
ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presentes los siguientes antecedentes:


I.- Antecedentes de Hecho

- Mensaje

El Ejecutivo señala que luego de analizar las necesidades actuales del sistema procesal penal en la Región Metropolitana, es posible concluir en la conveniencia de modificar el plazo establecido para el nombramiento de la totalidad de los jueces de garantía y de tribunal oral en lo penal que, según lo dispone la norma correspondiente, debían ser nombrados a más tardar en junio de 2006 y junio de 2007. Dicho calendario lo estableció la ley Nº 19.665, artículo primero transitorio, numerales 3 y 4, según las modificaciones que le fueron introducidas por la ley Nº 19.861, que gradualizó el nombramiento de jueces de garantía y orales y la ley Nº 19.919, que adecuó dicha gradualidad a la nueva fecha de entrada en vigencia de la Reforma Procesal Penal en la Región Metropolitana. 

Agregó que el cambio de dicho plazo se funda en los registros de ingresos y análisis de carga de trabajo comparada, realizados durante el año 2006 por la Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal del Ministerio de Justicia. Estos señalaron que tales nombramientos no se justificaban, en razón de la carga de trabajo efectiva de los respectivos tribunales, para las fechas señaladas como plazo en el párrafo precedente. Dichas fechas fueron introducidas por sugerencia parlamentaria durante la tramitación legislativa del proyecto que gradualizó el nombramiento de jueces. 

Además señala que en el contexto de la búsqueda de un eficiente funcionamiento de la antigua justicia del crimen, que permita no sólo la resolución en tiempo de las causas existentes, sino además –en el contexto de las limitaciones estructurales que motivaron su reemplazo- un coherente funcionamiento del sistema en su conjunto, se decidió proponer, para la jurisdicción de la Corte de Apelaciones de Santiago, la subsistencia temporal de un número de juzgados del crimen que, de acuerdo con la normativa vigente debían ser suprimidos el presente año. 

El mismo documento indica que se propone modificar la norma correspondiente, que  establece que tras el cumplimiento de dos años de vigencia de la Reforma Procesal Penal en la Región Metropolitana, se produciría la supresión total de los antiguos Juzgados del Crimen, subsistiendo sólo uno de ellos para el conocimiento de todas las causas anteriores al 16 de junio de 2005.

Señala enseguida que lo anterior, es debido a que los estudios realizados sobre el particular revelan que los 18 tribunales del crimen de la jurisdicción de esa Corte de Apelaciones aun en funciones en la Región Metropolitana, se encuentran conociendo un número de causas que hace inviable su traspaso a un solo tribunal y que, de concretarse, importaría una afectación severa de las garantías de las partes y de la eficiente prestación del servicio judicial. Ello se explica por el hecho de que, a pesar de no ser competentes para conocer de los hechos punibles acaecidos con posterioridad al 16 de junio de 2005, estos tribunales sí mantienen competencia para el conocimiento de las causas en actual tramitación y de todas aquellas eventuales causas sobre hechos que revistan caracteres de delito, acaecidos con anterioridad a la entrada en vigencia de la Reforma, respecto de los cuales no esté prescrita la acción penal. 


II.- Antecedentes Jurídicos

- Ley N° 19.665, de reforma del Código Orgánico de Tribunales.

DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR


El Ministro de Justicia, señor Maldonado señaló que esta iniciativa tiene dos propósitos fundamentales y se enmarca en la reforma procesal penal en cuanto a los juzgados con competencia en materia penal. Agregó  que, por una parte, en relación con los juzgados del sistema antiguo, es sabido que es un sistema en extinción pero que aún no desaparece. 

Hizo presente luego que este es un proyecto que recae exclusivamente sobre la Región Metropolitana y los jueces penales tienen una desaparición programada. Un hito clave de esa desaparición programada se cumple el 16 de junio, cuando de acuerdo a la ley y por el solo ministerio de la ley desaparecerán, de los 18 juzgados actualmente existentes 17, quedando sólo uno subsistente.

Enseguida manifestó que se hizo un trabajo técnico alcanzando un acuerdo con la Corte Suprema acerca del número de juzgados que es realmente necesario;  porque la carga de trabajo, si bien es cierto, ha disminuido sensiblemente desde que se inició la reforma procesal penal en Santiago, a junio de 2005 no ha disminuido todavía a un ritmo tal que pueda ser compatible con la subsistencia de un solo juzgado del crimen.

Puso de relieve que se está hablando aproximadamente de  24 o 25 mil causas  que todavía subsisten del sistema antiguo. Por ello en el acuerdo con la Corte Suprema se llegó a la propuesta que hoy día está en el proyecto, en términos de dejar subsistente, en lugar de uno, seis juzgados del crimen, por un año y medio, es decir hasta diciembre de 2008, luego dos y luego uno. 

Indicó que ello supone dejar a partir de ahora, juzgados con aproximadamente 4.000 causas cada uno, lo que se considera una cifra manejable.

Enseguida expresó que en cuanto a la competencia para conocer las causas nuevas la ley establecía un nombramiento gradual de los jueces de garantía y de los jueces de tribunales del juicio oral en lo penal y la realidad es que a la fecha tanto los jueces de garantía como los jueces del tribunales orales en lo penal han sido nombrados en su mayoría pero queda un número importante de jueces pendientes.

Recordó que durante el año pasado, especialmente, hubo un debate público sobre el nombramiento de nuevos jueces y sobre si se justificaba o no cumplir con la obligación de nombrarlos y los costos que ello implicaba en circunstancias que la carga de trabajo todavía no lo justifica. Al respecto señaló que cuando se discutió el nombramiento gradual de jueces de garantía y tribunales orales se hizo pensando en que se fueran nombrando en la medida que la carga de trabajo lo justificara. Sin embargo, de la propia discusión parlamentaria de la época, se dijo que el cronograma era revisable si la realidad así lo aconsejaba. Precisamente, en ese contexto nos presentamos ante el Parlamento, proponiendo esta modificación, que está concordada con la Corte Suprema y que tiene por único objeto, en cuanto a los jueces del nuevo sistema, prorrogar hasta junio de 2008 el nombramiento de la dotación faltante. 

Enfatizó que en ese contexto se quiere contar con el plazo adicional para consensuar una solución y presentársela al Parlamento y anticipó desde ya que una de las cosas que se quiere explorar con la Corte Suprema es la posibilidad de flexibilizar dotaciones porque la realidad actual es que las cargas de trabajo también se comportan de manera disímil. 


El Honorable Senador señor Escalona hizo presente que en el oficio remitido por la Excelentísima Corte Suprema se da un parecer favorable a esta iniciativa, sin embargo, en cuanto al financiamiento señaló la Corte que éste debía clarificarse y agregó que debería suplementarse el Presupuesto de este año.

El señor Ministro de Hacienda y el señor Ministro de Justicia indicaron que en razón de que no se nombraron jueces de garantía  durante el presente año, esos recursos quedarían disponibles para efectos del presente proyecto.


Los miembros de la Comisión plantearon al Ejecutivo la necesidad que esta materia pueda aclararse con el Poder Judicial.


Sometido a votación el proyecto de ley en informe, fue aprobado en general y particular, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Novoa y Sabag.

FINANCIAMIENTO


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 5 de junio de 2007, señala en lo pertinente que “la aplicación del proyecto implica un gasto de $527.251 miles, para el año 2007, el cual se financiará con cargo a los recursos que se contemplan en el presupuesto vigente del Poder Judicial, y en los años posteriores se considerará en los correspondientes presupuestos anuales.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa no producirán desequilibrios macroeconómicos, ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe en los mismo términos en que lo hiciera la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.665:


1) Al artículo 1º transitorio:


a) Sustitúyese en el párrafo final de su numeral 3), el guarismo “2006” por “2008”.


b) Sustitúyese en el párrafo final de su numeral 4), el guarismo “2007” por “2008”.


2) Intercálase en su artículo 5° transitorio, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual inciso quinto a ser sexto:


“Sin perjuicio de lo señalado en los incisos precedentes, en el territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones de Santiago, al término del segundo año subsistirán seis juzgados del crimen; dos, desde el 1° de enero de 2009; y uno, desde el 1° de enero de 2010. La Corte de Apelaciones de Santiago señalará los juzgados del crimen subsistentes, los que tendrán a su cargo el conocimiento de las causas relativas a hechos acaecidos con anterioridad a la fecha que señala para la Región Metropolitana el artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, entendiéndose, para todos los efectos constitucionales y legales correspondientes, que dichos juzgados son el continuador legal de todos aquellos suprimidos en la respectiva jurisdicción.”.


Artículo 2°.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2007 se financiará con los recursos contemplados en la Partida 03, Poder Judicial, del Presupuesto del Sector Público vigente.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 11 de junio de 2007, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), José García Ruminot, Jaime Gazmuri Mujica, Jovino Novoa Vásquez y Hosaín Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 11 de junio de 2007

(Fdo.):Roberto Bustos Latorre,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIONES DE HACIENDA Y DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE MODIFICA EL DECRETO LEY Nº 3.500, DE 1980, CON EL OBJETO DE AMPLIAR LÍMITES DE INVERSIÓN EN EL EXTRANJERO DE LOS FONDOS DE PENSIONES

(5082-05)

Honorable Senado:


Vuestras Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, tienen el honor de informaros el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, individualizado en el rubro, originado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.

- - -


A la sesión en que se debatió la iniciativa asistieron, además de sus miembros, el Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco; el Subsecretario del Trabajo, señor Zarko Luksic; la Superintendente de Administradoras de Fondos de Pensiones, señora Solange Berstein y el asesor del Ministro del Trabajo, señor Francisco Del Río.

Cabe hacer presente que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación, el proyecto sólo se discutió en general.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

El artículo único y el artículo transitorio revisten el carácter de normas de rango orgánico constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 108 de la Constitución Política de la República, por incidir en atribuciones y funciones del Banco Central de Chile.
- - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL DEL PROYECTO

La iniciativa propone cambios al decreto ley N° 3.500, de 1980, consistiendo los principales de ellos en la modificación de los límites generales de inversión en el extranjero de los Fondos de Pensiones y de los límites de inversión en moneda extranjera sin cobertura cambiaria.
- - - 

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presentes los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


Decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece Nuevo Sistema de Pensiones.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

Mensaje


En dicho documento se señala que la iniciativa propone cambios al decreto ley N° 3.500, que consisten en la modificación de los límites generales de inversión en el extranjero de los Fondos de Pensiones y de los límites de inversión en moneda extranjera sin cobertura cambiaria, así como la clasificación de cuotas de fondos mutuos, cuotas de fondos de inversión e instrumentos representativos de índices, según su subyacente.

El Mensaje informa que en particular, el proyecto de ley contempla las siguientes modificaciones.
1. Aumento del límite global de inversiones en el exterior

El límite máximo de inversión en el exterior para la suma de los Fondos de Pensiones administrados por una misma administradora, es fijado por el Banco Central, dentro de los rangos que establece el Decreto Ley N° 3.500, de 1980. Actualmente, este límite se encuentra en el máximo que la ley permite fijar al Banco Central, que es de 30% del valor de los fondos de pensiones. El presente proyecto de ley eleva el rango permitido para este límite a 45% para la suma de los Fondos de cada administradora, conservando la facultad del Banco Central para fijar el límite efectivo.
2. Aumento de los límites máximos de inversión en moneda extranjera sin cobertura cambiaria para cada tipo de Fondo

El Decreto Ley N° 3.500, de 1980, contempla actualmente un rango dentro del cual el Banco Central fija el porcentaje máximo de inversión en moneda extranjera sin cobertura cambiaria permitida a cada tipo de Fondo. Dicho porcentaje se establece en relación al valor total de cada Fondo. Actualmente, los rangos contemplados en el Decreto Ley N° 3.500, de 1980, y los límites vigentes son los que se muestran a continuación:

	 
	Cota Inferior
	Límite   Máximo
	Límite Vigente

	Fondo A
	25%
	40%
	40%

	Fondo B
	15%
	25%
	25%

	Fondo C 
	10%
	20%
	20%

	Fondo D
	8%
	15%
	15%

	Fondo E
	6%
	10%
	10%



El presente proyecto de ley contempla el aumento del límite máximo a 45% para el Fondo Tipo A; a 35% para el Fondo Tipo B; a 30% para el Fondo Tipo C, y a 20% para el Fondo Tipo D. El límite efectivo deberá ser fijado por el Banco Central dentro del rango propuesto con estos nuevos máximos.

3.- Clasificación de cuotas de fondos mutuos, cuotas de fondos de inversión y títulos representativos de índices, según su subyacente.


Actualmente, para efectos del cálculo del límite máximo de inversión en renta variable de cada tipo de Fondo de Pensiones, las cuotas de fondos mutuos y de fondos de inversión, así como los títulos representativos de índices, son siempre consideradas como renta variable, independientemente de la composición del portafolio del Fondo.


El presente proyecto de ley establece que las cuotas de aquellos fondos mutuos o fondos de inversión, así como los títulos representativos de índices, que no tengan inversiones en renta variable, se considerarán como títulos de deuda para efectos del límite de inversión en renta variable; es decir, dejarán de ser considerados para el cálculo de dicho límite. Esto reducirá los costos de la inversión de los Fondos de Pensiones en títulos de deuda en el extranjero. Además, permitirá que la ampliación del límite de inversión en el extranjero se materialice en forma balanceada y eficaz.
4.- Gradualidad en el aumento del límite de inversión en el extranjero

Finalmente, el Mensaje incorpora una disposición transitoria, que propone  gradualidad en el aumento del límite de inversión en el extranjero para preservar la estabilidad del mercado de capitales local.

Se indica que para evitar ajustes severos en el portafolio de los Fondos de Pensiones que pudiesen afectar los precios y la liquidez del sistema financiero, el proyecto establece que el límite máximo para la inversión en el extranjero de los Fondos no podrá ser superior a 35% en los primeros 4 meses desde la entrada en vigencia de la ley, ni a 40% entre los meses quinto y octavo, pasando a ser de 45% a partir del noveno mes.

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al darse inicio al análisis de la iniciativa en informe el señor Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco efectuó una exposición acerca de los principales aspectos del proyecto.

Indicó  que la idea central es muy sencilla. Es sabido que los fondos de pensiones hoy día tienen casi 100 mil millones de dólares acumulados y que la ley fija un máximo de 30 % que se pueden invertir fuera de Chile y dicho límite está acotado y de hecho por razones técnicas está levemente sobrepasado; lo que significa que de cada 10 pesos los chilenos y chilenas tiene 3 pesos fuera de Chile y 7 pesos dentro de Chile. 
Agregó que ello genera ciertos problemas. Un tipo de problema tiene que ver con la imposibilidad de seguir diversificando los riesgos asociados a estas inversiones. La economía chilena es menos del 1% de la economía mundial, es el 0,2% de la economía mundial y, sin embargo, nuestra riqueza como ciudadano está 70% invertida en ese 0,2%, lo que desde el punto de vista de la diversificación de riesgo, no es obviamente lo más adecuado, por lo tanto, parece importante  avanzar en una mayor diversificación que permita reducir riesgos.

Luego señaló que el proyecto de ley de reforma del sistema de pensiones, que estas comisiones conocerán, contempla un incremento paulatino en este techo que llega al 80%. Este proyecto lo que hace es que toma un escalón de esa escalera, el que lleva del 30% al 45 % y fija un nuevo límite que llega eventualmente a 45%.

Manifestó que otro aspecto es mejorar la rentabilidad esperada, porque puede ocurrir que haya alternativas de inversión que sean más rentables para los afiliados y que hoy día no se pueden aprovechar porque se está contra un techo. De existir esas oportunidades las administradoras actuando a nombre de los afiliados las tomarán, de no existir no las tomarán. Pero un cambio como éste sólo puede subir la rentabilidad esperada porque abre un abanico, amplía el menú de alternativas y por lo tanto mejora la rentabilidad.

Indicó que otra razón para este proyecto es que con el límite actual hay una cota a los flujos de capital que pueden ocurrir desde Chile, al mismo tiempo que dado el buen desempeño de nuestra economía, de la liquidez de la economía mundial, de las constelaciones de las tasas de interés y otros factores de interés, hay flujos de capitales hacia Chile nada despreciables, inversión extranjera, inversiones de portafolio, etc. Entonces ello hace que de un potencial desbalance se arroje un equilibrio para el mercado cambiario que no necesariamente es el más atractivo para nuestros exportadores y, en especial, para nuestros exportadores agrícolas y, por eso la Presidenta de la República, el 21 de mayo, anunció un paquete de políticas, una de las cuales contempla un ajuste de la meta de superávit manteniendo el sistema de balance estructural, y al mismo tiempo, anunció esta medida que permite hacer un aporte a la competitividad de la economía, al valor del dólar, a tener un tipo de cambio alineado y a tener un sector exportador competitivo que siga siendo el motor del crecimiento como lo ha sido por un par de décadas. Y, además, esto permite avanzar en la integración financiera porque en la medida que haya más recursos invertidos fuera de Chile habrá más flujos desde y hacia Chile, habrá conexiones de nuestras instituciones financieras con las externas, en suma mayor integración financiera, que es lo que más o menos los países avanzados o lo que los países que van en desarrollo tienden a tener. 

En cuanto al contenido del proyecto señaló que el techo pasa de 30% a 45%, pero no pasa de una sola vez porque, a juicio de la Superintendencia y de todos los expertos de mercado, un cambio de ese tipo, en un solo escalón habría sido demasiado brusco. Expresó que deben hacerse ajustes de carteras, ajustes de portafolios, se debe recordar que hay depósitos de las A.F.P. en los bancos que probablemente al menos, en parte, se saquen de esos bancos y se trasladen a inversiones en el extranjero. Por ello, señaló, que la prudencia aconseja irse en pasos más pequeños y las etapas que contempla el proyecto son:

El día de vigencia de la ley el techo pasa del 30% a 35%; al cabo de 4 meses, el techo pasa de 35% a 40% y, al cabo de 8 meses, el techo pasa de 40% a 45% con lo cual si la ley estuviera vigente el 1º de julio, ya el 1º de marzo del año que viene se estará en el techo de 45%.

Enseguida manifestó que el proyecto aumenta, no sólo el límite de inversión en el extranjero, sino que también la porción que puede ser invertida en el extranjero sin cobertura cambiaria. Esto quiere decir que cuando se invierte en el extranjero no se invierte en pesos, sino en dólares o en euros, lo cual significa que hay un potencial de riesgo cambiario. 

Se quiere que, al mismo tiempo que se puedan sacar más recursos de Chile, también el porcentaje que no necesariamente está sujeto a cobertura cambiaria sea mayor. Si cada dólar que sale de Chile tiene que ser sujeto de una cobertura cambiaria, al salir un dólar tiene que entrar un dólar y por tanto el efecto se neutraliza. El poder sacar un dólar de Chile, sin que necesariamente haya una cobertura cambiaria, es lo que permite este cambio en los flujos y por lo tanto un potencial impacto en la competitividad.

Añadió luego que hoy existen ciertas restricciones a los tipos de fondos mutuos que se pueden comprar en el extranjero y, en especial, no resulta posible hoy comprar fondos mutuos de bonos, es decir, de instrumentos de rentas fijas que es lo natural que se quisiera y los Fondos de Pensiones hicieran y parece aconsejable permitir aquello.

Señaló que a grandes rasgos, los tres componentes centrales del proyecto son, el límite global, el límite sin cobertura y la reclasificación de instrumentos de inversión.

En relación a la trayectoria que seguiría el techo expresó que hoy día el techo está en un 30%, del mes 1 al 4 sería 35%, del mes 5 al 9 sería 40% y, a partir del noveno sería 45%. Hay también un mínimo que es 20%, lo que este proyecto hace es llevar el mínimo al 30% y lo deja allí. Ello  significa que el Banco Central puede fijar una cota al interior de la banda, que hoy está entre 20% y 30% y cuando el proyecto esté plenamente vigente estaría entre el  30% y 45%.

El Honorable Senador señor Escalona preguntó si hay alguna estimación de cuánto sería el flujo.

El Ministro señaló que alrededor de 16 mil millones de dólares que potencialmente podrían salir, potencialmente porque cada administradora va a tomar decisiones sobre estimación de la rentabilidad y el riesgo de las oportunidades de inversión. 

Enseguida agregó que el proyecto de ley mantiene las cuotas inferiores para cada uno de estos fondos y aumenta los techos para 4 de los 5 fondos. Deja el techo igual para el fondo E, que es donde hay techos más bajos porque es el fondo que admite menos riesgo, es más conservador y, en los anteriores, se sube el máximo en los montos.

Reiteró la idea del comienzo y expresó que ello es importante porque desde el punto de vista de la diversificación, así como se quiere diversificar el tipo de instrumentos en que están los afiliados, se quiere también diversificar el tipo de moneda en el que están invertidos los recursos y si se les obliga a que la cobertura sea total es como obligarles a estar exclusivamente en pesos. Eso manifestó no tiene ningún sentido porque se quiere diversificar entre bonos, países y también diversificar entre monedas, por lo tanto permitir que este tope sea más alto es el vehículo para que ellos puedan, los afiliados, a través de la administradora diversificar también las monedas en las que se invierten también los fondos.

Insistió que esto también es importante porque es precisamente el movimiento de capital, la inversión en el exterior, sin cobertura, la que tiene el máximo impacto en los flujos de capital netos y por lo tanto, potencialmente, en el mercado de capitales.

Señaló que se habla de riesgo moneda y no de riesgo país porque perfectamente se podría tener un título emitido en Chile en dólares que tenga riesgo moneda sin tener riesgo país. Y lo que se está haciendo aquí es permitir un mayor riesgo en dólares, en euros o en yenes. Ahora lo que si es cierto es que el grueso de las inversiones en dólares están fuera de Chile y por lo tanto uno esperaría que alzar este riesgo implique un cambio en la composición del portafolio hacia activos fuera de Chile. 

Agregó que esto tiene un efecto deseable y positivo para el sector exportador y no necesariamente una fuente de riesgo adicional porque se está hablando de diversificación y, además, porque el ciclo del tipo de cambio es favorable a este tipo de inversiones. Ello quiere decir que cuando el cobre está alto y el peso está fuerte, es la ocasión para invertir afuera, por lo tanto es el momento en que con pocos pesos se compran muchos dólares por lo tanto es una buena inversión. 

Indicó que si se quiere repatriar, en un año en que el cobre está bajo y la economía está lenta, ocurrirá que probablemente va a ser un período de peso más débil y por lo tanto tener inversiones en dólares, en ese momento, es muy atractivo porque al repatriar yo tengo pocos dólares que compran muchos pesos y por lo tanto, el afiliado ganó en la salida y ganó en la entrada. 

Luego manifestó que hoy día el grueso de la inversión en el extranjero es inversión en fondos y si uno quiere que una empresa que invierte desde Chile en el extranjero enfrente los menores costos posibles para administrar su plata en el extranjero, porque es necesario recordar que si la A.F.P. en Chile subcontrata a un administrador externo, eso lo va a cobrar al afiliado y se quiere crear las condiciones para que los manejos de estos fondos afuera sea lo más barato posible, de modo que el afiliado no tenga que pagar la cuenta. Entonces se preguntó, ¿cómo abarato la inversión fuera de Chile?, se logra comprando fondos en vez de comprar bonos o acciones individuales, comprando un fondo, compra un índice, que es un paquete de 100 bonos o acciones distintas o de 500 o 1000 acciones.

Luego señaló que hoy día puede ocurrir que haya un fondo que tiene exclusivamente renta fija, que no es clasificado como renta fija y eso hace que hoy día estén topadas las A.F.P. y no puedan aprovechar todas las inversiones que podrían hacer en instrumentos de rentas fijas ahorrando en costos de administración e invirtiendo a través de fondos. Lo que se hace aquí es permitir si se quiere salir al exterior y comprar un fondo mutuo y dicho fondo mutuo tiene sólo bonos y no tiene acciones, se le clasifica como renta fija y por lo tanto no está sujeto al límite de renta variable. 

El Honorable Senador señor García, señaló que este es un proyecto bastante compartido y deseado que llegara al Congreso. Se ha reconocido que hoy día las A.F.P. están levemente sobrepasadas en el límite de inversiones en el extranjero, hablándose del 32% o del 32,5%. Y consultó qué disposición habría del Ejecutivo para aumentar ese 35% a 37% manteniendo el resto de la escala, considerando que ya se está en un 32% o 33% y considerando además que se supone que el Banco Central va a autorizar el máximo que es 35%, luego el margen que quedará para invertir en el extranjero será bastante pequeño y considerando además que todos los meses están recibiendo recaudación y que también existe una marcada preferencia, sobre todo en la gente más joven, por el Fondo Tipo A en que los instrumentos de renta variable son un 80%.

El señor Ministro contestando indicó que este es un tema que se estudió, porque la voluntad del Ejecutivo es alzar el límite y de hecho, el anuncio que hizo la Presidenta de la República, el 21 de mayo fue 45% y se quiere llegar al 45%. Pero al mismo tiempo al considerar el detalle del proyecto la opinión de los agentes de mercado, de la Superintendencia, que conoce muy bien la operatoria del mercado, del Banco Central, y de la gente a cargo de hacer el seguimiento de la estabilidad  financiera y liquidez, fue alcanzar el 45% pero dándole gradualidad. Ello porque los cambios que ocurrirán son grandes y el mercado tiene que hacer sus ajustes y en especial en el caso de los bancos.

Enfatizó que hay una cantidad de ajustes que tienen que hacerse y por lo tanto se recomendó la gradualidad. Agregó que no se debe perder de vista que se está hablando de una diferencia de meses, porque este 35% va a estar vigente por 4 meses, el tiempo necesario para que las casas de dinero, los bancos y los expertos de las mesas de dinero hagan sus ajustes, sólo 4 meses más tarde ya se estará en 40% y 4 meses más tarde se alcanzará el 45%.

El Honorable Senador señor Ominami, señaló  su parecer favorable pare este proyecto, y dijo que le parece que ayuda en el ámbito cambiario, y cree que también debería ayudar a que no se siga generando una burbuja desde el punto de vista bursátil, porque al estar topados los límites de inversión en el extranjero hay una presión excesiva sobre el mercado bursátil y, entiende que además hay un problema delicado que tiene que ver con la falta de disponibilidad de instrumentos para invertir internamente. Esto es lo que se genera como instrumentos de inversión interna es menor que el aumento que está experimentando año a año el fondo y por lo tanto se iba a multiplicar este efecto burbuja, particularmente en el ámbito bursátil y se produciría una fuertes escasez de papeles sobre los cuales invertir. 

Indicó enseguida que es importante reconocer que esta es una discusión que se viene planteando hace bastante tiempo, que ya se tuvo en la discusión sobre Mercado de Capitales. Recordó que allí, en honor a la verdad, hay que decir que hubo una indicación que presentaron los parlamentarios de la Alianza que apuntaba en esta dirección. En esa ocasión se dijo que estaban tratando Mercado de Capitales, y sería en un proyecto de reforma de la previsión donde este tema se plantearía y, efectivamente, está planteado con límites incluso mayores del 80%. Agregó que después la situación siguió deteriorándose y también ellos se sumaron a esta idea, incluso realizaron una especie de consulta informal en Hacienda respecto de esto y encontraron bastante buena disposición para aprobar un proyecto de este tipo. 

El Honorable Senador señor Sabag, señaló que  esta es una aspiración muy sentida de la industria de las A.F.P., que la han manifestado en reiteradas oportunidades y ahora ha llegado la hora de satisfacerles sus aspiraciones y esto va en beneficio, sin duda de los trabajadores, que tienen su previsión en cada una de estas A.F.P., por lo que lo estima altamente conveniente. Agregó que es una industria que está muy madura y por lo tanto muy capacitada para hacer las inversiones correspondientes en las mejores alternativas y están también los resguardos legales debidamente tomados. 


Sometido a votación en general el proyecto, la idea de legislar resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones, Honorables Senadores señora Alvear y  señores Allamand,  Escalona (como integrante de ambas Comisiones), García, Letelier, Longueira, Novoa, Ominami y Sabag.

- - -

FINANCIAMIENTO


El informe financiero acompañado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 28 de mayo de 2007, señala que el proyecto de ley no implica gasto fiscal. 


En consecuencia, las normas de la iniciativa no producirán desequilibrios macroeconómicos, ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -


En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestras Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, tienen el honor de proponeros la aprobación en general del proyecto de ley en informe, cuyo texto es del tenor siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo Unico.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 45 del Decreto Ley Nº 3.500, de 1980, que establece nuevo sistema de pensiones:


1) Agréguese al final del número 9), de los incisos noveno, décimo, undécimo y duodécimo, respectivamente, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “No se considerarán para efectos de este límite, cuando ninguno de sus activos corresponda a instrumentos representativos de capital, las cuotas de fondos de inversión y de fondos mutuos a que se refieren las letras i) y k), ni los títulos representativos de índices autorizados en virtud de la letra k).”.


2) Reemplázanse, en el inciso vigésimo tercero, las palabras “veinte” y “treinta” por “treinta” y “cuarenta y cinco”, respectivamente.


3) Reemplázase, en el inciso vigésimo cuarto, la oración “Estos límites máximos deberán estar dentro del rango que va de 25% a 40% del Fondo para el Fondo Tipo A; de 15% a 25% del Fondo para el Fondo Tipo B; de 10% a 20% del Fondo para el Fondo Tipo C; de 8% a 15% del Fondo para el Fondo Tipo D”, por la siguiente:

“Estos límites máximos deberán estar dentro del rango que va de 25% a 45% del Fondo para el Fondo Tipo A; de 15% a 35% del Fondo para el Fondo Tipo B; de 10% a 30% del Fondo para el Fondo Tipo C; de 8% a 20% del Fondo para el Fondo Tipo D”.

DISPOSICION TRANSITORIA


Artículo transitorio.- Las modificaciones introducidas por esta ley al Decreto Ley Nº 3.500, de 1980, entrarán en vigencia el primer día del mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.


Con todo, el límite indicado en el inciso vigésimo tercero del artículo 45 del Decreto Ley N° 3.500, de 1980, durante los primeros cuatro meses contados desde la fecha indicada en el inciso precedente, no podrá ser superior al treinta y cinco por ciento del valor del Fondo; entre el quinto y el octavo mes no podrá ser superior al cuarenta por ciento, y a contar del noveno mes dicho límite no podrá ser superior al cuarenta y cinco por ciento del valor del Fondo.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 6 de junio de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señor Camilo Escalona Medina (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Andres Allamand Zavala, José García Ruminot, Juan Pablo Letelier Morel, Pablo Longueira Montes, Carlos Ominami Pascual, Jovino Novoa Vásquez y Hosaín Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 8 de junio de 2007.

(Fdo.):Roberto Bustos Latorre,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE PRORROGA VIGENCIA DEL MECANISMO DE ESTABILIZACIÓN DE PRECIOS DE COMBUSTIBLES DERIVADOS DEL PETRÓLEO, ESTABLECIDO EN LA LEY Nº 20.063, CON LAS MODIFICACIONES QUE INDICA

(5086-05)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, individualizado en el rubro, iniciado en Mensaje de S.E. el Vicepresidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

- - -


A la sesión en que se debatió la iniciativa asistieron, además de sus miembros, el Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco; los señores Luis Felipe Céspedes, Coordinador de Política Económica; Claudio Juárez, Jefe de la División de Finanzas Públicas, y el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Héctor Lehuedé.
- - -


Cabe hacer presente que la Comisión discutió la iniciativa en general y particular a la vez por encontrarse con urgencia calificada de “discusión inmediata”, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación.

- - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL DEL PROYECTO


El principal objetivo de la iniciativa en informe consiste en renovar, hasta el 30 de junio de 2010, las disposiciones de la Ley N° 20.063, que establece un mecanismo de estabilización de precios de los combustibles líquidos derivados del petróleo, mediante la creación de fondos especiales distintos al Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo (FEPP) creado por la Ley N° 19.030, para gasolina automotriz, petróleo diesel y kerosene doméstico, incorporando recursos financieros adicionales para su normal funcionamiento.

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presentes los siguientes antecedentes:


I.- Antecedentes de Hecho

- Mensaje

En dicho documento, se consigna que por sus efectos en el bienestar social, el Gobierno ha velado continuamente por la implementación y el buen funcionamiento de mecanismos para atenuar las fluctuaciones de precios de los combustibles. Como muestra de lo anterior, en el año 2006, se dictó la ley N° 20.115, que prorrogó por un año el mecanismo de estabilización de la ley N° 20.063, el que vence el 30 de junio del presente año.   


Enseguida señala que el Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles busca reducir la volatilidad de los precios de los combustibles en el mercado nacional, evitando que situaciones puntuales o transitorias en los mercados internacionales generen fluctuaciones excesivas en los precios domésticos. 


Agrega a continuación que las significativas oscilaciones en los precios internacionales de los combustibles en los mercados de referencia, observadas en los últimos 12 meses, han permitido constatar la eficacia del mecanismo establecido en la ley N° 20.063 con las modificaciones contenidas en la ley N° 20.115. En la práctica este mecanismo ha logrado reducir significativamente el efecto de las variaciones en los precios internacionales de los combustibles en el mercado nacional.


Señala luego que durante los últimos seis meses, los mercados de referencia han experimentado alzas importantes en los precios de los combustibles atribuibles a factores puntuales o de carácter estacional. Durante el mismo lapso, el mecanismo de estabilización otorgó importantes créditos para atenuar dichas alzas en los precios de gasolina, diesel y kerosene. 


Luego expresa que en este mismo período, se ha producido un incremento importante en las importaciones de petróleo diesel destinadas a satisfacer la demanda de las centrales termoeléctricas. Así, las importaciones del último período han triplicado los volúmenes habituales de importación. 


Finalmente señala que la operatoria del fondo ha tenido un importante efecto de estabilización de las fluctuaciones de los combustibles, que ha generado innegables beneficios sociales. En este contexto, el proyecto de ley plantea la prórroga del Fondo por un período de tres años. Adicionalmente, los eventos antes descritos han significado que el fondo ha operado a su máxima capacidad en meses recientes, produciéndose un desgaste en sus recursos. En consecuencia, el proyecto de ley contempla el ingreso de nuevos recursos al Fondo, que permitirán su adecuada operatoria en el período de renovación. 


En relación a las modificaciones a la ley N° 19.764, el Mensaje, expresa que ésta establece un beneficio tributario a favor de las empresas de transporte de carga y de pasajeros que consiste en la devolución de una porción de lo pagado por estas empresas por concepto de impuesto específico al combustible y peajes respectivamente. Para acceder al beneficio, a partir de la fecha de vencimiento del mecanismo de estabilización de precios de combustibles derivados de petróleo (actualmente junio de 2007), las empresas deben cumplir con el requisito de estar adscritas a un sistema electrónico de cobro de peajes. 


Sin embargo, en atención a que mediante este proyecto de ley se amplía hasta junio de 2010 la fecha de vencimiento del mecanismo de estabilización, se ha estimado necesario modificar la fecha a partir de la cual se exigirá el mencionado requisito, al 1 de julio de 2008.


II.- Antecedentes Jurídicos

· Ley N° 20.063, que crea Fondos de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo.

· Ley N° 19.764, que establece el reintegro parcial de los peajes pagados en vías concesionadas por vehículos pesados y establece facultades para facilitar la fiscalización sobre combustibles.
DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR


El señor Ministro de Hacienda señaló que esta iniciativa introduce modificaciones a la ley sobre Fondo de Estabilización de Combustibles Derivados del Petróleo, que ya fuera modificada el año 2006, cuyo objeto es atenuar las fluctuaciones de la oferta de combustibles y reducir la volatilidad de los precios de los combustibles en el mercado nacional.

Agregó que en su casi año de funcionamiento el Fondo ha operado bien en dos dimensiones, en primer lugar, en relación a la volatilidad de los precios; según los cálculos con que cuentan la volatilidad semanal del precio de la gasolina sin el fondo habría sido cerca de un 70% mayor que la que se verificó en el período de renovación del fondo.

Enseguida señaló que entre febrero y mayo 2007, los precios de las gasolinas habrían experimentado un alza de hasta 23,5% sin el mecanismo, en cambio, con el uso del FEPCO el alza observada llegó sólo a 12,5%. En pesos esto habría significado 55 pesos más por litro de bencina.
Luego manifestó que en el periodo de renovación del Fondo se ha producido un incremento importante en las importaciones de petróleo diesel destinadas a satisfacer la demanda de las centrales termoeléctricas. Así, las importaciones del último periodo han triplicado los volúmenes habituales de importación.

Expresó luego que en cuanto al costo fiscal de este mecanismo, debe recordarse que cuando el precio internacional sube muy fuerte se da un crédito y en los periodos en que el precio internacional baja fuertemente se genera un impuesto. De modo que dependiendo de cuándo se hace el corte, si se hace en momentos en que ha habido crédito, habrá un costo para el Fisco y por la inversa si ha habido impuesto, el costo puede ser cero o incluso existir una recaudación. 

A continuación señaló que a junio de 2007 las operaciones del Fondo arrojarían un balance (suma acumulada de impuestos cobrados menos créditos otorgados) negativo en torno a US$25 millones. 

En relación a cómo opera el mecanismo el Ministro señor Velasco señaló que se comparan dos precios, el de paridad de importación, que es el precio al cual se puede importar producto desde los mercados relevantes y el precio de referencia, que es el construido como promedios móviles de crudo y promedios móviles de “diferenciales de refinación”. Estos diferenciales corresponden al precio de producto refinado menos el precio del crudo.

Acotó luego que sobre este precio de referencia se establece una “banda de referencia” de +/- 5% y, establece créditos o impuestos a la primera venta o importación de combustibles. Otorga créditos cuando la paridad de importación supera el límite superior de la banda de referencia y cobra impuestos cuando la paridad de importación es menor que el limite inferior de la banda de referencia.

Hizo presente que este mecanismo no constituye un subsidio permanente, existen en el mundo sistemas que estabilizan precios en un solo sentido, que no es el caso de este Fondo, ya que estabiliza el precio en ambas dimensiones.

Agregó que esta iniciativa busca prorrogar el mecanismo a 3 años, que funcionará hasta el 30 de junio de 2010.

Luego se hace una inyección de capital al Fondo por US$ 60 millones, que son necesarios para un normal funcionamiento por los tres años, incluyendo el mayor consumo de diesel.
Finalmente, indicó que el proyecto incorpora la renovación de un beneficio que actualmente tienen los transportistas ya que posterga hasta el 1 de julio de 2008 la entrada en vigencia del requisito del sistema electrónico de peajes establecido en la ley Nº 19.764. Ello porque se permite a los camiones y buses  de transporte público interurbano para que obtengan un descuento  del impuesto específico que es proporcional a lo que pagan en peaje. El diseño de la ley es que ocurra de modo automático una vez que esté vigente el sistema electrónico de peajes en todo el país, lo que no ha sucedido.
El Honorable Senador señor Novoa reiteró el concepto que en anteriores ocasiones ha formulado en relación al precio de los combustibles, señaló que el Fondo de Estabilización es un buen mecanismo, pero que no sólo se ve afectado por el precio internacional del crudo sino también por un componente interno cual es los impuestos que se aplican a los combustibles. Por ello, manifestó, que ellos han propuesto un mecanismo para el impuesto específico que sea variable en función de las alzas y bajas de los precios internacionales.  


El Ministro de Hacienda hizo presente  que, a su juicio el mecanismo del Fondo establecía la adecuada variabilidad y una rebaja en la recaudación de estos impuestos afectaría las posibilidades del Estado para impulsar las políticas sociales.


El Honorable Senador señor Sabag hizo presente su parecer favorable a esta iniciativa por los efectos beneficiosos que ha tenido en la estabilización de los precios de los combustibles.

Sometido a votación el proyecto de ley en informe, fue aprobado en general y particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Novoa y Sabag.

FINANCIAMIENTO


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 1 de junio de 2007, señala en lo pertinente que “la aplicación del presente proyecto contempla aportar al Fondo recursos adicionales equivalentes a US$ 60 millones, provenientes de la liquidación de activos financieros del Tesoro Público, los cuales no representarán gasto fiscal sino hasta el otorgamiento efectivo de créditos a la primera venta o importación, en aquellos casos que establece el mecanismo. Cabe señalar que así como el mecanismo contempla el otorgamiento de créditos, también puede generar eventuales impuestos a beneficio fiscal que incrementarán el Fondo.”.

Agrega enseguida que “el presente proyecto de ley incluye, además, una ampliación del plazo a partir del cual se hacen exigibles los requisitos de adscripción a un sistema de peaje electrónico para que las empresas de transporte de pasajeros y de carga pudieran recibir los beneficios establecidos en la Ley N° 19.764, modificada por la Ley N° 19.335 y por la Ley N° 20.115. Dicha ampliación no genera efectos fiscales adicionales a los contemplados respecto de las leyes antes citadas.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa no producirán desequilibrios macroeconómicos, ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.063 y sus modificaciones posteriores, que entrarán en vigencia a contar de la publicación de la presente ley:


1) Sustitúyese, en el inciso primero del  artículo 1°, el guarismo “2007” por el guarismo “2010”.


2) Agrégase, en el artículo 5°, el siguiente inciso final, nuevo:


“A partir del 1 de junio de 2007, se incrementará el Fondo en sesenta millones de dólares de los Estados Unidos de América, recursos que se integrarán directamente al Fondo y se transferirán desde el Fondo a que se refiere el artículo 10 de la ley N° 20.128.”.


3) Modifícase el artículo 8° de la siguiente manera:


a) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:




“Con todo, si al 30 de junio del año respectivo la cuenta referida en el inciso primero registra un saldo a favor de ENAP, la empresa tendrá derecho a imputar dicho saldo a partir del 1 de enero del año siguiente en la forma dispuesta en el decreto supremo referido en el inciso anterior. El Fisco podrá saldar dicha cuenta, total o parcialmente, mediante compensación con cargo a las utilidades por distribuir de la empresa que le correspondan, en la forma que se disponga mediante decreto expedido por el Ministerio de Hacienda. Si tras las imputaciones y compensaciones antes mencionadas subsiste un saldo impago a favor de ENAP, éste se sumará al saldo determinado al 30 de junio del año siguiente.”.


b) Derógase el inciso cuarto.


c) Reemplázase el inciso quinto por el siguiente:




“En caso que al 30 de junio del año 2010, la cuenta a que se refiere el inciso primero registre un saldo a favor del Fisco, el Ministro de Hacienda dispondrá, mediante resolución, la forma en que la empresa efectuará su pago.”.


4) Reemplázase el artículo segundo transitorio, por el siguiente: 


“Artículo segundo.- El saldo existente en el Fondo a que se refiere el artículo 1° de la presente ley, al término de su vigencia, será depositado en el Fondo de Estabilización Económica y Social a que se refiere el artículo 10 de la ley N° 20.128.”. 


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.764, modificada por la ley N° 20.115:


1) Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo 1°, la expresión “de la fecha de vencimiento establecida en el inciso primero del artículo 1° de la ley N° 20.063” por “del 1 de julio de 2008”.


2) Reemplázase en el inciso cuarto del artículo 2°, la expresión “de la fecha de vencimiento establecida en el inciso primero del artículo 1° de la ley N° 20.063” por “del 1 de julio de 2008”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 11 de junio de 2007, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), José García Ruminot, Jaime Gazmuri Mujica, Jovino Novoa Vásquez y Hosaín Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 11 de junio de 2007

(Fdo.):Roberto Bustos Latorre,

Secretario
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(4900-27)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, individualizado en el rubro, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.

- - -


Concurrió al debate del proyecto el Honorable Senador señor Carlos Bianchi.


A la sesión en que se debatió la iniciativa asistieron, además de sus miembros, la Subsecretaria de Desarrollo Regional, señora Claudia Serrano, el Jefe de la División Municipalidades, señor Samuel Garrido, el Jefe de la División Jurídica, señor Rodrigo Cabello, el asesor Jurídico, señor Alvaro Villanueva, la asesora de la Dirección de Presupuestos, señora Macarena Lobos y el Secretario General de la ASEMUCH, señor Manuel Bravo

Cabe hacer presente que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación la iniciativa sólo se discutió en general. 

OBJETIVO FUNDAMENTAL DEL PROYECTO


El principal objetivo de la iniciativa en informe es mejorar, mediante la modificación de diversos cuerpos legales, las remuneraciones de los funcionarios municipales y además otorgar determinadas bonificaciones a los mismos.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


La Subsecretaria de Desarrollo Regional, señora Claudia Serrano, expuso sobre el proyecto en trámite y señaló, en primer lugar, que esta iniciativa es fruto de un acuerdo alcanzado entre la Subsecretaría que encabeza, la Asociación de Municipalidades y la Asociación de Funcionarios Municipales.


Señaló  que esta iniciativa se orienta a ir homologando de forma paulatina la condición de los funcionarios municipales con los funcionarios fiscales en general. Asimismo, puso de relieve que en los dos primeros años se compromete apoyo fiscal para el financiamiento de la iniciativa.


En síntesis expresó que el proyecto contempla la renovación de la Asignación de Mejoramiento de la Gestión Municipal establecida en la ley N° 19.803, hasta la entrada en vigencia del proyecto de ley que regulará lo dispuesto en el artículo 121 de la Constitución Política.


Agregó que se contempla una norma transitoria que fija un plazo para que el Comité Técnico proponga al Alcalde los objetivos institucionales a cumplir en el año 2007 y, asimismo, para fijar la modalidad para concordar las metas por área para el año 2007.


Luego indicó que la iniciativa elimina la restricción del 7% del gasto en personal asociado al pago de la Asignación de Mejoramiento de Gestión.


Manifestó, además, que en el proyecto se ajustan los tramos de cumplimiento de metas comprometidas en el programa de mejoramiento de Gestión Municipal.  Para alcanzar el 4% de las remuneraciones como asignación, se  requerirá un grado de cumplimiento igual o superior al 90%. Si el nivel de cumplimiento fuere inferior al 90% pero igual o superior al 75 % de las metas, el porcentaje de bonificación alcanzará a un 2% de las remuneraciones. De esta forma se hacen equivalentes los tramos a los del sector público. En la actualidad los funcionarios acceden al mayor beneficio sólo si cumplen el 100% de las metas colectivas y al segundo tramo si se cumplen entre 90 y 99%.

Enseguida señaló que se autoriza el otorgamiento de la Bonificación de Zonas Extremas, destinada a compensar los diferenciales de costo de vida con relación a la Región Metropolitana, respecto a los funcionarios municipales que prestan servicios en los municipios de la Primera, Segunda, Undécima y Duodécima regiones, y provincias de Isla de Pascua y Palena, de montos equivalentes a las asignaciones de zonas extremas y bono especial establecidas en el artículo 11 de la ley N° 19.882, de conformidad a los comprometido en el Acuerdo de mejoramiento de las remuneraciones de los funcionarios municipales.


Destacó asimismo, que se aumenta la bonificación de zona comprometida en el Acuerdo a valores similares a los concordados para la Administración Central en el Acuerdo Gobierno – ANEF, de febrero de 2007, y se extiende la bonificación a las municipalidades de la provincia de Chiloé y a la municipalidad de la Isla de Juan Fernández.  Agregó que, adicionalmente, se autoriza a las municipalidades de la Primera y Segunda Regiones para aumentar el monto de la bonificación en 50%, y en 30% a las municipalidades de la Undécima y Décima Segunda regiones y Provincias de Palena, Isla de Pascua y Chiloé, así como a la de Juan Fernández, previo acuerdo del los 2/3 del Concejo Municipal y de conformidad a la disponibilidad presupuestaria.


En cuanto a la escala de remuneraciones del personal municipal expresó que se incrementa, a partir de enero de 2007 y, a partir de enero de 2008, en los montos considerados en el Acuerdo.


También hizo presente que se dio autorización para excederse en el límite de gasto en personal del artículo 1° de la ley N° 18.294 y del artículo 67 de la ley N° 18.382, para los efectos del pago de los beneficios que se faculta conceder y, o se conceden en el proyecto.


Finalmente puso de relieve que el aporte fiscal para contribuir al financiamiento de los incrementos a los sueldos base de la escala de sueldos del personal municipal y de la bonificación de zonas extremas, son 8 mil millones de pesos para el año 2007 y 8 mil setecientos millones de pesos para el año 2008.


El Jefe de la División Municipalidades, señor Samuel Garrido, manifestó que también se incorpora en este proyecto de ley el cumplimiento del compromiso que se tomó con los funcionarios municipales en orden a facilitar el financiamiento de la bonificación de incentivo al retiro que establece la ley 20.135, para ello  se autoriza al Fisco para anticipar a las municipalidades parte de los recursos que les corresponda de su participación en el Fondo Común Municipal.


Agregó que esta iniciativa, según los acuerdos adoptados con los funcionarios municipales y la Asociación de Municipalidades, está enmarcada y vinculada al objetivo principal de la modernización municipal que contempla la regulación del artículo 121 de la Constitución Política de la República.


El Secretario General de la ASEMUCH, señor Manuel Bravo, reiteró que esta iniciativa recoge un acuerdo histórico entre el gobierno, los funcionarios municipales y la Asociación Chilena de Municipalidades. Expresó en representación de los funcionarios municipales su conformidad con la iniciativa en actual trámite en el Senado y solicitó su aprobación. Indicó, asimismo, que beneficia a 40.000 funcionarios en todos los municipios del país.


El Honorable Senador señor García consultó sobre el orden de magnitud del incremento de remuneración de los funcionarios municipales.


El Jefe de la División de Municipalidades, señor Samuel Garrido, señaló que los mejoramiento en los distintos grados es variable, pero que en algunos puede oscilar entre un 10% a 16%.

El Honorable Senador señor Sabag expresó su parecer favorable con esta iniciativa. Hizo presente, asimismo, la necesidad de compatibilizar las cargas financieras que se van creando a los municipios con el financiamiento que ellos necesitan. 

El Honorable Senador señor Bianchi señaló su conformidad con la iniciativa, sin embargo, hizo presente que es necesario hacer un estudio profundo respecto del proyecto al que éste va asociado, esto es, el que regulará el artículo 121 de la Constitución Política, ya que indicó tener reparos respecto de dicho  proyecto. Agregó que se debe revisar cuánto podría verse afectada la carrera funcionaria y la potestad que quedaría en manos del alcalde.

La Subsecretaria de Desarrollo Regional, señora Claudia Serrano, indicó que es necesario tener presente que efectivamente hay problemas con las finanzas globales municipales y el gobierno está empeñado en resolverlo.


Señaló que algunos de los mecanismos ya están anunciados por la Presidenta de la República en su discurso del 21 de mayo pasado. Por primera vez se está instalando un Fondo de $100 millones de dólares para la gestión municipal de educación. Asimismo, se prevé un aporte extraordinario para el Fondo Común Municipal de $13.000 millones de pesos y un rediseño de este Fondo para que sea en un 100% redistributivo.

Sometido a votación el proyecto de ley en informe, fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa y Sabag.

- - - 

FINANCIAMIENTO


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 8 de mayo de 2007, en lo pertinente señala que “el gasto total que irrogue el pago de las prestaciones que contempla el proyecto será de cargo municipal. No obstante, para efectos de contribuir al financiamiento de los beneficios establecidos en los artículos 3° y 4° del proyecto, el Fisco aportará, durante el año 2007, la suma total de $8.000.000.000.- (ocho mil millones de pesos). El año 2008 dicho aporte ascenderá a la suma total de $8.700.000.000.- (ocho mil setecientos millones de pesos).”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa no producirán desequilibrios macroeconómicos, ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso segundo del artículo 1° la ley Nº 20.008:


a) Reemplázase la frase "hasta el 31 de diciembre de 2007", por la siguiente: "hasta la entrada en vigencia de la regulación del artículo 121 de la Constitución Política de la República".


b) Suprímense sus números 2) y 5).


Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.803:


a) En el inciso segundo del artículo 2°:


i) En la primera oración,  suprímese la totalidad del texto que sigue a la expresión "estas asignaciones", sustituyéndose la coma (,) que le sigue, por un punto seguido (.).


ii) Elimínase su  inciso final.


b) En el artículo 9°:


i) En el inciso segundo reemplázase el guarismo "100%" por el guarismo "90%", las dos veces que aparece; y el guarismo "90%" por "75%", también las dos veces que aparece.


ii) Suprímense sus incisos penúltimo y final.


Artículo 3°.- Las municipalidades de la Primera, Segunda, Undécima y Duodécima Regiones, las de las Provincias de Palena,  Isla de Pascua y Chiloé, así como la de la Isla de Juan Fernández otorgarán, a contar del 1 de enero de 2007, una bonificación no imponible a los funcionarios municipales regidos por el Título II del decreto ley N° 3.551, de 1980, y por la ley Nº 18.883, que fija el Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales.


Esta bonificación tendrá un valor trimestral de $82.464.- para los funcionarios que se desempeñen en las municipalidades de la Primera y Segunda Regiones y de $157.059.- para los que se desempeñen en las municipalidades de la Undécima y Duodécima Regiones, así como en las municipalidades de las Provincias de Palena, Isla de Pascua y en la municipalidad de  Juan Fernández. En el caso de las municipalidades de la Provincia de Chiloé tendrá un monto trimestral de $31.500.- 


A partir del 1 de enero de 2008, dicha bonificación tendrá un valor trimestral de $109.701.- para los funcionarios que se desempeñen en las municipalidades de la Primera y Segunda Regiones y de $190.113.- para los que se desempeñen en las municipalidades de la Undécima y Duodécima Regiones, así como en las municipalidades de las Provincias de Palena e Isla de Pascua y en la municipalidad de Juan Fernández. En el caso de las municipalidades de la Provincia de  Chiloé la bonificación tendrá un monto trimestral de $54.000.-


Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, facúltase a las municipalidades a que se refiere el inciso primero para otorgar a sus funcionarios, de acuerdo a su disponibilidad presupuestaria y siempre que cuenten con la aprobación de, a lo menos, 2/3 del Concejo, una bonificación adicional a la señalada en los incisos segundo y tercero. Con todo, dicha bonificación complementaria no podrá exceder, en cada uno de los referidos años, de un 50% del valor establecido precedentemente para los funcionarios que se desempeñen en las municipalidades de la Primera y Segunda Regiones y de un 30% de dicho valor para los que se desempeñen en las municipalidades de la Undécima y Duodécima Regiones, así como en las municipalidades de las Provincias de  Palena,  Isla de Pascua, Chiloé y en la municipalidad de Juan Fernández. 


Esta bonificación se pagará en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. Los montos a percibir serán proporcionales al tiempo trabajado en el trimestre respectivo.


Artículo 4º.- Las municipalidades aumentarán, a contar del 1 de enero de 2007 y del 1 de enero de 2008, respectivamente, el sueldo base  mensual de la escala de sueldos del personal municipal, establecido en el artículo 23 del decreto ley N° 3.551, de 1980, en los montos que para cada grado y año se indican a continuación:

	Grado
	Año 2007
	Año 2008

	3
	$ 6.461.-
	$3.230.-

	4
	$ 6.125.-
	$3.062.-

	5
	$ 5.789.-
	$2.894.-

	6
	$ 7.404
	$4.936.-

	7
	$ 6.861
	$4.574.-

	8
	$ 5.892.-
	$3.928.-

	9
	$17.553.-
	$14.492.-

	10
	$17.739.-
	$13.538.-

	11
	$17.351.-
	$12.536.-

	12
	$15.237.-
	$11.607.-

	13
	$13.971.-
	$10.747.-

	14
	$12.146.-
	$9.949.-

	15
	$ 9.772.-
	$9.213.-

	16
	$18.353.-
	$8.529.-

	17
	$13.377.-
	$7.897.-

	18
	$12.708.-
	$7.313.-

	19
	$17.414.-
	$6.834.-

	20
	$17.210.-
	$6.388.-



Artículo 5°.- Las municipalidades que se encuentren excedidas en la restricción del gasto máximo en personal, establecida en el artículo 1° de la ley N° 18.294 y en el artículo 67 de la ley N° 18.382, y las que se excedan en virtud de lo dispuesto en esta ley, no estarán obligadas a ajustarse a dicha restricción sólo en razón del gasto que irrogue el pago de las prestaciones  previstas en la presente ley.


Artículo 6°.- El mayor gasto que irrogue el pago de las  prestaciones a que se refiere esta ley, será de cargo municipal.


Artículo 7°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, para los efectos de contribuir al financiamiento de los beneficios establecidos en los artículos 3° y 4° de la presente ley, el Fisco aportará a las municipalidades, durante el año 2007, la suma total de $8.000.000.000.- (ocho mil millones de pesos). El año 2008 dicho aporte ascenderá a la suma total de $8.700.000.000.- (ocho mil setecientos millones de pesos). 


La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, mediante resolución, que será visada además por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, determinará los montos que a cada municipio le corresponda en dicha distribución, considerando el costo real del incremento irrogado por la aplicación de los artículos 3° y 4° de la presente ley. Para estos efectos, dichos municipios deberán acreditar, mediante certificación de los respectivos secretarios municipales, la dotación efectiva de personal, considerando funcionarios de planta y a contrata, y el costo de los beneficios señalados. 


Las municipalidades tendrán que solicitar el aporte fiscal correspondiente al año 2007 dentro de los treinta días siguientes a la fecha de publicación de esta ley. Respecto al aporte fiscal para el año 2008, éste deberá solicitarse dentro del primer trimestre de dicho año.    


Las municipalidades sólo podrán destinar los fondos transferidos en virtud del presente artículo al pago de los beneficios establecidos en los artículos 3° y 4° de la presente ley.


Artículo 8º.- Facúltase al Fisco para que efectúe anticipos de la participación que corresponda a las municipalidades en el Fondo Común Municipal, para destinarlos al pago de la bonificación al retiro establecida en la ley N° 20.135, conforme a las reglas siguientes:


a) La municipalidad interesada deberá suscribir un convenio con la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, que deberá ser visado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. En dicho convenio se acordarán los montos que se anticiparán y las condiciones en que tales anticipos se descontarán de futuras cuotas del Fondo Común Municipal o de los montos que les corresponda por recaudación del impuesto territorial; 


b) El Servicio de Tesorerías, en representación del Fisco de Chile, ejecutará cuantas operaciones sean necesarias para realizar los anticipos y descuentos antes señalados, conforme las condiciones establecidas en el convenio;


c) Las disposiciones del convenio antes referido, se someterán en todo a la normativa jurídica que rige a las municipalidades, en particular al artículo 65 de la ley Nº 18.695;


d) Los recursos que se anticipen a las municipalidades en virtud de este convenio deberán ser aplicados inmediatamente y en forma total, al pago de la bonificación establecida en la ley N° 20.135, a los funcionarios que se hubieren acogido a retiro voluntario de conformidad a dicha ley, y


e) La no destinación del anticipo de la participación en el Fondo Común Municipal que se efectúe a las municipalidades en conformidad a lo dispuesto en este artículo, será sancionado de acuerdo a la escala de penas establecida en el artículo 233 del Código Penal, y pondrá término de pleno derecho al convenio suscrito de conformidad el presente artículo.


Artículo transitorio.- Los objetivos institucionales que corresponda cumplir durante el año 2007, deberán ser propuestos al Alcalde por el Comité Técnico y aprobados por el Concejo, dentro de los 60 días siguientes a la publicación de esta ley.


Para los efectos de la aplicación del incentivo al desempeño colectivo, el Alcalde deberá acordar con la o las asociaciones de funcionarios de la municipalidad respectiva, las metas por área de trabajo para el año 2007, dentro del mismo plazo señalado en el inciso precedente.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 6 de junio de 2007, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), José García Ruminot, Jovino Novoa Vásquez y Hosain Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 8 de junio de 2007.

(Fdo.):Roberto Bustos Latorre,

Secretario
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(4879-05)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, individualizado en el rubro, originado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.

- - -


Concurrió al tratamiento de esta iniciativa el Honorable Senador señor Carlos Bianchi.


A la sesión en que se debatió la iniciativa asistieron, además de sus miembros, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Economía y Presidente del Directorio de EMAZA, señor Luis Sánchez, el asesor de la misma cartera, señor Carlos Rubio; la Coordinadora de asesores Subsecretaría del Ministerio de Hacienda, señora Tamara Agnic; la Presidenta del Sindicato de EMAZA, señora Emma Rivera y el Director, señor Juan Ibáñez; el Director Nacional de la ANEF, señor Bernardo Jorquera.

Cabe hacer presente que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación, el proyecto se discutió en general.

- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO


La presente iniciativa legal, de carácter misceláneo, contempla las siguientes materias:


- Una adecuación del Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena (FONDEMA), permitiendo que dicho Fondo reciba recursos que el Estado perciba u obtenga con ocasión de la explotación realizada al amparo de los Contratos Especiales de Operación.

- Una mejora en la exención de impuesto de timbres y estampillas, perfeccionando la exención a operaciones de crédito, con el fin de facilitar su implementación y asegurar su correcto uso.


- la modificación de la tributación de artistas y técnicos de espectáculos, que los asimila a trabajadores independientes para efectos tributarios, de forma tal que los impuestos a la renta por ellos pagados anualmente guarden relación con las rentas percibidas en el año.

- la modificación en la tributación de prácticos autorizados, también asimilándolos a trabajadores independientes.


- realiza una precisión en la forma de cesión de facturas electrónicas, prescribiendo que solamente podrá efectuarse mediante medios electrónicos

- Uniforma el estatuto laboral del personal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas
- - - 

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presentes los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- Ley N° 19.275 que destina recursos para el Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.


- Decreto ley N° 3.475, de 1980, que contiene la ley sobre Impuesto de Timbres y Estampillas.


- Código del Trabajo.


- Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974.


- Ley N° 19.983, que regula la transferencia y otorga mérito ejecutivo a copia de la factura.


- Ley Nº 15.142, la ley Nº 17.272 y ley Nº 17.694.
B.- ANTECEDENTES DE HECHO

Mensaje

Dicho documento fundamenta la iniciativa en las siguientes consideraciones:
I En cuanto al Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.

Señala que la ley N° 19.275, de 1993, establece que la Ley de Presupuestos de la Nación debe destinar anualmente, al Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena (FONDEMA), aquella parte de los ingresos estimados por concepto de derecho de explotación de hidrocarburos a que se refiere el artículo 6° del decreto ley N° 2.312, de 1978, que se obtengan con motivo de las actividades de explotación de gas o petróleo en la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.  Conforme lo dispone la ley Nº 19.275, el FONDEMA es administrado por el Gobierno Regional y es asignado a proyectos de fomento y desarrollo de la Región.

Agrega que el antedicho derecho de explotación de hidrocarburos, a beneficio fiscal, establecido en el artículo 6° del decreto ley N° 2.312, grava la explotación que hace la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP) de yacimientos productores de gas y/o petróleo en el territorio nacional.

Señala luego que la ley Nº 19.275 tuvo como origen y fundamento dotar a la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena con determinados recursos provenientes de toda explotación de hidrocarburos realizados en ella, a fin de otorgarle a esta Región la posibilidad de un desarrollo alternativo y de fomentar sus actividades productivas y de desarrollo social.

Indica enseguida que la ley sólo contempló que se destinaran al Fondo los recursos recaudados por el Estado conforme a la explotación que realiza ENAP en dicha región, la que, como se indicó, es la que está afecta al derecho de explotación de hidrocarburos antes mencionado, sin considerar otras fuentes alternativas de financiamiento del Fondo. 

Expresa que dicha realidad, en la actualidad, ha variado de manera importante. Dadas las condiciones de mercado imperantes y el avance en estudios geológicos de la XII Región, hoy existe un interés real del sector privado por invertir en exploración y explotación de hidrocarburos en la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena a través de los Contratos Especiales de Operación antes señalados y por lo tanto, para mantener el espíritu original de la ley N° 19.275, se estima conveniente y necesario realizar a dicha ley aquellas modificaciones que sean pertinentes a fin de permitir que se destine una parte de los recursos obtenidos por el Estado, en virtud de los contratos especiales de operación, al Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.

Continúa el Mensaje expresando que el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1987, establece que los contratos especiales de operación no constituyen concesiones ni confieren derechos a los particulares sobre los hidrocarburos.  Lo anterior es conteste con lo que establece la Constitución Política de la República de Chile.  En estos casos, es el Estado el que contrata la explotación de los hidrocarburos y el que paga al contratista una cantidad determinada en dinero o en hidrocarburos por la explotación realizada.  De esta forma, y a la luz de la normativa vigente, la explotación que realizan los particulares, en virtud de los Contratos Especiales de Operación, no les otorgan la titularidad de derecho alguno respecto de los hidrocarburos que extraen, más allá de los derechos personales que se derivan de los Contratos Especiales de Operación celebrados.  Al mantener el Estado la propiedad sobre los hidrocarburos, y al no existir concesiones otorgadas a los particulares, no corresponde que sean los contratistas quienes paguen un derecho de explotación.  Es por lo anterior que el Estado, en su calidad de dueño de los recursos y contratante de los servicios de explotación, es el obligado a pagar el derecho por la vía de aportarlo al Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.

Además, la Ley de Presupuestos del año 2007 creó un nuevo programa presupuestario del Gobierno Regional de la XII región que permite separar los recursos del Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena de los recursos de inversión regional de la XII región.

Para el correcto funcionamiento de dicho programa es necesario regular el uso de los recursos que se le asignen, para lo cual se introduce un artículo nuevo a la Ley Nº 19.275.

Finalmente, con el objeto de asegurar que los recursos del Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena sean utilizados en el desarrollo de toda la región, se dispone, al igual que como estaba establecido en la ley para la provincia de Tierra del Fuego, un piso de recursos que deberán ser destinados a la provincia de Última Esperanza.

II Perfeccionamientos requeridos por el DL 3.475 de 1980, que contiene la Ley sobre Impuesto de Timbres y Estampillas. 

Con el objetivo de aumentar la competitividad de nuestra economía, se introdujo a través de la ley N° 20.130 una serie de modificaciones al Impuesto de Timbres y Estampillas. Estas modificaciones contemplan la reducción gradual de las tasas con que son gravadas actualmente las operaciones de crédito y la exención del pago de este gravamen a las reprogramaciones de créditos. Esta última norma equivale a una ampliación respecto a la anterior exención, extendiendo el mencionado beneficio a todo tipo de préstamos, a excepción de las líneas de crédito, sin distinción alguna por plazo o por tipo de deudor.
Recogiendo los planteamientos de los principales actores involucrados en este tipo de operaciones, se considera necesario incluir una serie de perfeccionamientos que permitan un mejor funcionamiento de la exención señalada. Primero, simplificar el cálculo del diferencial de impuesto a pagar en caso que la reprogramación de un crédito amplíe el plazo establecido en el crédito original. Segundo, impedir que la negociación de las condiciones de un crédito involucre la renuncia a una reprogramación futura susceptible de beneficiarse con la exención de impuestos prevista por el N°17 del artículo 24 de la ley sobre Timbres y Estampillas. En tercer lugar, precisar las condiciones en que deben ser entregados los certificados necesarios para proceder a invocar la exención.

Finalmente, establecer sanciones para evitar que dichos certificados no sean entregados en tiempo y forma.

III Necesidad de modificación de la tributación de Artistas y Técnicos de Espectáculos.

Mediante la ley N° 19.889, se incorporó al Código del Trabajo un nuevo Capítulo IV al Título II del Libro I, creando el Contrato Especial de Artistas y Técnicos de Espectáculos. En las normas contenidas en los artículos 146-A al 146-K se determinó el marco contractual de estas actividades, permitiendo establecer importantes rangos de protección a los trabajadores de este sector. 

Dadas las  características en  que  se desarrollan este tipo de actividades, las que pueden extenderse por varios meses, por una cantidad determinada de funciones o incluso por dos o tres días, los señalados contratos se definieron de tal forma que se pudiese compatibilizar esa realidad con la relación laboral, y por ende la duración en el tiempo de los derechos y obligaciones emanadas del contrato. De acuerdo a ello, la ley permitió que los contratos pudieran celebrarse tanto por un plazo indefinido como por una duración determinada, esto es, por un tiempo fijo, por una o más funciones, por obra, por temporada o por proyecto.

Sin embargo, los beneficios que en términos de protección laboral emanan de la celebración de este tipo de contratos pueden, en ciertas ocasiones, tener como contrapartida un trato tributario menos favorable. 

En efecto, en ocasiones estos trabajadores perciben cantidades importantes de dinero producto de servicios prestados durante un plazo determinado de tiempo, los que no necesariamente son proporcionales al promedio de rentas recibidas a lo largo del año. En este caso y al haber una situación contractual de por medio, se ha determinado que estos trabajadores tributen de acuerdo al Impuesto Único de Segunda Categoría, en el cual los impuestos a pagar se calculan mensualmente. 

Ello ha causado que en ciertos casos estos sujetos hayan debido pagar impuestos mayores que los que les hubiese correspondido pagar si el tributo se calculase anualmente en su declaración anual de Impuesto Global Complementario. 

Lo anterior se produce porque la obtención de modo transitorio de ingresos altos distorsiona el pago de impuestos de este tipo de trabajadores, cuyas características en relación al ejercicio de su actividad, se asemeja más a aquellas que generan rentas gravadas en el señalado Impuesto Global Complementario.

Por ello, se propone que estos trabajadores tributen de acuerdo a lo señalado en el artículo 42, número 2, de la Ley de Impuesto a la Renta. Es decir, de la misma manera que tributan los trabajadores independientes.

IV Dificultades en la tributación de Prácticos Autorizados.

Los Prácticos Autorizados son las únicas personas facultadas por la Dirección General del Territorio Marítimo Nacional, cuando no existe disponibilidad de Prácticos Oficiales, para cumplir legalmente funciones de pilotaje y practicaje en el litoral del país. En su mayoría, provienen de la Armada de Chile y la Marina Mercante Nacional y ejercen en forma independiente su profesión. 

Mediante el Decreto Ley Nº 1.604 se incorporó al Nº 1 del artículo 42 de la Ley sobre Impuesto a la Renta los ingresos obtenidos por los Prácticos Autorizados, lo que equiparó el tratamiento tributario de estos profesionales al que rige sobre los trabajadores dependientes. 

Sin embargo, las características del ejercicio de la actividad señalada corresponden a los de un profesional independiente, ya que reciben pagos esporádicos y variables y deben incurrir en gastos para sostener su actividad. Más aún, como los Prácticos Autorizados no tienen dependencia contractual alguna con la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante, ni tampoco con los armadores o agentes de naves, nadie les retiene impuestos o cotizaciones previsionales y tampoco tienen derecho a vacaciones u otros beneficios propios de una relación laboral dependiente. 

Con todo, tributar de acuerdo al Nº 1 del artículo 42 de la Ley sobre Impuesto a la Renta resulta en una situación menos favorable para estos trabajadores. En primer lugar, no pueden descontar los gastos en que incurren para el ejercicio de su actividad. Segundo,  como sus ingresos son esporádicos y no se distribuyan de manera uniforme a lo largo del año, pueden terminar pagando más impuestos de lo que harían al tributar como trabajadores independientes bajo la modalidad del Impuesto Global Complementario.

Con el objeto de corregir un trato tributario que no está acorde con la realidad contractual ni tampoco con las condiciones en que se desenvuelven en su actividad los Prácticos Autorizados, se propone que este grupo de contribuyentes tribute de la misma manera que hoy lo hacen los trabajadores independientes.

V Inconvenientes que se presentan con relación al medio de cesión de Facturas Electrónicas.

La ley Nº 19.983 regula el mérito ejecutivo de la factura, sea en su formato material o en su versión electrónica. Asimismo, regula la forma en que puede efectuarse la cesión de tales documentos, de manera de hacer fluida su circulación y descuento. 

El artículo 7° de la mencionada ley señala, en general, que las facturas pueden cederse mediante una transacción física de documentos y su posterior notificación mediante notario. El artículo 9° agrega que, en el caso de facturas electrónicas, la cesión puede también hacerse a través de una transacción electrónica y su posterior notificación por medio de un registro público disponible en Internet y administrado por el Servicio de Impuestos Internos. En la práctica, esto permite que una misma factura electrónica pueda ser cedida por ambas vías, toda vez que el documento puede ser impreso cuantas veces sea requerido.

Para resolver este inconveniente, que ha limitado la fluida circulación de las facturas electrónicas, se hace necesario establecer un único medio de cesión de tales facturas. Considerando las características del documento electrónico, parece del todo razonable que se opte, en este caso, por una cesión mediante métodos electrónicos y su correspondiente anotación en el registro público en Internet. 


Esta solución permitirá dar total seguridad a la cesión, lo que repercutirá en la disminución de los costos de transacción producto de la disminución de los riesgos.
VI Uniforma el estatuto del personal de EMAZA.

Finalmente, la presente iniciativa busca uniformar el estatuto de personal de los funcionarios de esta empresa. El proyecto en esta materia fue modificada por una indicación sustitutiva del Ejecutivo, que fue aprobada por la Cámara de Diputados. 
DISCUSIÓN EN GENERAL


La Asesora del Ministerio de Hacienda, señora Tamara Agnic, expuso los contenidos del proyecto y señaló en primer lugar que este es un proyecto misceláneo.


En relación al FONDEMA, que es un es un fondo que destina recursos para fomentar actividades productivas y de desarrollo social en la XII región,  señaló que se alimenta de los recursos que provienen de la explotación de los hidrocarburos a través de ENAP. El Estado tiene la propiedad sobre los hidrocarburos del territorio nacional y puede entregarlos para su exploración o explotación mediante concesiones administrativas o contratos especiales de operación (CEOPS), los que no se pueden concesionar.


Señaló enseguida que las condiciones actuales han despertado interés del sector privado por suscribir concesiones administrativas o contratos especiales de operación. Señaló que el proyecto de ley complementa el financiamiento del FONDEMA con parte de los recursos que el Estado obtenga en virtud de los CEOPS.

Agregó que la iniciativa regula el nuevo programa creado por la Ley de Presupuestos del 2007, que trata separadamente el uso de los recursos del FONDEMA, ya que hasta el año 2006 los recursos estaban mezclados con el Fondo Nacional de Desarrollo Regional (FNDR). 

Señaló que asimismo destina un 25% de los recursos del FONDEMA a la provincia de Última Esperanza, para asegurar su mejor distribución en la región.

En cuanto a la mejora en la exención de impuesto de timbres y estampillas, señaló que en el marco del Plan Chile Compite, se redujo la tasa de este impuesto y se eximió de su pago a las reprogramaciones de créditos.

Agregó que recogiendo los planteamientos de diferentes sectores, y para corregir problemas que se han detectado bajo su vigencia, el proyecto de ley introduce perfeccionamientos que permitirán un mejor funcionamiento de la exención; en los casos en que el crédito que se reprograma no hubiese pagado la tasa máxima (la correspondiente a 12 meses), la reprogramación solamente pagará la tasa aplicable al mayor plazo del nuevo crédito, y el tope de 12 meses se calculará sumando también los meses del crédito original. 

Enseguida manifestó que se impide que la negociación de las condiciones de un crédito, entre la institución financiera y el cliente, tenga como resultado la pérdida del beneficio de acceder a la exención y se precisan las condiciones y plazos en que deben ser entregados los certificados necesarios para invocar la exención. 

En relación a la inclusión del Contrato Especial de Artistas y Técnicos de Espectáculos al Código del Trabajo que permitió mejorar la protección de estos trabajadores, señaló que esta iniciativa, sin embargo, ha traído como contrapartida un trato tributario menos favorable que el que gozaban antes. Por tener contrato, han pasado a ser considerados trabajadores dependientes y sus impuestos son calculados en forma mensual y ya no en forma anual como lo hacen los trabajadores independientes.

Por ello, agregó que cuando sus rentas se concentran en algunos meses del año, el resultado es un mayor pago de impuesto, calculado en forma mensual, que el que les hubiese correspondido bajo una declaración anual, es decir pagan impuesto por esos meses en que tienen rentas como si todo el año tuviesen ese mismo nivel de ingresos.

 Por ello indicó se propone que los artistas y técnicos del espectáculo tributen de la misma manera que lo hacen los trabajadores independientes.

En cuanto a la situación de los prácticos autorizados son los únicos sujetos facultados para reemplazar a los Prácticos Oficiales en el pilotaje y practicaje del litoral nacional.

Señaló que estos trabajadores tributan mensualmente como trabajadores dependientes, a pesar de ser profesionales independientes, ya que no tienen contratos, no se les retiene impuesto, reciben pagos esporádicos e incurren en gastos para el ejercicio de su actividad.

Indicó enseguida que al igual que en el caso de los artistas y técnicos del espectáculo, tributar como trabajadores dependientes resulta una situación desfavorable para estos trabajadores y con el objeto de corregir esta situación, se propone que estos sujetos paguen impuestos como trabajadores independientes.

Abordó luego el artículo 5° de la iniciativa que se refiere a las facturas electrónicas. Éstas pueden cederse mediante una transacción física de documentos, igual que las facturas tradicionales, pero también a través de una transacción electrónica.

Señaló que esto ha generado el problema que, potencialmente, una misma factura electrónica podría ser cedida por ambas vías. Ello ha limitado la fluida circulación de las facturas electrónicas, por su falta de seguridad.

Expresó que por ello se hace necesario establecer un único medio de cesión de tales facturas y considerando las características del documento electrónico, se ha optado por una cesión mediante métodos electrónicos. 

El Servicio de Impuestos Internos ha acordado poner gratuitamente en su sitio web, a disposición de los usuarios, los medios para efectuar la cesión electrónica de las facturas, lo que permitirá dar un nuevo impulso a la utilización de este medio que es mucho más seguro y barato que la factura tradicional en papel. 

Finalmente, en relación a la situación del personal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (EMAZA), hizo presente que ellos se rigen por el Código del Trabajo y por diversos títulos y párrafos del Estatuto Administrativo. Agregó que de esto han resultado interpretaciones varias y en la aplicación de distintas reglas al personal de una misma empresa.

Señaló que este proyecto busca uniformar el régimen jurídico aplicable a la totalidad de los trabajadores de EMAZA, sometiendo a dichos trabajadores, tal como ocurre en el resto de las empresas del sector estatal, sólo a las normas del Código del Trabajo.
Y expresó que los trabajadores que así lo prefieran, tendrán la opción de desvincularse de la empresa en un plazo de 180 días, mediante su renuncia voluntaria con derecho a una indemnización equivalente a un mes por año de servicio o bien ser traspasados en la misma calidad jurídica a la Subsecretaria de Economía, Fomento y Reconstrucción. 

El Honorable Senador señor Bianchi señaló que en la génesis del FONDEMA se encuentra el interés que tuvo en su oportunidad el ex Senador señor Ruiz De Giorgio, por observar la pérdida que se estaba produciendo en los hidrocarburos de la zona y cómo reemplazar esa fuente de ingreso. El FONDEMA existe sólo vinculado a la Empresa Nacional del Petróleo que tiene una especie de “royalty” regional si se quiere así llamársele. Agregó que la Presidenta de la República en su última visita a Magallanes asumió un compromiso con la Región para que las empresas que se comprometerán en la exploración y explotación de los recursos de hidrocarburos también participen en la alimentación del Fondo. Se trata en definitiva de homologar en esta participación a los particulares con lo que ya realiza la ENAP.

La señora Emma Rivera, Presidenta del Sindicato de EMAZA, señaló que la situación jurídica del personal de esta Empresa es extraña, ya que según el decreto con fuerza de ley Nº 274, de 1960, orgánica de la empresa, dependen del Ministerio de Economía, sin embargo, el Ministerio les ha señalado que se encuentran supeditadas al Sistema de Empresas (S.E.P.). Expresó que la Contraloría General de la República, por su parte, les indica que su dependencia es del Ministerio de Economía.

Enseguida recordó que el Ministro les comprometió la modificación del articulado, buscando favorecer a los trabajadores.

La nueva propuesta recoge en parte lo que deseaban pero les parece que apunta a la eliminación del personal de la empresa y estima que esta empresa es muy importante para el cumplimiento de sus fines en las zonas aisladas y extremas del país.

En concreto solicitó se considerara otra opción que las señaladas en el proyecto, esto es, que si la empresa no se acaba, se les permitiera jubilar a los funcionarios que restan, situación que no se daría más allá del año 2011. Hizo presente se tome en cuenta la situación de los funcionarios que han servido 30 años en esta empresa.

El Director Nacional de la ANEF, señor Bernardo Jorquera, expresó su apoyo a las propuestas que formulara la dirigente de EMAZA y pidió al Gobierno considere las soluciones tomando en cuenta la labor patriótica que los empleados han desarrollado en todas estos años.

- - -
La Comisión fue conteste en dejar constancia de la característica miscelánea del proyecto y que el Gobierno debería considerar el desglose del proyecto relativo a FONDEMA para darle un tratamiento más expedito, en el entendido que las otras materias pueden requerir un estudio por separado. 

- - -

Sometido a votación el proyecto de ley en informe, fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa y Sabag.

- - -

FINANCIAMIENTO


El informe financiero acompañado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 2 de enero de 2007, señala que:


1.-  en relación a las modificaciones propuestas a la ley N° 19.275, sobre Fondo de Desarrollo  de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena “se propone que, a través de la Ley de Presupuestos, se destinen al Fondo adicionalmente, y en forma anual, los ingresos que perciba el Estado por su participación en la explotación realizada por privados al amparo de los Contratos Especiales de Operación, estableciéndose como límite del aporte el 5% del valor total de la explotación.


Utilizando como base la mejor información disponible en la Empresa Nacional del Petróleo y el Ministerio de Minería, tomando un precio del petróleo de US$ 50 /barril y un precio del gas de US$ 2,0 / millón de BTU, se estima que el aporte adicional a Fondema podría ascender a los montos que para cada año se indican:

	Año
	Cifras en Millones de $ de 2007

	2007
	389

	2008
	899

	2009
	2.310

	2010
	3.801

	2011 en adelante
	   536 anuales en promedio



2.- respecto a “los perfeccionamientos al DL 3.475 de 1980, que contiene la Ley sobre Impuesto de Timbres y Estampillas, no tiene impacto fiscal.”.


3.  En cuanto a la modificación de la tributación de Artistas y Técnicos de Espectáculos, “se estima una menor recaudación fiscal anual de  27,7 millones de pesos de 2007.”.


4. Respecto a la modificación a la tributación de Prácticos Autorizados, se “estima una menor recaudación anual de 13,8 millones de pesos de 2007.”.

5. En relación a la modificación del Medio de Cesión de Facturas Electrónicas, “no tiene impacto financiero.”.

6. Respecto del artículo 6° de la iniciativa legal, relativo a situación de EMAZA, la Dirección de Presupuestos envió un nuevo informe financiero, con fecha 27 de marzo de 2007, que en lo pertinente señala que “el costo máximo de esta medida, ascendería a la suma de $683 millones, según planilla vigente a enero del 2007.


El financiamiento de la misma, se hará con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos vigente del año en que corresponda el pago de las indemnizaciones señaladas anteriormente, para lo cual en el artículo 2° transitorio se autoriza al Presidente de la República para transferir a la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas, los recursos necesarios para financiarla. El aporte máximo a entregar para tales efectos, alcanza la suma de $683 millones de pesos, en $ 2007.”

En consecuencia, las normas de la iniciativa no producirán desequilibrios macroeconómicos, ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general del proyecto de ley en informe, cuyo texto consta en el oficio N° 6798, de 15 de mayo de 2007, de la Honorable Cámara de Diputados y es del tenor siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.275 que destina recursos que indica para el Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena:


1. Modifícase el artículo 1°, de la siguiente forma:


a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 1°.- El Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena estará constituido por: (i) la recaudación que el Estado obtenga por concepto de derecho de explotación a que se refiere el artículo 6° del decreto ley N° 2.312, de 1978; y (ii) todos los ingresos que el Estado perciba o retenga, descontados los impuestos, como resultado de la diferencia entre el valor de la producción de gas y/o petróleo y la retribución que paga a los contratistas conforme a cada contrato especial de operación celebrado al amparo del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1987, del Ministerio de Minería, en ambos casos, con motivo de las actividades de explotación de gas y/o petróleo en dicha Región.  Tales recursos se destinarán anualmente al Fondo a través de su incorporación en la Ley de Presupuestos respectiva.  Dicho Fondo tendrá carácter acumulativo y será administrado por el Gobierno Regional para su asignación a proyectos de fomento y desarrollo de la Región.”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:


“En el caso de los ingresos a los que se refiere el literal (ii) anterior, el monto de los recursos a ser traspasados por el Estado al Fondo no podrá ser superior al 5% del valor total de la producción de gas y/o petróleo, descontados los impuestos, realizada por los correspondientes contratistas.  Para estos efectos se entenderá por producción de petróleo, la cantidad medida en el punto de entrega del petróleo y, por producción de gas, la cantidad medida en el punto de fiscalización del gas, establecidas, en cada caso, en los respectivos contratos especiales de operación.”.


2. Agrégase en el artículo 2°, a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:


“Lo mismo regirá para la provincia de Última Esperanza.”.


3. Consúltase el siguiente artículo 3°, nuevo:


“Artículo 3°.- La inversión de los recursos del Fondo al que se refiere el artículo 1° de esta ley se regirá, hasta el 31 de diciembre del año 2007, por lo dispuesto en las Glosas 02 y siguientes de la Partida Ministerio del Interior-Gobiernos Regionales de la ley N° 20.141, de Presupuestos del Sector Público año 2007.  En adelante, a contar de la referida fecha, las normas que regirán la inversión de dichos recursos se incorporarán en la Ley de Presupuestos respectiva.”.


Artículo 2°.-  Modifícase el número 17 del artículo 24 del decreto ley N° 3.475, de 1980, que contiene la ley sobre Impuesto de Timbres y Estampillas, del siguiente modo:


1. Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente:


“Con todo, en el caso que los documentos que se emitieron, suscribieron u otorgaron con motivo del crédito original no hubieren satisfecho la tasa máxima establecida en el N° 3 del artículo 1° de este decreto ley, la exención que se establece en este numeral sólo se aplicará, sobre la base imponible mencionada en el inciso siguiente, hasta por aquella parte en que la tasa de impuesto correspondiente al plazo del nuevo crédito, más la tasa correspondiente al plazo del crédito original, excede la tasa máxima.”.


2. Agréganse los siguientes incisos sexto y séptimo, nuevos:


“Para la aplicación de lo indicado en este  número, se considerará no escrita toda disposición contractual, de cualquier naturaleza, que tenga por objeto impedir o entrabar la facultad de un deudor para obtener un crédito que se beneficie de esta exención.


El interesado podrá requerir que el certificado a que se refiere el inciso quinto sea emitido con vigencia a una fecha determinada, de acuerdo a las instrucciones que al efecto emita el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.  La emisión al interesado del certificado deberá efectuarse dentro de los 5 días hábiles siguientes a la fecha de la solicitud respectiva. La no emisión, la emisión extemporánea o incompleta, del certificado señalado se sancionará con una multa de entre una unidad tributaria mensual y una unidad tributaria anual por cada incumplimiento, la cual será aplicada por el Servicio de Impuestos Internos, de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 161 del Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974.”.


Artículo 3°.-  Agrégase en el Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, se encuentra contenido en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, en su Capítulo IV del Título II del Libro I, el siguiente artículo 145-L nuevo:


“Artículo 145-L. Las remuneraciones percibidas por los trabajadores de artes y espectáculos con motivo de la celebración de los contratos laborales que regula este Capítulo, quedarán sujetas a la tributación aplicable a las rentas señaladas en el artículo 42, número 2°, de la ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974. Para estos efectos, dichos trabajadores deberán emitir la correspondiente boleta de honorarios por el valor bruto de la remuneración percibida, sin deducción alguna por concepto de las cotizaciones previsionales que deban ser efectuadas por sus respectivos empleadores.”.


Artículo 4°.-  Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:


1) Derógase el inciso final del N° 1, del artículo 42.


2) Derógase el N° 4 del artículo 69.


3) Elimínase, en el N° 1 del artículo 74, la frase “excepto tratándose de las rentas a que se refiere el inciso final del N° 1 del artículo 42.”, y sustitúyase por un punto aparte (.) la coma (,) que la antecede.


Artículo 5°.-  Sustitúyese el inciso segundo del artículo 9° de la ley N° 19.983, por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 7°, la cesión del crédito expresado en estas facturas solamente podrá efectuarse mediante medios electrónicos y se pondrá en conocimiento del obligado al pago de ellas, mediante su anotación en un registro público electrónico de transferencias de créditos contenidos en facturas electrónicas que llevará el Servicio de Impuestos Internos. Se entenderá que la transferencia ha sido puesta en conocimiento del deudor el día hábil siguiente a aquel en que ella aparezca anotada en el registro señalado. El Servicio de Impuestos Internos podrá encargar a terceros la administración del registro.”.


Artículo 6°.- Deróganse el artículo 8° de la ley Nº 15.142, el artículo 32 de la ley Nº 17.272 y los artículos 4° y 5° de la ley Nº 17.694. A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, los trabajadores de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas se regirán exclusivamente por las disposiciones del Código del Trabajo y sus normas complementarias, sin que le sean aplicables, en caso alguno, las disposiciones del Estatuto Administrativo u otras normas aplicables a los funcionarios públicos. Lo anterior, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 38 del decreto ley N° 3.551, de 1980.


Los trabajadores que, por aplicación de este artículo, experimenten un cambio de régimen jurídico y que no deseen seguir vinculados a la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas, podrán optar por una de las siguientes alternativas:


a) Desvincularse de la empresa, en un plazo de ciento ochenta días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, mediante su renuncia voluntaria con  derecho a una indemnización equivalente a la prevista en el inciso segundo del artículo 163 del Código del Trabajo, no siendo aplicable a dicha indemnización el límite máximo de trescientos treinta días de remuneración al que se refiere aquella norma, considerándose a dichos efectos la antigüedad que los trabajadores tuvieren en la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas o en sus antecesoras legales, o;


b) Ser traspasados en la misma calidad jurídica a la Subsecretaria de Economía, Fomento y Reconstrucción, de acuerdo a lo establecido en el artículo 2º transitorio de la presente ley.


Quienes cesen en sus cargos por aplicación de la letra a) de este artículo y perciban la indemnización señalada en dicho literal, no podrán volver a ser contratados ni aun sobre la base de honorarios en la empresa ni en ninguna institución regida por el Titulo II de la ley Nº 18.575, cuyo texto  refundido coordinado y sistematizado  fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1-19653, de 2001, durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de la indemnización percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables. 


Esta indemnización será incompatible con cualquier otro beneficio de naturaleza homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento. 


Los cargos de planta y contrata, que por aplicación de lo dispuesto en este artículo, queden vacantes se suprimirán por el sólo ministerio de la ley.


De la misma forma señalada en el inciso anterior, se procederá respecto de los cargos  de la planta de personal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas, que se encuentren vacantes a la fecha de publicación de esta ley.


La dotación máxima de personal fijada para la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas, se rebajará en la misma cantidad de cupos que dejen de servirse en virtud de lo dispuesto en el inciso quinto precedente.


Artículos transitorios


Artículo 1°.-  Lo dispuesto en esta ley regirá a contar del primer día del mes subsiguiente a la fecha de publicación de la presente ley.


Artículo 2°.-  Facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de 180 días, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley que serán expedidos por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción,  y que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, traspase mediante nombramiento o encasillamiento y sin solución de continuidad, al personal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas, cualesquiera sea su calidad jurídica, a dicha Secretaría de Estado.


En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República podrá modificar la planta y dotación de la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción, sin que pueda incrementar la dotación máxima del conjunto de ellos fijada en la Ley de Presupuestos.  El Presidente de la República, creará los nuevos cargos para dar cumplimiento a la facultad que se le concede. 


Los traspasos de personal que se dispongan, no serán considerados como causal de término de servicios, ni supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral. 


Asimismo, el Presidente de la República podrá disponer la transferencia desde la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas a la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción, de todo o parte de los recursos financieros que se liberen por este hecho. 


La aplicación de lo dispuesto en el presente artículo no podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales de los funcionarios traspasados.  Cualquier diferencia de remuneraciones se pagará por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público.  Esta planilla mantendrá la misma imponibilidad que la de las remuneraciones contempladas en ella.


Las personas traspasadas conservarán el número de bienios que tengan reconocidos, como también el tiempo computable para uno nuevo.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 6 de junio de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), José García Ruminot, Jovino Novoa Vásquez y Hosaín Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 8 de junio  2007.

(Fdo.):Roberto Bustos Latorre,

Secretario
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR ZALDÍVAR, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE PERMITE A LOS HEREDEROS DE OCUPANTES DE PREDIOS AGRÍCOLAS ACCEDER A BENEFICIOS DE LA LEY Nº 19.776, SOBRE REGULARIZACIÓN DE INMUEBLES FISCALES

(5113-12)

Honorable Senado:



La ley N° 19.776 se abocó al proceso de regularización de numerosos predios agrícolas ocupados por campesinos sin títulos o con precario fundamento.


Estos predios, que por disposición legal pertenecen al Fisco en ausencia de otro dueño, se han venido regularizando a partir de actos de diversa naturaleza, ya sean transferencias, donaciones, herencias u otros títulos.


Con todo, y pese a los esfuerzos que han hecho tanto el Ejecutivo como los legisladores, persisten algunos entorpecimientos que dilatan o anulan la pretensión de muchos campesinos de acceder al dominio de la tierra.


En efecto, y no obstante los resguardos dispuestos por la ley mencionada en la mira de abarcar con la mayor justicia posible esta aspiración, la normativa no consideró la circunstancia de que muchos ocupantes de estos predios, durante el proceso de adquisición de los mismos, fallecen, circunstancia que tiene por efecto anular los procedimientos previos y los decretos que los habilitaron para ocupar los inmuebles.


La presente moción tiene por propósito superar esta circunstancia, de modo de habilitar a los herederos de los ocupantes de los predios agrícolas fiscales amparados por esta ley para que puedan acceder al beneficio en las mismas condiciones que su causante.


Además, con el ánimo de promover una mayor colonización atrayendo capacidad y tecnología, estimo que sería un buen estímulo para jóvenes profesionales que quisieran afincarse en estas tierras, tener la posibilidad de acceder a beneficios dispuestos por las leyes como la que nos ocupa, por lo que propongo elevar a 2000 unidades de fomento el actual límite patrimonial de 700 unidades de fomento para el efecto descrito.


En virtud de la relación precedente, someto a la consideración del Senado el siguiente:
PROYECTO DE LEY


"Artículo 1°.- Los herederos de los beneficiarios a que se refiere el inciso primero del artículo 1° de la ley N° 19.776 ocuparán por el solo ministerio de esta ley el lugar jurídico de aquéllos y, en consecuencia, podrán solicitar el reemplazo del decreto supremo que habilitó a su causante para ocupar inmuebles fiscales, siempre que cumplan los demás requisitos exigidos por esa ley. Para los efectos del plazo de cinco años a que alude dicho inciso, los herederos podrán agregar el tiempo de su causante al de su ocupación del inmueble.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes enmiendas a la ley N° 19.776:


a) Sustituyese el guarismo "700" escrito en la letra d) del inciso primero del artículo 9° por la expresión "2000", y


b) Incorpórase al artículo 12 el siguiente inciso segundo:


"Se entenderá que son hechos positivos de igual naturaleza que los mencionados en el artículo 925 del Código Civil la permanencia y talaje de ganado de propiedad del ocupante, en el inmueble de que se trate, en forma continua o discontinua de hasta dos años.".
(Fdo.):ADOLFO ZALDÍVAR LARRAÍN

Senador
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CREA FONDO DE ESTABILIZACIÓN FINANCIERA DEL SISTEMA DE TRANSPORTE PÚBLICO DE LA CIUDAD DE SANTIAGO Y DISPONE OTROS APORTES FISCALES QUE INDICA

(5090-15)



Con motivo del Mensaje, Informe, Certificado y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DEL FONDO DE ESTABILIZACIÓN FINANCIERA DEL SISTEMA DE TRANSPORTE PÚBLICO DE LA CIUDAD DE SANTIAGO


Artículo 1°.-
 Créase un fondo de estabilización financiera del Sistema de Transporte Público de la ciudad de Santiago, en adelante “el Fondo”, con el objeto de dar estabilidad al régimen tarifario del referido Sistema, el que se incorporará a la Ley de Presupuestos vigente. 

El Fondo se constituirá con los aportes fiscales a que se refiere el artículo 2° de esta ley, y operará de acuerdo a lo que informe y proyecte el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. 


Artículo 2°.-
 Autorízase al Ministro de Hacienda para que durante el año 2007, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, efectúe al Fondo un aporte reembolsable de hasta $98.800.000 miles. Los recursos correspondientes a dicho aporte solamente se transferirán al Sistema una vez que se establezcan los términos de su reembolso, en conformidad a lo establecido en el artículo 3° de esta ley, lo cual será informado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. El plazo para el reembolso total no podrá ser inferior a 10 años con un período de gracia máximo de 4 años.

Asimismo, autorízase al Ministro de Hacienda para que en el mismo año, mediante igual procedimiento transfiera la cantidad de $52.000.000 miles, como aporte fiscal no reembolsable al Fondo.


Artículo 3°.-
No podrán transferirse al Sistema los recursos a que se refiere el inciso primero del artículo 2° de esta ley, sin que, previamente, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, y todos los Concesionarios de Uso de Vías de la Ciudad de Santiago, además del Administrador Financiero de Transantiago, en adelante el AFT, suscriban los convenios necesarios al efecto. En estos convenios se deberán incorporar las normas necesarias para la aplicación de dichos recursos, tales como las condiciones, modalidades y procedimientos, así como las relativas a su restitución. 

Los convenios a que se refiere el inciso anterior, deberán contar con la visación previa del Ministerio de Hacienda y los recursos sólo podrán ser utilizados para la finalidad establecida en el artículo 1°.


Artículo 4°.-
 Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, en los referidos convenios se establecerá la entrega de recursos, con cargo al Fondo, destinados a programas transitorios de control de evasión del pago de la tarifa en el Sistema, que tendrán por objeto, entre otros, generar incentivos para disminuir la evasión, en particular destinados a los conductores. 


Artículo 5°.-
 Los aportes a los que se refiere el artículo 2° deberán transferirse gradualmente para solucionar los compromisos del Sistema con los Concesionarios de Uso de Vías, en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 1º. 


Artículo 6°.-
 Los Concesionarios de Uso de Vías de la Ciudad de Santiago, el AFT y el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, convendrán la constitución de una cuenta especial de reembolso, en adelante “la Cuenta”, destinada al reembolso de los aportes efectuados por el Fisco y de los compromisos asumidos con cargo a la Cuenta.

La Cuenta será administrada por el AFT y constituirá un patrimonio separado de los recursos propios de éste, de los Concesionarios de Uso de Vías y de los prestadores de servicios complementarios. 

Las operaciones de la Cuenta serán efectuadas a nombre de ésta y se contabilizarán separadamente. En virtud de lo establecido en los convenios a que se refiere el artículo 3°, podrán efectuarse inversiones financieras de las que será titular la Cuenta y contraer deuda con cargo a la misma, en las condiciones y plazos que se establezcan en los contratos de endeudamiento respectivos, los que deberán contar con la autorización previa de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Hacienda.


Artículo 7°.- 
El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones proporcionará a la Comisión Especial de Presupuestos del Congreso Nacional, un informe mensual del destino de los recursos a que se refiere el artículo 2° y de los reembolsos a que se refiere el artículo 6°, sin perjuicio de las facultades de la Contraloría General de la República y demás organismos fiscalizadores, según corresponda.

El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones deberá encargar a una empresa de auditoría externa, inscrita en el registro que al efecto lleva la Superintendencia de Valores y Seguros, la elaboración de informes sobre el destino de los aportes a que se refiere el artículo 2° y de los reembolsos a que se refiere el artículo 6°. Copia de estos informes deberá enviarlos, directamente la empresa que realice la auditoria externa, a la Comisión Especial de Presupuestos del Congreso Nacional.  


El AFT deberá proporcionar a la empresa de auditoría externa, la información y antecedentes que ésta requiera para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior. 


Artículo 8°.-
Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 3° y 5°, los recursos a que se refiere el inciso segundo del artículo 2°, deberán destinarse, en primer término, a cumplir con las obligaciones que el Sistema mantenga con la Empresa de Transporte de Pasajeros METRO S.A., las que deberán ser objeto de prepago.

TÍTULO II

DE LOS APORTES A REGIONES


Artículo 9°.-
Los Gobiernos Regionales y el Gobierno Regional correspondiente a la Región Metropolitana sólo respecto de las comunas en las que no opera el Sistema de Transporte Público de la ciudad de Santiago, recibirán en conjunto un aporte fiscal por un monto total equivalente a aquél a que se refiere el inciso segundo del artículo 2° de esta ley. Para ello, se constituirá una provisión especial en el presupuesto de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, desde la cual, a petición de los respectivos intendentes, se incorporarán estos recursos a los presupuestos de los Gobiernos Regionales o al Programa de Mejoramiento Urbano y Equipamiento Comunal, con sujeción a lo dispuesto en los incisos siguientes.


Los Gobiernos Regionales a que se refiere el inciso precedente, estarán facultados para comprometer gastos, para ser destinados a iniciativas de inversión, incluidos estudios de factibilidad y de diseño, en infraestructura vial, de riego, de servicios básicos de agua potable y saneamiento rural, de transportes y telecomunicaciones, y sus elementos complementarios, y también de equipamiento comunitario, por sobre los niveles autorizados en la Ley de Presupuestos del año 2007, hasta por el monto que se les determine por aplicación de este artículo.


Los recursos a que se refiere el inciso primero de este artículo se distribuirán entre las regiones beneficiarias, considerando lo establecido en el artículo 76 de la ley N°19.175, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado mediante decreto con fuerza de ley N°1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior.

En el caso de la Región Metropolitana de Santiago se considerará lo señalado en el referido artículo 76 sólo en relación a las comunas en que no opera el Sistema.

Tratándose de las regiones de Los Ríos y de Arica y Parinacota, los montos que les correspondan se incorporarán en los presupuestos de las regiones de origen cuando corresponda, hasta la entrada en vigencia de las leyes N° 20.174 y N° 20.175. 



Los montos que podrán comprometer el año 2007, conforme lo dispuesto en el inciso segundo del presente artículo, les serán comunicados a los respectivos Gobiernos Regionales mediante oficio de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, el que deberá contar con la visación previa de la Dirección de Presupuestos. De acuerdo a la capacidad de ejecución de cada uno de los Gobiernos Regionales, estos recursos se podrán incorporar en el presupuesto del año 2007 y el saldo se incorporará inicialmente como provisión de la partida presupuestaria para el año 2008 de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior.

La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior proporcionará a la Comisión Especial de Presupuestos y a las Comisiones de Hacienda, tanto de la Cámara de Diputados como del Senado, un informe mensual de la aplicación de los recursos a que se refiere este artículo.


Artículo 10.-
Los Gobiernos Regionales que sean destinatarios del aporte a que se refiere el artículo anterior, podrán recibir en conjunto un aporte fiscal reembolsable por un monto equivalente a aquel dispuesto en el inciso  primero del artículo 2° de la presente ley. Para ello, se constituirá una provisión especial en el presupuesto de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior. Asimismo, se requerirá de una solicitud y de un compromiso de reembolso de los montos utilizados, de acuerdo a las condiciones financieras y demás normas que se establezcan en los convenios que suscriban al efecto con la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo y de Hacienda, los que deberán contar con la visación previa de la Dirección de Presupuestos.


Dicho aporte deberá ser destinado a iniciativas de inversión, incluidos estudios de factibilidad y de diseño, en infraestructura vial, de riego,  de servicios básicos de agua potable y saneamiento rural, de transportes y telecomunicaciones y sus elementos complementarios, y también de equipamiento comunitario.


La distribución entre regiones se efectuará aplicando el mismo procedimiento y condiciones establecidos en los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 9°.

Los recursos se podrán solicitar hasta el 31 de diciembre de 2008 y se incorporarán anualmente y hasta el año 2009 inclusive en los presupuestos de los Gobiernos Regionales a que se refiere el inciso primero. 

El plazo para el reembolso no podrá ser inferior a 10 años con un período de gracia un año superior al pactado en los convenios a que se refiere el artículo 3°.

TÍTULO III

DEL APORTE EXTRAORDINARIO AL FONDO COMÚN MUNICIPAL


Artículo 11.-
Autorízase al Ministro de Hacienda para que, a contar del primer día del mes siguiente al de entrada en vigencia de las autorizaciones de aportes a las regiones establecida en los artículos 9° y 10 de esta ley, mediante decreto expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, efectúe durante el año 2007 y por una sola vez, un aporte extraordinario al Fondo Común Municipal a que se refiere el artículo 14 de ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, por un monto de $13.000.000 miles.

TÍTULO IV

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

Artículo único .- 
El mayor gasto que representen durante el año 2007 los aportes no reembolsables a que se refieren el inciso segundo del artículo 2º y el artículo 9º de esta ley, así como el aporte dispuesto en el artículo 11, se financiará con cargo al incremento de los ingresos provenientes de rentas de inversiones en activos financieros y se imputará al ítem respectivo de la partida presupuestaria Tesoro Público, entendiéndose incrementada en el equivalente a dichos aportes la suma del valor neto correspondiente a que se refiere el artículo 4° de la ley N° 20.141. 

Los aportes reembolsables señalados en el inciso primero del artículo 2º y en el artículo 10 de esta ley, se financiarán con cargo a la enajenación de activos financieros, y se imputarán al ítem respectivo de la partida presupuestaria Tesoro Público.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.):PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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